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Presentación de la 2.ª edición 



El lector tiene en sus manos la decimosexta entrega de esta Colección de Derecho Urbanístico de las Comunidades Autónomas, que sucede a las de Andalucía (2 ediciones), Principado de Asturias, Canarias, Cantabria, Castilla y León (3 ediciones), Cataluña, Extremadura, Galicia, Comunidad de Madrid, País Vasco, Comunidad Valenciana y, lógicamente, la primera edición de esta misma obra. Resulta evidente que se trata de una Colección consolidada que por este simple hecho supone una garantía. Pero el éxito no lo avalan el número de títulos que la integran, sino los miles de ejemplares vendidos de la misma.

En el año 2000 se inicia la serie de Derechos Urbanísticos Autonómicos con la primera entrega de Castilla y León. A lo largo de los casi once años transcurridos se ha convertido en referente doctrinal y práctico en la materia, siendo un motivo de orgullo para esta Editorial el prestigio alcanzado. Por ello, vaya desde aquí nuestro agradecimiento a los autores que han colaborado en todas las obras y, muy especialmente, a su Director e impulsor principal, Enrique Sánchez Goyanes.

Esta segunda edición entronca con la anterior, de la que es heredera natural de gran parte de los contenidos. Pero también se aparta de ella en la medida que quienes coordinaron aquélla no disponían del tiempo necesario para hacerlo en esta ocasión, carencia que se ha tornado en oportunidad, al poder contar con la entusiasta colaboración de Alfonso Vázquez Oteo y Javier Sanz Lázaro, quienes han desarrollado una labor fantástica.

En el ámbito de los contenidos la actualización era totalmente necesaria, con motivo de la aprobación de un nuevo texto de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística, refundido en virtud del Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, consecuencia de las importantes modificaciones aportadas por la Ley 2/2009, de 14 de mayo, de Medidas Urgentes en Materia de Vivienda y Suelo.

Debemos agradecer especialmente en este caso a los autores, coordinadores y director los esfuerzos realizados, puesto que han revisado hasta en tres ocasiones los originales, para recoger las modificaciones normativas que se han ido produciendo. Sale así la obra planamente adaptada a la normativa vigente.

Por lo que respecta al plantel de autores, contamos con la misma base de colaboradores, si bien diversos motivos han provocado diversas bajas, y las correspondientes altas. En todo caso el perfil de los mismos sigue siendo de alternancia entre colaboradores habituales en la Colección con otros especialistas de la propia Comunidad Autónoma. También hay mezcla de expertos del mundo local con profesores universitarios y profesionales de la Abogacía.

La crisis, que se deja sentir en todos los ámbitos de nuestra economía, también nos ha tocado aquí, por lo que el lector podrá observar que en esta entrega la obra carece de patrocinador. Pese a ello no hemos querido faltar a esta cita, obligada por el alcance de las novedades normativas. Y ello sin ahorrar en la edición, manteniendo la lujosa encuadernación, pese a no aumentar el precio. Confiamos en que los lectores sabrán apreciar este esfuerzo y corresponder con la generosidad en la difusión de las virtudes de la obra.

El Consultor de los Ayuntamientos 

Marzo de 2011 






Prólogo de la 1.ª edición 



A don José Ignacio Fernández Luna,

el compañero que un día se nos fue

Me ha sido dado el honor, que con toda humildad y agradecimiento acepto, de prologar esta obra de Derecho urbanístico autonómico de Castilla-La Mancha, que viene a engrosar la colección de Derecho Urbanístico Autonómico, que con gran sentido jurídico y práctico, ideó e impulsa el grupo editorial Wolters Kluwer, desde el año 2000, a través de esa gran empresa bibliográfica que para el ámbito del Derecho Administrativo, general y especial, ha representado y representa, «El Consultor de los Ayuntamientos».

La filosofía que inspira esta obra es la de dar a conocer de forma clara y sencilla, aquellos aspectos fundamentales -con sus principios generales, instituciones básicas, técnicas e institutos jurídicos, debidamente enlazados de forma sistemática y coherente- del que ya podemos categorizar como nuestro Derecho Urbanístico Autonómico; de andadura temporal todavía limitada, pero de estable, firme y vigorosa proyección en la realidad socioeconómica de nuestra comunidad, con incidencia en los diversos sectores y agentes involucrados, tanto del sector público como del privado (Administraciones, en general, universidad, arquitectos, abogados, agentes intervinientes en el proceso urbanístico en sentido global,...), que a su vez pretende que sean sus destinatarios.

La primera idea esencial que suscita e incorpora nuestra legislación urbanística, es la de su plenitud; lo que significa que la misma desea ser en su proyección jurídica autosuficiente, dando una respuesta reguladora con contenido total o integral a la ordenación del territorio y de la actividad urbanística en Castilla-La Mancha; y ello desde la competencia exclusiva que le fue atribuida a esta Comunidad a través de la Ley Orgánica 3/97, de 3 de julio, que dio lugar a la modificación del art. 31 de su Estatuto de Autonomía, atribuyendo a la Junta de Comunidades la competencia exclusiva de la ordenación del territorio, urbanismo y vivienda; que lógicamente habrá de desarrollarse dentro de los límites que le impone la legislación básica del Estado (Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre régimen del suelo y valoraciones; modificada por la Ley 53/02, de 30 de diciembre y Ley 10/03, de 20 de mayo), como ha puesto de manifiesto nuestro Tribunal Constitucional, recientemente al admitir por providencia de 28 de marzo de 2006, varias cuestiones de inconstitucionalidad, planteadas por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo N.º 1 de Albacete, en relación con los arts. 51.1 punto 2, e); y 69.2 de la Ley Autonómica 2/98, de 4 de junio; por posible vulneración del art. 149.1.1.ª, en relación con el art. 14 de la Ley 6/1998, de 13 de abril (BOE n.º 84, de 8 de abril 2006).

Esta voluntad jurídica de plenitud se manifiesta a través de la existencia de la propia Ley Autonómica 2/98, de 4 de junio (conocida como la LOTAU); actual Decreto Legislativo 1/2004, de 28 de diciembre, que ha supuesto su derogación, así como la de la Ley 1/2003, que la modificaba; y a través de las normas de desarrollo de aquella, como son el Decreto 242/2004, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de suelo rústico; del Decreto 248/2004, de 14 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de Planeamiento; del Decreto 87/1993 de 14 de junio, sobre catálogos de suelo de uso residencial; y la Orden de 31 de marzo de 2003 por la que se aprueba la Instrucción Técnica de Planeamiento. Disposiciones reglamentarias que verán perfeccionadas sus sentido jurídico de regulación total con la futura aparición, de los ya proyectos normativos del Reglamento de Gestión y del de Disciplina Urbanística (lo que supondrá el pleno ejercicio de la competencia legislativa en el ámbito urbanístico conforme al bloque de constitucionalidad y legislación básica del Estado). No obstante, dada la complejidad que pretende regularse a través del referido grupo normativo, deberá de complementarse el mismo con las diversas leyes sectoriales, a las que la propia LOTAU se refiere a lo largo de su contenido regulador (en materia de aguas; minas; montes; ferrocarriles; obras públicas; contratos,...).

Entiendo que deben ser consideradas como columnas vertebrales, por su carácter general y principal, para la interpretación normativa de aquel grupo, en relación a los diversos elementos exegéticos que recoge el art. 3.1 de nuestro Código Civil, vinculados con su sistema de fuentes (art. 1.1 del mismo Texto), la Exposición de Motivos de la Ley Autonómica 2/1998 (que sorprendentemente no se recoge en el Texto Refundido del 2004, pero que ha de considerarse, pese a su aparente derogación, y a falta de otra que la sustituya en su contenido y alcance, esencial para su interpretación por conformar el espíritu jurídico que informa y explica la Ley Urbanística analizada); y la Disposición Preliminar de aquélla, que recoge una serie de conceptos o categorías urbanísticas que como la misma Ley establece, son instrumentos útiles en su hermenéutica y aplicación, delimitadores de su significado y alcance; todo ello engarzado con la base de principios operativos que a nivel urbanístico se contienen en los arts. 1 a 8, del Título I de la Ley relativo a las Disposiciones Generales.

Dentro de esta vía interpretativa de la Ley, la misma entiendo que destaca por los siguientes aspectos: 1.º) Pretende articular un conjunto coherente y trabado, de institutos, mecanismos y técnicas jurídico-urbanísticas. 2.º) Por ello, en una regulación jurídica de sintagmas como son los de la Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística en general con lo que los mismos representan. 3.º) Que se inspira en los bienes y valores jurídicos que integran nuestro orden constitucional, principalmente medioambientales (art. 45); atinentes al patrimonio histórico-artístico (art. 46); y a la vivienda y al uso racional del suelo (art. 47), de nuestra Ley Fundamental; todo ello dentro del marco de supremacía y eficacia del derecho Comunitario. 4.º) Para ello pretende cohonestar su sentido innovador según se dirá, conservando los principios y elementos que conforman el acervo común de la cultura urbanística española (tanto legislativa, leyes de 1956 y 1976; como doctrinal). 5.º) Se subrayan las distintas competencias y actividades de la Ordenación del Territorio y Urbanísticas, a desarrollar y ejecutar por la Administración Autonómica y local, como una auténtica función pública, de alcance social, que lógicamente tiene sus límites en la preservación de los derechos de los titulares del suelo (derechos de ocupación, transformación, aprovechamiento y edificación); con especial significación y respeto al principio tradicional de Autonomía local en este ámbito competencial. 6.º) El esquema de la Ordenación Territorial y Urbanística se amplía y perfecciona a través del bloque de la legalidad Urbanística (Ley y Reglamentos de desarrollo) y de los instrumentos de Planeamiento; estableciéndose nuevos instrumentos técnico-legales, como son las Normas y las Instrucciones Técnicas de Planeamiento distinguiendo dentro de las Normas el nivel funcional de ordenación-estructura y el de la detallada. Por otra parte, dentro de la previsión regulativa y jerarquizada de los Planes, se busca conseguir la redistribución competencial entre la Junta de Comunidades y los Municipios, dedicando especial atención a los pequeños municipios con escasa capacidad de gestión, proveyendo para ello la figura del planeamiento más elemental, como son los Planes de Delimitación de Suelo Urbano, complementados con la introducción de mecanismos de gestión simplificados. Ello se complementa con la regulación de los Convenios Urbanísticos, de naturaleza jurídico administrativa. 7.º) Se señala como una de las principales consecuencias de la aprobación del planeamiento, la determinación de un estatuto jurídico objetivo, propio y peculiar del suelo, que se concreta en su clasificación. Tal estatuto tiene un contenido regulativo común y diferenciado por razón de su clasificación -suelo urbano, urbanizable y rústico- y su calificación; siempre compatibilizando la función social de la propiedad con los derechos que concretan dicho estatuto, que se han de desenvolver dentro de la competencia estatal de definición de regulación de las condiciones básicas garantizadoras de la igualdad (art. 149.1.1.ª de la Ley Fundamental y Sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo). 8.º) En materia de gestión urbanística se mantiene el principio general de su configuración como actividad pública constitutiva de la función urbanística, eso sí, respetando y potenciando el principio tradicional de la intervención de la iniciativa privada. Función pública la de la gestión pública que se desarrollará en sus fases: previa de la planificación, programación (mediante el Programa de Actuación Urbanística o PAU) y urbanización, sin perjuicio de la existencia de los sistemas de ejecución simplificados, proyectos de obras ordinarias, contribuciones especiales,...) que se prevén para los municipios de dinámica urbanizadora y capacidad de gestión limitados. En la labor urbanizadora que habitualmente se desarrolla por unidades de actuación definidas por el planeamiento, destaca la novedosa figura urbanística del Agente Urbanizador privado (que actúa junto a la alternativa de la directa y principal, de la Administración Pública actuante), como forma de gestión indirecta que asume la ejecución material de la obra urbanizadora y recibe una retribución por ello; y que no impide que la ejecución se pueda realizar por los propietarios -al reconocerles la posibilidad de la aplicación del régimen especial de adjudicación preferente-, ni que los mismos queden eliminados del sistema de actuación, pues pueden permanecer en el mismo y apropiarse de las plusvalías derivadas de la legítima transformación del suelo. Con dicha figura se posibilita garantizar la ejecución del planeamiento, eliminando las trabas que pueda suponer en el desarrollo de dicha función, la dependencia de la gestión urbanística respecto de sus propietarios. Junto con la ejecución urbanística mediante unidades de actuación, la ley prevé la existencia de regímenes específicos para la ejecución de sistemas generales; ejecución mediante obra pública ordinaria (previstas para la realización de actuaciones aisladas o de complemento de la urbanización existente); y de la edificación (a través del Programa de Actuación Edificatoria o PAE). 9.º) Se potencia la función de intervención urbanística, en su singular dimensión de policía y conservación, como una política de prevención y protección de los valores atinentes al patrimonio cultural inmobiliario, tendentes a fomentar la calidad de vida y el mantenimiento de ciudades sostenibles. La Ley resalta a tal fin, por una parte, el carácter de función pública de las actividades de control, protección y disciplina urbanística, por lo que las hace de carácter obligatorio en su ejercicio, moduladas al principio de comunicación previa a la Administración urbanística competente de todo acto con relevancia territorial; y de otra parte, el principio de supletoriedad interadministrativa, cuando la Administración local no actúe (o lo haga deficientemente) en el ejercicio de sus competencias urbanísticas.

También debe destacarse, una vez subrayados los criterios exegéticos fundamentales y los rasgos de nuestra legislación urbanística, dentro de los contenidos normativos de la Ley, la existencia, explícita o implícita, de una serie de principios tradicionales y esenciales del Derecho Urbanístico que conforman unos principios hermenéuticos básicos sistematizadores que permiten integrar, aplicándolos, el sistema jurídico que la Ley define. Así, merecen significarse los siguientes principios: a) El principio de legalidad urbanística en los distintos niveles de actuación ordenadora (arts. 2.1, in fine, 17, 42, 98, 157, y 159; todos ellos de la LOTAU). b) El principio de la actividad urbanística de planeamiento, gestión, intervención y policía, como función social, delimitada por la Ley (art. 2.1 y 2 en relación con los arts. 3, 4, 5, 6 y 7, todos ellos de la LOTAU). c) La sujeción de la actividad urbanística a los principios rectores de la política social y económica de los arts. 45, 46 y 47 de la Constitución (art. 3 en relación con los arts. 4, 5 y 6 de la misma Ley). d) El principio de jerarquía normativa existente entre los instrumentos de planeamiento interdependientes (arts. 14, 17.B, 18.1, 19.1, y 20.1,..., de la Ley); y la prohibición de las reservas de dispensación en relación a los planes urbanísticos (art. 42.1.c de la Ley Autonómica); su alcance normativo; la tipifidad procedimental. e) El principio de defensa del principio de autonomía local en el ámbito de la planificación (arts. 17.B, 18.4, 20.1.j, 33.2 in fine, 34.3, 37.4, todos ellos de la Ley referida). f) El principio de obligado cumplimiento de los estandares urbanísticos (arts. 31 y 39.2 y 5, de la LOTAU). g) El principio de no indemnización de los propietarios del suelo por la ordenación del uso de los terrenos y construcciones, salvo en los supuestos definidos en la ley, o en el que se impusieran vinculaciones singulares que no deban de ser legalmente soportadas (art. 53.1 del Texto Refundido). h) El principio de distribución de beneficios y cargas urbanísticas (art. 6.1.e de la LOTAU), en relación con las técnicas urbanísticas que posibilitan su aplicación como son las áreas de reparto, arts. 70 a 75 y la parcelación urbanística, arts. 89 a 95); y el principio complementario de participación de la Comunidad en las plusvalías generadas por la acción territorial y urbanística (art. 6.1.e, de la misma Ley). i) El principio de subsidiariedad y subrogación urbanística en el ámbito de planeamiento, intervención y policía urbanística (arts. 21, 34.1, 40.2, 154, 155, 180..., de la Ley analizada).

Finalmente, y esperando que el presente prólogo, con la obra que lo desarrolla, haya cumplido su finalidad introductoria y aproximativa a la Ley, que le es propia, sólo me resta agradecer a todos los artífices de esta obra, que es nuestro Derecho Urbanístico Autonómico, su fundamental aportación y especialmente, a don Enrique SÁNCHEZ GOYANES y a don Rafael AYALA, que han auspiciado su confianza en la responsabilidad que me ha sido atribuida de prologar la misma y que no sé si he sabido materializar adecuadamente.

José Borrego López, 

Magistrado Especialista de lo Contencioso-Administrativo 
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I.  LA ARTICULACIÓN DE LAS COMPETENCIAS ESTATALES, AUTONÓMICAS Y LOCALES EN LA DETERMINACIÓN DEL ESTATUTO JURÍDICO DE LA PROPIEDAD URBANÍSTICA

1.  Introducción

1. La creación de la ciudad en cuanto ordenación de todos los terrenos desde la perspectiva de su uso por sus titulares condiciona el futuro desarrollo de la vida de los ciudadanos, al trazar el entorno determinante de un cierto nivel de calidad de vida. En nuestro sistema constitucional tal ordenación requiere de forma ineludible un ejercicio coordinado de las competencias que sobre el suelo ostentan las distintas Administraciones Públicas, con el fin de lograr un modelo territorial coherente. Desde esta perspectiva, y en el marco del art. 148.1.3.ª de la Constitución, que permite asumir a las comunidades autónomas competencias en materia de «ordenación del territorio, urbanismo y vivienda», el Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha, aprobado por la Ley Orgánica 9/1982, de 10 de agosto (BOE n.º 195, de 16 de agosto), asumió como competencia exclusiva de la Junta de Comunidades en su art. 31.1.2.º las materias de «Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda» (1) . Sobre tal ámbito competencial, el Estado sólo puede incidir a partir de sus competencias para regular las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio del derecho de propiedad y en el cumplimiento de su función social, art. 149.1.1.ª de la Constitución, la legislación civil, art. 149.1.8.ª de la Constitución, la planificación general de la actividad económica, art. 149.1.13.ª de la Constitución, la regulación de las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, la regulación de la expropiación forzosa y el sistema de responsabilidad patrimonial de la Administración Pública, art. 149.1.18.ª, así como la protección del medio ambiente, art. 149.1.23.ª de la Constitución. Competencias estatales que deben ser respetadas por la comunidad autónoma en el ejercicio de sus competencias estatutarias. Finalmente, los Municipios, en el marco de la gestión de sus intereses y en los términos establecidos por la legislación estatal y autonómica, ejercen competencias en materia de «ordenación, gestión, ejecución y disciplina urbanística; promoción y gestión de viviendas; parques y jardines, pavimentación de vías públicas urbanas y conservación de caminos y vías rurales» y «protección del medio ambiente», art. 25.2, apartados d) y f), de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (2) . Resulta necesario, por tanto, deslindar el ámbito competencial propio de cada nivel territorial.

2.  La articulación vertical en la regulación del derecho de propiedad. La amplia colaboración reglamentaria y la necesidad de una adecuada ponderación

2.1.  La reserva relativa de ley

2. La propiedad inmobiliaria, en cuanto situación jurídica subjetiva de carácter patrimonial protegida que resulta reconducible a la noción constitucional de propiedad (3) , está sometida a la reserva de ley regulada en el art. 53.1 de la Constitución. Pero, como ha corroborado la Sentencia del Tribunal Constitucional 37/1987, de 27 de marzo (4) , del propio tenor del art. 33.2 de la Constitución («de acuerdo con las leyes»), así como de la propia complejidad y variabilidad de la regulación de la utilización del suelo en atención a su específica localización desde una perspectiva urbanística, se infiere que la misma constituye una «reserva relativa de ley» (5) . Consecuentemente, el ámbito de la colaboración reglamentaria es muy amplio (6) , máxime ante la configuración del urbanismo como una materia de evidente interés local que se articula fundamentalmente a través de ordenanzas y actos administrativos de control preventivo de la utilización del suelo (7) , en los términos previstos por el art. 84 LBRL.

3. Aquí debe tenerse presente la doctrina del Tribunal Constitucional sobre la relación entre la reserva de ley y la ordenanza local, donde se admite una mayor flexibilización de dicha reserva legal en aquellas materias donde está presente un interés local. Flexibilización que permite un amplio campo a la regulación municipal en atención a un doble orden de consideraciones. En primer lugar, las ordenanzas municipales son aprobadas por el Pleno municipal -arts. 22.2.d) y 123.1.d) LBRL-, siendo éste un órgano de carácter representativo (8) . En segundo lugar, la garantía constitucional de la autonomía local establecida en los arts. 137 y 140 de la Constitución impide que la ley contenga una regulación que agote una materia donde esté claramente presente el interés local. Bastará con que la norma legal establezca los criterios mínimos de una materia, estableciendo criterios que orienten y condicionen la actuación municipal como exigencia de un adecuado equilibrio entre la reserva de ley en esta materia y la vertiente funcional de la autonomía local (9) . Desde esta perspectiva, puede afirmarse, parafraseando al Tribunal Constitucional, que lo que el legislador (estatal y autonómico) no puede hacer es renunciar «al establecimiento de toda limitación en el ejercicio de la facultad de planeamiento de las Corporaciones Locales (10) », abandonando «la función que en este campo corresponde sólo a la ley de conformidad con unas determinaciones constitucionales que no son, obviamente, disponibles para el legislador. La renuncia plena por la ley a todo encuadramiento normativo de la facultad planificadora local no se acomoda, en definitiva, con lo dispuesto en el art. 33 de la Constitución, pues esta reserva está también al servicio de la utilización racional de los recursos naturales y de la realización del derecho a una vivienda digna, así como de la igualdad de los ciudadanos».

4. Desde este planteamiento de necesaria flexibilización de la reserva de ley en materia de propiedad urbana, la integración del concreto estatuto jurídico que se proyecta sobre un determinado e individualizado terreno, de forma sintética, responde al siguiente esquema normativo. Regulación legal, abstracta y general para cualquier terreno y como determinaciones básicas en los términos que posteriormente se analizarán, conformada por el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo (BOE de 26 de junio) -en adelante TRLS-, así como por el resto de la legislación estatal sectorial que resulte de aplicación, que determinan el régimen abstracto de derechos y deberes del propietario de suelo. La legislación autonómica, constituida en este caso, fundamentalmente, por el Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística -en adelante TRLOTAU- (DOCLM n.º 97, de 21 de mayo), que concreta, desarrolla y completa el ámbito de dichos derechos y deberes, pero igualmente en el plano abstracto y general.

En un segundo escalón se sitúan los reglamentos autonómicos que desarrollan el TRLOTAU -fundamentalmente el Decreto 242/2004, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Suelo Rústico (DOCLM n.º 137, de 30 de julio); y el Decreto 248/2004, de 14 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de Planeamiento (DOCLM n.º 179, de 28 de septiembre)- siendo su incidencia diversa en la definición del estatuto jurídico de la propiedad inmobiliaria en atención a su objeto.

Finalmente, en un tercer escalón, siendo éste el más relevante en cuanto a la definición del concreto régimen de una parcela, se sitúan los instrumentos de ordenación territorial y urbanística (sean generales, sectoriales o de desarrollo), que desde su configuración como instrumentos de planeamiento establecen la planificación territorial y urbanística, organizando y definiendo el uso del territorio y del suelo de acuerdo con el interés general, arts. 3.1 TRLS, y 14.c) y 17 TRLOTAU (11) . Tales Planes organizan temporalmente la utilización del suelo, cristalizando la libertad conformadora (creativa) de la realidad atribuida a la Administración. En efecto, la actividad planificadora se caracteriza porque las normas que regulan dicha actividad administrativa en la mayoría de los casos no presentan una estructura condicional (que exige una subsunción en su aplicación), sino fundamentalmente una estructura finalista (que demanda una ponderación para la articulación de principios divergentes o contrapuestos) con una escasa densidad normativa, puesto que imponen a la Administración la consecución de fines o metas que aquélla debe perseguir en la medida de lo posible, solucionando conflictos de intereses y principios (12) , incorporando elementos de pronóstico y de valoración de resultados (13) . Y en la medida en que tales fines son cambiantes en el transcurso del tiempo, los Planes no son normas estáticas e inmutables, sino que los mismas, además de incorporar un elevado nivel de flexibilidad, deben proceder a su adecuación (innovación, revisión, y modificación, arts. 39, 40 y 41 TRLOTAU) atemperando su ordenación a las necesidades sociales cambiantes que la Administración está obligada a reflejar al regular el modelo territorial idóneo para satisfacer los intereses públicos y privados (ius variandi).

2.2.  Ponderación y desarrollo sostenible

5. La potestad de planeamiento es, por tanto, una facultad esencialmente conformadora que pretende configurar el espacio territorial al que se refiere y encauzar su desarrollo futuro según un cierto modelo que el legislador (estatal o autonómico), desde la perspectiva de su regulación abstracta y general, no puede formular sino simplemente encauzar al señalar objetivos y fines que deben intentar alcanzarse en la medida de lo posible. La ordenación a través del Plan comporta así una importante dosis de libertad de elección entre múltiples soluciones no predeterminadas, ni predeterminables de antemano por la ley. Esa flexibilidad debe traducirse, en la práctica, en la afirmación de una vinculación negativa del Plan a aquellas normas principiales. Es el Plan el que determina «libremente», atendiendo a criterios de racionalidad debidamente motivados, p.e., la anchura y trazado de los viales (14) , el que establece la concreta calificación del suelo (15) , o la concreta edificabilidad de la parcela (16) ; las dimensiones y superficies de los sectores de suelo urbanizable (17) ; la reserva de terrenos destinados a dotaciones, equipamientos y espacios libres públicos en cuantía superior a la reserva mínima (18) ; o las alineaciones (19) .

6. El TRLS incide sobre esta cuestión al precisar en su art. 3.1 que «el ejercicio de la potestad de ordenación territorial y urbanística deberá ser motivado, con expresión de los intereses generales a que sirve». Ciertamente, la exigencia de motivación del planeamiento urbanístico no es un nuevo imperativo en nuestro ordenamiento, puesto que la misma estaba ya establecida en el art. 38.1 del Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Planeamiento para el Desarrollo y Aplicación de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (BOE de 15 de septiembre) (20) , lo que exigía la racionalidad de las determinaciones del Plan, con el fin de limitar posibles arbitrariedades y supuestos de corrupción urbanística (21) , sin perjuicio de su control a través de diferentes técnicas (22) .

Esta exigencia de motivación debe conducir, en conexión con la naturaleza finalista del instrumento de planeamiento, no ya sólo a establecer un criterio de control negativo, que excluya decisiones arbitrarias o irracionales (por no superar una mínima racionalidad o carecer de la menor motivación) (23) , en el ejercicio de la planificación territorial o urbanística, sino a demandar un criterio positivo exteriorizado de ponderación de los intereses públicos y privados en presencia (24)  como contrapeso a la libertad conformadora del planificador (25) .

7. Tal ponderación requiere que el planificador identifique expresamente los intereses públicos y privados afectados, atribuya a cada uno de tales intereses de forma fundamentada la relevancia adecuada, y adopte la decisión de ordenación a partir de tales prevalencias motivadas. La ponderación, en cuanto proceso de toma de decisiones que requiere una previa identificación de los intereses efectivamente en presencia, impone un procedimiento de participación de todos los posibles afectados, lo que se articula a través de la fase de información pública [arts. 3.2.c) TRLS y 8, 36.2.a) y 38.1.b) TRLOTAU]. Pero esta participación no significa que la decisión haya de coincidir necesariamente con el interés aducido por un ciudadano o grupo de ciudadanos concretos. Tal participación tiene por objeto proporcionar elementos de juicio a la Administración, pero la adopción de la decisión corresponde necesariamente a los órganos competentes que habrán de tener en cuenta las alegaciones y sugerencias como una posibilidad entre otras. Es la Administración la que ha de decidir (resolver los concretos conflictos entre bienes e intereses contrapuestos) responsablemente a la luz de su visión global de los problemas del territorio ordenado.

8. La exigencia de la ponderación ya estaba impuesta por el art. 4.2 TRLOTAU al exigir que las decisiones adoptadas en el marco de las políticas de ordenación del territorio y de la utilización o uso del suelo deban «basarse y justificarse en una suficiente identificación y determinación de todos los intereses, públicos y privados, relevantes, así como en una adecuada y objetiva ponderación recíproca de éstos a la luz del orden constitucional, teniendo en cuenta las circunstancias de tiempo y lugar y los costes de sustitución de los usos existentes e implantación de los seleccionados». En gran medida la determinación de los intereses o fines públicos que el planificador castellano-manchego ha de tomar en cuenta a la hora de verificar su ponderación le viene impuesta normativamente (sin perjuicio de que sea dicho planificador el que atribuya la concreta relevancia -peso específico- a cada uno de ellos en atención a la realidad física de los concretos terrenos sobre los que se proyectan), en los arts. 2.3 y 10.1 TRLS y 3 a 6 TRLOTAU, vinculando así decisivamente la ponderación con el mandato del desarrollo sostenible (26) . Esta conexión resulta evidente, puesto que si el interés general que debe perseguirse en la regulación del uso del suelo es, por determinación constitucional (y de la normativa europea) (27)  su utilización racional -art. 45.2 de la Constitución- para lograr una mejora de la calidad de vida y un disfrute adecuado del medio ambiente urbano y natural, ello no puede realizarse frenando o eliminando el desarrollo económico, del que también depende la mejora de la calidad de vida y el bienestar de la población (28) .

Ciertamente, el desarrollo sostenible no es sólo una directriz política (29) , sino también hoy un principio jurídico positivizado (30) , si bien por su propio carácter principial necesitado de concreción mediante la fijación de parámetros o estándares legales (31)  que plasmen un modelo territorial que frene la «expansión urbana descontrolada» (32) , y responda a necesidades sociales reales y actuales (33) . Y esa concreción, en el Derecho territorial castellano-manchego se encomienda primordialmente a los Planes de Ordenación del Territorio (34) , en cuyo marco se articulan los Planes de Ordenación Municipal (35) .

9. Resulta razonable sostener que la exigencia de ponderación (motivación) no puede traducirse en la exigencia de ponderación explícita de cada una de las concretas e individuales determinaciones de los instrumentos de planeamiento territorial y urbanístico. Aún cuando habrá de atenderse al concreto objeto y finalidad de cada tipo de Plan, puede establecerse como regla general que la ponderación debe centrarse en la determinación de los objetivos y criterios de la ordenación del territorio, la justificación del modelo de desarrollo elegido y la descripción de la ordenación propuesta. A partir de esa ponderación para la adopción de las líneas maestras del Plan podrá inferirse la corrección y adecuación de las medidas concretas adoptadas, imbricando las mismas a partir de criterios de racionalidad y congruencia.

10. Ahora bien, no puede obviarse que también la regulación urbanística con rango de ley (estatal o autonómica) incorpora normas condicionales donde debe afirmarse la existencia, no de una vinculación negativa, sino una vinculación positiva del Plan con las normas legales, plenamente controlable por la jurisdicción contencioso-administrativa. Así, el respeto al principio de primacía de ley impide, p.e., desconocer la clasificación reglada que legalmente corresponda al suelo urbano y rústico (en su mayor parte) de conformidad con los criterios establecidos por el TRLS y el TRLOTAU; no puede imponerse la ejecución mediante una unidad de actuación en el suelo urbano consolidado si pretende dotarlo simplemente de un elemento concreto de las infraestructuras urbanísticas mediante la atribución fraudulenta de la clasificación como suelo urbano no consolidado; no puede establecer un aprovechamiento urbanístico susceptible de apropiación inferior al reconocido por la leyes o superior al previsto por el instrumento de planeamiento general; no puede modificar el régimen de los edificios fuera de ordenación relajándolo para permitir mayores obras que las legalmente previstas; ni puede imponer límites a la enajenación de determinadas dependencias (garajes) (36) .

Obviamente la primacía de ley no se predica únicamente de la normativa, estatal y autonómica, sobre suelo, sino respecto de cualquier norma sectorial con rango de ley (así, p.e., el Plan no puede permitir a determinadas industrias superar los niveles de contaminación acústica previstos) (37) . Igualmente, el Plan no puede vulnerar la regulación procesal relativa al cumplimiento del fallo de las sentencias en cuanto dimensión del derecho a la tutela judicial efectiva eludiendo su cumplimiento (38) .

3.  La articulación horizontal del derecho de propiedad

3.1.  La competencia estatal para establecer las condiciones básicas del derecho de propiedad urbanística. El alcance de la competencia autonómica para incidir sobre el derecho de propiedad urbana

11. La Disposición Final Primera, apartado 1, TRLS precisa como título competencial estatal el art. 149.1.1.ª de la Constitución para determinar las condiciones básicas de la igualdad en el ejercicio de las facultades y deberes derivados del derecho constitucional de propiedad (39) . Como ha precisado el Tribunal Constitucional, la igualdad de las posiciones jurídicas fundamentales de todos los españoles, y entre ellas el derecho de propiedad reconocido en el art. 33 de la Constitución, debe garantizarse por ley de las Cortes Generales, a tenor de los arts. 81.1 y 149.1.1.ª. Pero las leyes autonómicas, garantizada esa igualdad fundamental en la materia de que se trate por la normativa estatal, podrán también incidir en dichas posiciones jurídicas fundamentales si la comunidad autónoma ha asumido estatutariamente competencias sobre tal ámbito sectorial. La cuestión estriba, por tanto, en determinar el ámbito de una y otra norma legal en materia de regulación de la propiedad urbana a partir de la delimitación del concepto de «condiciones básicas» (40) .

12. Con carácter previo, debe precisarse que la competencia estatal derivada del art. 149.1.1.ª de la Constitución (41)  permite lograr una determinada uniformidad normativa en todo el territorio nacional, lo que permite garantizar una posición igual o común de todos los españoles, más allá de las diferencias de régimen jurídico que resultan, inexcusablemente, del legítimo ejercicio de las competencias autonómicas. Pero la competencia estatal exart. 149.1.1.º de la Constitución no permite al Estado regular el entero contenido normativo sustantivo de los derechos constitucionales, sino sus condiciones básicas que permitan la igualdad en el ejercicio del derecho para evitar una excesiva diversidad que pudiera menoscabar la entidad sustancial del derecho de que se trate. Por ello, la regulación estatal de las condiciones básicas no puede suponer una regulación completa y acabada del derecho y deber de que se trate, sino que debe dejar necesariamente un ámbito, lo que no sea condición básica, a la regulación de las comunidades autónomas. Aquí la competencia estatal debe limitarse a fijar las posiciones jurídicas fundamentales del derecho (facultades elementales, límites esenciales, deberes fundamentales, prestaciones básicas, ciertas premisas o presupuestos previos...). Este título competencial también permite al Estado regular los criterios que guardan una relación necesaria e inmediata con las condiciones básicas, tales como el objeto o ámbito material sobre el que recaen las facultades que integran el derecho; los deberes, requisitos en que ha de ejercerse un derecho; así como los requisitos indispensables o el marco organizativo que posibilitan el ejercicio mismo del derecho.

Respetando esa posición común definida por el legislador estatal a través de las condiciones básicas, cada comunidad autónoma en ejercicio de su competencia legislativa no desarrolla la normativa estatal como si fuese una legislación básica (42) . Lo que corresponde a las comunidades autónomas, en cuanto competentes en materia de urbanismo, es establecer el acabado régimen jurídico de la propiedad urbana mediante la adopción de unas normas «complementarias» (43) . Con ello podrán surgir desigualdades en la posición jurídica de los ciudadanos residentes en cada una de las distintas comunidades autónomas, sin que ello suponga una infracción de la igualdad garantizada por los arts. 14 y 149.1.1.ª de la Constitución. Y ello porque el art. 149.1.1.ª no debe ser entendido como una prohibición de divergencia autonómica, puesto que no es un título competencial horizontal, sino que únicamente permite al Estado una regulación, aunque limitada a las condiciones básicas que garanticen la igualdad, que no el diseño completo y acabado de su régimen jurídico. En consecuencia, el art. 149.1.1.ª no exige un tratamiento jurídico uniforme de los derechos y deberes de los ciudadanos en materia de ordenación territorial y urbanismo en todo el territorio del Estado, lo que sería frontalmente incompatible con la autonomía, sino, simplemente, una igualdad de las posiciones jurídicas fundamentales en el ámbito del derecho de propiedad. En todo caso, deberá tenerse presente la estructura de la norma estatal que fija las condiciones básicas del derecho de propiedad, fundamentalmente cuando defina las facultades y deberes, a efectos de precisar el ámbito de regulación remitido al legislador autonómico, determinándose, p.e., si el legislador estatal ha fijado condiciones básicas que son mínimos superables por las comunidades autónomas o máximos reducibles por la legislación autonómica o, en su caso, si no cabe dicha capacidad de actuación autonómica.

Lo que no puede regular la ley autonómica es algún elemento de tales condiciones básicas si éstas ya han sido fijadas por el legislador estatal, pero sí éste no ha fijado en concreto tal condición básica, sí podrá la norma autonómica regular dicha cuestión hasta el momento en que se apruebe la regulación estatal, instante a partir del cual quedará desplazada automáticamente por aquélla por constituir un núcleo de regulación uniforme del que ineludiblemente debe partir la regulación autonómica (44) .

13. En consecuencia, el Estado a partir del art. 149.1.1.ª, debe regular las condiciones básicas que garanticen la igualdad en el ejercicio del derecho de propiedad urbana y en el cumplimiento de los deberes inherentes a su función social, sin que faculte para incidir en la ordenación de la ciudad. Ello se traduce en la competencia para establecer una regulación que garantice la «igualdad básica» en lo que se refiere a las valoraciones y al régimen urbanístico de la propiedad del suelo (45) . En consecuencia, la competencia estatal alcanza a establecer, con un amplio margen de configuración, una determinada concepción del derecho de propiedad, la propiedad estatutaria, determinando el contenido urbanístico susceptible de apropiación por los propietarios y su valoración; determinando los presupuestos o requisitos de la propiedad urbana; determinando los deberes básicos inherentes a cada manifestación del dominio, así como determinando los límites de tal derecho de propiedad.

Ahora bien, la premisa básica, para el Tribunal Constitucional, es que las condiciones básicas han de ser «las imprescindibles o necesarias para garantizar esa igualdad, que no puede consistir en una igualdad formal absoluta», expresándose generalmente a través de «principios o reglas generales» sin que pueda prefigurar un modelo urbanístico determinado a la comunidad autónoma (46) . Lo que no permite dicho título al Estado es, por sí mismo, imponer conductas determinadas a otras administraciones públicas, dado que el destinatario de dicho título competencial es exclusivamente el ciudadano, en cuanto titular de los derechos y deberes constitucionales cuyas condiciones básicas se regulan (47) . Con toda razón se ha tildado (48)  a este razonamiento de tautológico y minimalista, puesto que, de una parte, no se definen tales condiciones básicas sino de forma muy abstracta e imprecisa y, de otra, no se comprende por qué no puede regular el Estado igualmente las consecuencias jurídicas del incumplimiento de los deberes que ha fijado como condiciones básicas. Con ello se fijan únicamente normas incompletas por el Estado que, en la práctica, pueden quedar vacías de contenido si el legislador autonómico no fija unas consecuencias frente a su incumplimiento desde la lógica del deber establecido.

14. A grandes rasgos, sin mayor precisión aquí y sin ánimo exhaustivo, puede afirmarse que el Estado, bajo la cobertura del art. 149.1.1.ª de la Constitución, puede establecer una clasificación urbanística del suelo, hoy situaciones básicas del suelo, dado que ello presenta un carácter instrumental indispensable respecto a la determinación del régimen del derecho de propiedad, al anudarse a cada una de ellas un régimen de derechos y deberes, sin que ello imponga un modelo prefigurado a las comunidades autónomas, puesto que parte de nociones basadas en la realidad (49) . Igualmente es competente el Estado para determinar el uso del suelo conforme a su destino natural y prohibir la realización con carácter general de usos edificatorios en suelo en situación básica de rural (50) . La fijación de la edificabilidad susceptible de apropiación, orientada a lograr el objetivo de participación de la sociedad en las plusvalías generadas por la actividad urbanística, art. 47 de la Constitución, permite al Estado fijar para cada tipología de suelo o para cada actuación de transformación urbanística un distinto deber de entrega (cesión) e, incluso, excluirlo en determinados tipos o situaciones de suelo, circunscribiéndolo únicamente a concretos tipos de suelo (51) . Si bien aquí debe precisarse que cuando fije el deber de entrega de aprovechamiento urbanístico, debe hacerlo no fijando una cuantía concreta e indisponible para la comunidad autónoma. Por el contrario, debe establecer un margen dentro del cual las comunidades autónomas fijen, en su caso por relación a las distintas tipologías de suelo, el concreto aprovechamiento que debe ser entregado (52) . El Estado es competente en virtud del art. 149.1.1.ª para regular la traducción económica del contenido urbanístico susceptible de apropiación privada, así como la determinación del concreto aprovechamiento que debe ser objeto de valoración a efectos expropiatorios. La exigencia de que los propietarios, para completar la transformación del suelo deban participar en un proceso de equidistribución que defina, de una parte, los aprovechamientos urbanísticos subjetivos de cada uno de los titulares, y de otra, las cargas que cada uno debe soportar, actúa igualmente como una condición de igualdad de todos los propietarios de suelo (53) . La obligación de proceder a la edificación en un plazo, determinado éste por la comunidad autónoma, responde igualmente al carácter de condición básica (54) . O, por último, también puede el Estado determinar el carácter público o privado de la actividad de ordenación territorial y urbanística y el ámbito de participación de los propietarios y de terceros (55) .

A su vez, en materia de clasificación/situación del suelo, corresponde a cada comunidad autónoma, en atención a la realidad fáctica, concretar cada tipología de suelo, pudiendo fijar y regular, a efectos de planificación o gestión, otras clasificaciones de suelo distintas y superpuestas a las situaciones básicas de suelo (56) . Es la comunidad autónoma quien debe determinar el concreto aprovechamiento urbanístico que puede ser apropiado por el titular del suelo y la concreta fórmula para su fijación (57) , así como la determinación de la Administración que debe recibir dicha participación (58) . En materia de participación de los propietarios, corresponde a la comunidad autónoma regular la concreta articulación de la acción urbanística pública con la participación o iniciativa privadas, sea del propietario o de un empresario urbanizador, mediante la determinación de los sistemas o técnicas de ejecución del planeamiento, y la regulación del paso de la situación básica de suelo rural a suelo urbanizado, así como las técnicas de equidistribución (59) . Igualmente corresponde a la comunidad autónoma regular los ámbitos de ejecución y el régimen de plazos de edificación (60) .

Desde esta perspectiva, lo que no puede regular la normativa autonómica, por constituir una condición básica del derecho de propiedad, es, p.e., el aprovechamiento urbanístico que, a los únicos efectos de la determinación del valor urbanístico de los suelos, corresponde a los terrenos destinados a sistemas generales que no tengan atribuido por el instrumento de planeamiento dicho valor. Aquí no se regula la determinación concreta del aprovechamiento urbanístico sino que lo que se pretende es cuantificar la propiedad inmueble no en términos de aprovechamiento urbanístico, sino en términos indemnizatorios para los supuestos de privación del mismo a través del ejercicio de la potestad expropiatoria por la Administración pública competente para ello (61) . Tampoco puede imponer un deber para plasmar la participación de la sociedad en las plusvalías urbanísticas cuando la norma estatal que regula las condiciones básicas ha excluido expresamente dicho deber, puesto que ello frustraría el fin igualador determinado por el ejercicio de la competencia estatal (62) .

3.2.  El carácter no fijo del ámbito competencial de las entidades locales. La garantía de la autonomía local como límite mínimo en la atribución de competencias

15. El Tribunal Constitucional ha configurado a la autonomía local como «el derecho de la comunidad local a participar a través de órganos propios en el gobierno y administración de cuantos asuntos le atañen, graduándose la intensidad de esta participación en función de la relación existente entre los intereses locales y supralocales dentro de tales asuntos o materias. Para el ejercicio de esa participación en el gobierno y administración en cuanto les atañe, los órganos representativos de la comunidad local han de estar dotados de las potestades sin las que ninguna actuación autonómica es posible» (63) . Ahora bien, dicho derecho constituye en todo caso «un poder limitado que no puede oponerse al principio de unidad estatal» (64) . Por lo que respecta al concreto ámbito del urbanismo, para el Tribunal Constitucional, «la Administración Territorial a la que el constituyente encomendó la competencia normativa en urbanismo (las comunidades autónomas, según el art. 148.1.3.ª de la Constitución, pero también el Estado, cuando resulte habilitado al efecto por otros títulos competenciales) está legitimada para regular de diversas maneras la actividad urbanística, y para otorgar en ella a los entes locales, y singularmente a los Municipios, una mayor o menor presencia y participación en los distintos ámbitos en los cuales tradicionalmente se divide el urbanismo (planeamiento, gestión de los Planes y disciplina), siempre que respete ese núcleo mínimo identificable de facultades, competencias y atribuciones (al menos en el plano de la ejecución o gestión urbanística) que hará que dichos entes locales sean reconocibles por los ciudadanos como una instancia de toma de decisiones autónoma e individualizada...» (65) . El legislador estatal ha recogido positivamente esta concepción al determinar el art. 25.3 de la Ley 7/1985 que será la ley la que determine las concretas «competencias municipales» en cada materia de conformidad con los principios consagrados en el art. 2 de la Ley 7/1985, donde se establece el derecho de las entidades locales a intervenir en cuantos asuntos afecten directamente al círculo de sus intereses mediante la atribución de las competencias que procedan en atención a las características y naturaleza de la actividad pública que deba desarrollarse.

16. Por tanto, las entidades locales deben ostentar en materia de urbanismo, en cuanto «competencia municipal natural» (66)  cuyo objeto es la ordenación, modificación y conservación de la ciudad, y por atribución legal de la comunidad autónoma, competencias relevantes en la fase de planeamiento, gestión y disciplina, mediante una reconocible participación. Pero dicha participación no implica necesariamente atribuir la competencia decisoria (aprobación definitiva) al ente local (67) , ni que las competencias atribuidas en un momento dado deban considerarse «conquistas irrenunciables» (68) . Aquí debe tomarse en cuenta, con carácter primordial, la existencia de intereses supralocales, dado que éste será el parámetro que module la exigencia de la participación local. Desde este planteamiento debe afirmarse que la regulación de los Planes de ordenación urbana se inserta en la competencia sobre urbanismo, y ésta es exclusiva de las comunidades autónomas, siendo éstas quienes determinan el nivel de participación de los Municipios en la elaboración de los instrumentos de planeamiento. El límite que la comunidad autónoma debe respetar en dicha regulación (69)  es la garantía mínima y reconocible de participación en el proceso de elaboración del planeamiento. Por ello, la norma según la cual los Municipios no tienen competencias en la fase de aprobación definitiva de un tipo determinado de Planes (sea planeamiento general sea planeamiento derivado) (70)  no resulta contraria a la autonomía local, puesto que ésta sólo obliga a que existan competencias municipales relevantes y reconocibles en la ordenación y en el planeamiento urbanístico, y tal regulación no elimina toda participación de los Ayuntamientos en el proceso de elaboración y aprobación del planeamiento cuando se les atribuya competencias esenciales en relación con el planeamiento, como pueden ser la facultad de aprobación inicial y provisional. Sólo podrá excluirse dicha participación mediante el reconocimiento de las competencias de aprobación inicial y provisional cuando el interés predominante sea supralocal, residenciando tales competencias en la propia comunidad autónoma. En tal supuesto, la garantía de la autonomía local se satisface permitiendo que la entidad local participe a través de la emisión de informes preceptivos (71) .

17. En consecuencia, las actuales competencias en materia de planificación territorial y urbanística que ostentan los Municipios castellano-manchegos tienen su fundamento en una concreta norma, el TRLOTAU. Es esta norma, desde el respeto a la autonomía local (que exige reconocer competencias significativas en cuanto afectas a sus intereses propios), la que determina el concreto alcance de la competencia de los Municipios. Por consiguiente, una modificación de dicho Texto Refundido podrá legítimamente alterar las competencias atribuidas a los Municipios, siendo ello lícito siempre y cuando respeten ese contenido mínimo que supone la autonomía local. Baste señalar, p.e, el evidente respeto a la participación en la gestión de los intereses propios en el procedimiento de tramitación de los Planes de Singular Interés, cuyo objeto es la ordenación y transformación urbanística del suelo en actuaciones de iniciativa pública de relevante interés social o económico en el ámbito regional cuya incidencia trascienda, por la magnitud, importancia o las especiales características que presenten, los límites del Municipio o Municipios en los que se asienten, pudiendo desarrollarse en cualquier clase de suelo y referirse a actuaciones de uso global residencial, terciario, industrial o dotacional. Si bien la aprobación inicial corresponde a la consejería competente en materia de ordenación territorial y la definitiva al Consejo de Gobierno, los Ayuntamientos afectados intervienen decisivamente a través de la figura del informe preceptivo no determinante, art. 33.3 TRLOTAU. El interés supralocal justifica aquí la competencia autonómica, que se extiende no sólo a la aprobación del instrumento de planeamiento, sino también a la aprobación de los instrumentos de gestión, art. 18.bis, apartado 4, TRLOTAU.

18. Por tanto, la competencia primaria para determinar el modelo de ciudad, dentro del diseño establecido por los Planes de Ordenación del Territorio, como exigencia de la autonomía local, corresponde a los Municipios a través de la figura del Plan de Ordenación Municipal. La cuestión estriba en determinar el alcance del control autonómico. El art. 37 TRLOTAU, al margen de permitir que si la consejería observa deficiencias o disiente del modelo establecido por el Plan podrá sugerir alternativas técnicas de consenso interadministrativo, limita el control autonómico en la aprobación definitiva a la concurrencia efectiva de una exigencia de política territorial o urbanística propia de la comunidad (72)  con el fin de no cuestionar «la interpretación del interés público local formulada por el Municipio desde la representatividad que le confiere su legitimación democrática», pudiendo aprobar el Plan, limitar la aprobación a ámbitos funcionales suspendiéndola respecto del resto, quedando condicionada en su caso a la mera corrección técnica de las deficiencias, o denegar tal aprobación. Cohonestando la regulación autonómica con la jurisprudencia (73) , cabe afirmar (74)  que la comunidad autónoma ejercerá un control pleno de legalidad, tanto sobre los aspectos reglados como sobre aspectos discrecionales, si bien en este último caso sólo cuando la regulación aprobada por el Ayuntamiento no guarde coherencia lógica con la realidad fáctica sobre la que proyecta. Además, la comunidad puede ejercer un control de oportunidad sólo cuando la determinación del planeamiento presente alguna conexión con el modelo territorial superior cuya competencia corresponda a la propia comunidad.

19. Con una evidente incidencia en la delimitación del posible ámbito de control autonómico, debe tenerse en cuenta aquí que en el derecho castellano-manchego del objeto de los instrumentos de planeamiento quedan excluidas las materias propias de las ordenanzas municipales de edificación y urbanización reguladas en el art. 16 TRLOTAU (75) . Las ordenanzas de edificación tienen por objeto la regulación de todos los aspectos morfológicos, incluidos los estéticos, y cuantas otras condiciones, no definitorias directamente de la edificabilidad y destino del suelo, sean exigibles para la autorización de los actos de construcción y edificación, incluidas las actividades susceptibles de autorización en los inmuebles. A su vez, las ordenanzas de urbanización tienen por objeto la regulación de todos los aspectos relativos a la proyección, ejecución material, recepción y mantenimiento de las obras y los servicios de urbanización, incluidos los criterios morfológicos y estéticos que deban respetarse en los proyectos. Lo relevante, desde esta óptica, es que, de una parte, los instrumentos de planeamiento no podrán incorporar en su articulado determinaciones propias de tales ordenanzas (76) , y de otra parte, que su aprobación corresponde exclusivamente al Ayuntamiento.

II.  LA CONCEPCIÓN ESTATURARIA DE LA PROPIEDAD

1.  El carácter estatutario de la propiedad y su consagración como derecho positivo por el TRLS. Una visión crítica desde el respeto al contenido esencial del derecho de propiedad

20. Como se ha señalado, la competencia estatal para establecer las condiciones básicas del derecho de propiedad permite al Estado, en palabras del Tribunal Constitucional, «plasmar una determinada concepción del derecho de propiedad urbana, en sus líneas más fundamentales» (77) , llegando a ejemplificarse por el propio Tribunal Constitucional como modelo tradicional en nuestro ordenamiento aquella «...que disocia la propiedad del suelo del derecho a edificar, modelo este que ha venido siendo tradicional en nuestro urbanismo...» (78) . En esencia, la denominada concepción estatutaria de la propiedad, partiendo de la necesaria función social que debe desempeñar la propiedad, puesto que el hecho urbano es una realidad colectiva y que debe ser colectivamente decidida a través de la figura del Plan urbanístico (79) , implica la negación del derecho a edificar como una facultad inherente al derecho de propiedad y previa a los instrumentos de planeamiento. Por el contrario, para dicha concepción la facultad edificatoria es otorgada por el planeamiento como expresión de la función pública que ordena la ciudad. Con dicha construcción lo que pretende explicarse es, de una parte, la disparidad de edificabilidad atribuida por unos Planes frente a otros y, dentro del mismo Plan, a unos terrenos frente a otros e incluso no asignando tal edificabilidad a determinados terrenos (80)  y, de otra parte, la facultad del planificador de variar la ordenación sin tener que reconocer una indemnización al propietario afectado por una ordenación más restrictiva.

21. Dicha concepción dogmática, mayoritaria en la doctrina (81)  y en la jurisprudencia (82) , hoy encuentra su reconocimiento expreso en el art. 7 TRLS, donde se afirma que el «régimen urbanístico de la propiedad es estatutario y resulta de su vinculación a concretos destinos». De ahí se deriva que «la previsión de edificabilidad por la ordenación territorial y urbanística, por sí misma, no la integra en el contenido del derecho de propiedad del suelo». Por el contrario, la incorporación de la facultad de edificación al derecho de propiedad (patrimonialización) requiere «la realización efectiva (de la edificación) y está condicionada en todo caso al cumplimiento de los deberes y al levantamiento de las cargas propias». Dicha previsión debe ponerse en relación necesaria con el art. 3 TRLS, donde se configura a la ordenación territorial y urbanística como «funciones públicas... que organizan y definen el uso del territorio y del suelo de acuerdo con el interés general, determinando las facultades y deberes del derecho de propiedad del suelo conforme al destino de éste». Ese carácter exógeno de la facultad edificatoria implica que la determinación de las concretas facultades y deberes de un terreno, aun cuando no incorpore la facultad edificatoria, «no confiere derecho a exigir indemnización».

22. Esta concepción arranca de la Ley del Suelo de 1956 (83) , si bien ello debe matizarse. En efecto, su art. 61 determinaba que «las facultades del derecho de propiedad se ejercerán dentro los límites y con el cumplimiento de los deberes establecidos en esta ley, o, en virtud de la misma, por los Planes de ordenación, con arreglo a la calificación urbanística de los predios», mientras que el art. 70.1 sentaba la regla general de que «la ordenación del uso de los terrenos y construcciones... no conferirá derecho a los propietarios a exigir indemnización, por implicar meras limitaciones y deberes que definen el contenido normal de la propiedad según su calificación urbanística», articulada a través de la triple clasificación del suelo en urbano, de reserva urbana y rústico. Lo relevante es que dicha ley reconocía a toda clase de terrenos, sin excepción, la facultad de edificar, atribuyendo directamente al suelo rústico una edificabilidad mínima de 1 m³/5 m² (0,2 m³/m²), art. 69.1, si bien en el suelo rústico que debiese ser objeto de conservación y defensa su uso estaba circunscrito a los aprovechamientos y explotaciones de que fueran naturalmente susceptibles, 69.2. A su vez, en el suelo urbano y de reserva urbana la edificabilidad sería la que fijase el Plan. Ello sin perjuicio de que la misma estuviese condicionada, en el caso del suelo urbano, a que el terreno adquiriese la condición de solar, art. 67.1, y debiese ser edificado en determinados plazos, art. 67.3.b). Y en el suelo de reserva urbana a que el mismo fuese urbanizado, art. 68. Sólo cuando la ordenación de los terrenos, con independencia de su clasificación, fijase un aprovechamiento inferior a 0,2 m³/m² debería otorgarse una indemnización por la reducción del aprovechamiento.

Esta incipiente concepción estatutaria se consolida en el Texto Refundido de 1976 (84) , al determinar el art. 76 que «las facultades del derecho de propiedad se ejercerán dentro de los límites y con el cumplimiento de los deberes establecidos en esta ley o, en virtud de la misma, por los Planes de ordenación, con arreglo a la clasificación urbanística de los predios». A su vez, el art. 87.1 enunciaba el principio general de que «la ordenación del uso de los terrenos y construcciones... no conferirá derecho a los propietarios a exigir indemnización, por implicar meras limitaciones y deberes que definen el contenido normal de la propiedad según su calificación urbanística», estando ésta articulada a través de la clasificación en suelo urbano, suelo urbanizable, programado y no programado, y suelo no urbanizable, común y de especial protección. No se reconoce ahora expresamente una edificabilidad para el suelo no urbanizable y para el suelo urbanizable no programado, si bien se permite realizar en ellos con carácter general las construcciones aisladas destinadas a las explotaciones agropecuarias que guarden relación con la naturaleza y destino del terreno y, excepcionalmente, edificaciones aisladas destinadas a vivienda cuando no pueda formarse un núcleo de población, art. 85.1. A su vez, el suelo urbano sigue teniendo patrimonializada la edificabilidad reconocida por el Plan, si bien limitada su efectividad a que el terreno reúna la condición de solar, art. 83.1, debiendo ser edificado en determinados plazos, art. 83.3. Finalmente, el suelo urbanizable programado, que tiene también patrimonializada la edificabilidad reconocida por el Plan, se encontraba limitado a no poder ser urbanizado sin que previamente se haya aprobado el correspondiente instrumento de planeamiento de desarrollo.

Tras la vigencia de la Constitución de 1978, el Texto Refundido de 1992 (85)  afirmaba, como premisa fundamental, art. 5, que «la función social de la propiedad delimita el contenido de las facultades urbanísticas susceptibles de adquisición y condiciona su ejercicio», estableciéndose de forma consecuente, art. 8, que «la utilización del suelo y, en especial, su urbanización y edificación, deberá producirse en la forma y con las limitaciones que establezcan la legislación de ordenación territorial y urbanística y, por remisión de ella, el planeamiento, de conformidad con la clasificación y calificación urbanística de los predios». Se reiteraba la regla general, art. 6, de que «la ordenación del uso de los terrenos y construcciones no confiere derechos indemnizatorios, salvo en los supuestos que la ley define», articulándose una triple clasificación en suelo urbano, urbanizable programado y no programado, y no urbanizable, común y de especial protección. Continúa la falta de reconocimiento expreso de una edificabilidad para el suelo no urbanizable y para el suelo urbanizable no programado, si bien se permite realizar en ellos con carácter general las construcciones aisladas destinadas a las explotaciones agropecuarias que guarden relación con la naturaleza y destino del terreno y, excepcionalmente, edificaciones aisladas destinadas a vivienda cuando no pueda formarse un núcleo de población, art. 16, no pudiendo destinarse tales suelos a «fines distintos del agrícola, forestal, ganadero, cinegético y, en general, de los vinculados a la utilización racional de los recursos naturales», art. 15. Sólo en el suelo no urbanizable de especial protección «estará prohibida cualquier utilización que implique transformación de su destino o naturaleza, lesione el valor específico que se quiera proteger o infrinja el concreto régimen limitativo establecido» por el planeamiento territorial o urbanístico, art. 17. A los propietarios de suelo urbanizable programado y suelo urbano se les reconoce el derecho a urbanizar, en su caso, el derecho al aprovechamiento urbanístico y el derecho a la edificación, art. 23.

Finalmente, la Ley 6/1998 determina como objeto de la misma, art. 1, el «definir el contenido básico del derecho de propiedad del suelo de acuerdo con su función social, regulando las condiciones que aseguren la igualdad esencial de su ejercicio en todo el territorio nacional». Para ello se determina, art. 2.1, que «las facultades urbanísticas del derecho de propiedad se ejercerán siempre dentro de los límites y con el cumplimiento de los deberes establecidos en las leyes o, en virtud de ellas, por el planeamiento con arreglo a la clasificación urbanística de los predios». Se reitera la regla general, art. 2.2, de que «la ordenación del uso de los terrenos y construcciones establecida en el planeamiento no conferirá derecho a los propietarios a exigir indemnización, salvo en los casos expresamente establecidos en las leyes», articulándose una triple clasificación del suelo en urbano, consolidado y no consolidado, urbanizable, sectorizado y no sectorizado, y no urbanizable, común y de especial protección. No se reconoce ahora expresamente una edificabilidad para el suelo no urbanizable y para el suelo urbanizable no programado, precisándose ahora simplemente, art. 20.1, que sus propietarios tenían el «derecho a usar, disfrutar y disponer de su propiedad de conformidad con la naturaleza de los terrenos, debiendo destinarla a fines agrícolas, forestales, ganaderos, cinegéticos u otros vinculados a la utilización racional de los recursos naturales, y dentro de los límites que, en su caso, establezcan las leyes o el planeamiento». Era, por tanto, la legislación autonómica la que debía precisar los usos autorizables en tales suelos. Con carácter excepcional se permite en el suelo no urbanizable común «actuaciones específicas de interés público». A su vez, el suelo urbano sigue teniendo patrimonializada la edificabilidad reconocida por el Plan, si bien limitada su efectividad a que el terreno reúna la condición de solar, art. 13, debiendo ser edificado en determinados plazos, art. 14.2.f). Finalmente, el suelo urbanizable, que tiene también patrimonializada la edificabilidad reconocida por el Plan cuando se haya sectorizado, se encontraba limitado a no poder ser edificado sin previamente haber completado la urbanización. A su vez, se reconocía como facultad del propietario de suelo urbanizable no sectorizado el derecho a promover su sectorización.

23. Como pone de relieve este rápido análisis del Derecho derogado y el Derecho vigente, puede apreciarse, a pesar en su caso de las diferencias nominalistas, una línea de continuidad basada en la idea, o al menos en la interpretación que de esta normativa ha efectuado la doctrina mayoritaria, de que la regulación de la función social de la propiedad permite excluir (disociar) el ius aedificandi del contenido ordinario de la propiedad, siendo ésta una facultad exógena y artificial que otorga libremente el Plan de urbanismo, previo el cumplimiento de una serie de deberes. Desde esta perspectiva es la clasificación y la calificación urbanística del suelo determinada por el planeamiento (norma reglamentaria en el marco de la ley y de la fijación de las situaciones básicas de suelo) la que determina el contenido del derecho y los deberes de los propietarios del suelo. Obviamente esta diversidad de estatutos jurídicos de la propiedad es susceptible de generar una desigualdad entre los propietarios de suelo en función de la decisión adoptada por la Administración no sólo entre suelos diferentemente clasificados, sino también entre suelos de la misma clasificación pero con diferente calificación. Esta desigualdad se limita en los suelos sometidos a actuaciones de urbanización (suelos en situación básica rural objeto de transformación, suelo urbanizable sectorizado) mediante el reconocimiento del principio de equidistribución, art. 8.1.c) TRLS, y en toda clase de suelo mediante la motivación del planeamiento en atención al interés general al que responde, art. 3.1 TRLS. En definitiva, la consecuencia última de esta construcción confiere al instrumento de ordenación la capacidad «soberana» de establecer el estatuto jurídico de cada propiedad individualizada en función de la clasificación y calificación otorgada (la lotería del planeamiento), ante la amplia discrecionalidad reconocida al Plan.

24. No obstante esta concepción y su plasmación en el TRLS puede ser objeto de crítica, tanto desde una perspectiva interna a la misma como desde una perspectiva externa a ella. En primer lugar, y desde una perspectiva interna a la propia concepción estatutaria, debe afirmarse, de una parte, que el suelo urbano sí tiene atribuida ex ante dicha facultad edificatoria, sin que ello pueda ser desconocido por el Plan, sin perjuicio de que pueda modularla. De otra parte, la concreta edificabilidad atribuida por el instrumento de planeamiento sí se integra en el contenido de la propiedad con anterioridad a la materialización de la edificación. En efecto, aquí la clasificación como suelo urbano no es una opción libre para el planificador, sino que la misma es reglada (86)  en atención a la realidad preexistente de la transformación urbanística del terreno (servicios urbanísticos) y su integración en la malla urbana, a tenor de los arts. 12.3 TRLS y 45 y 48.2 TRLOTAU. A todo suelo urbano el Plan debe reconocerle una determinada edificabilidad que forma parte del contenido de dicho derecho incluso antes de su materialización, sin perjuicio de que la determinación de la calificación concreta impida su materialización y deba ser objeto de equidistribución o expropiación. Por ello se reconoce al propietario de suelo urbano el derecho a realizar las edificaciones permitidas por el Plan, arts. 6.d), y 8.1.b) TRLS y 69 TRLOTAU. Y la concreta edificabilidad que le reconoce el Plan se incorpora a su patrimonio aún cuando no haya sido materializada la edificación, como se observa claramente en el art. 24.1 TRLS, donde la valoración del suelo urbanizado que no esté edificado se realiza mediante el método residual a partir de la edificabilidad y uso atribuido por el Plan o, en su defecto, a partir de la edificabilidad media y uso mayoritario de los terrenos circundantes (87) . Cuestión distinta es la «medida» (quantum) de esa facultad edificatoria respecto de la que el Plan, ahora sí, goza de «libertad».

25. En segundo lugar, y desde una perspectiva externa, cabe realizar otra interpretación que, sin menoscabar la función social que la propiedad urbana debe satisfacer en cuanto recurso natural escaso que ha de servir de soporte a un medio ambiente adecuado y garantizar el derecho a una vivienda digna a todos los ciudadanos, dote de sentido a las facultades del propietario afirmando que la facultad edificatoria sí forma parte del contenido esencial del derecho de propiedad, que podrá ser delimitado por su función social (88) . Esta lectura también puede efectuarse tanto del TRLS como del TRLOTAU. En efecto, el contenido esencial del derecho de propiedad incorpora tanto la facultad de goce y aprovechamiento -utilidad meramente individual en tanto que rentabilidad para el propietario- como la facultad de disposición (89) . Y esa facultad de goce debe identificarse, sin lugar a dudas, con la facultad de uso del terreno que resulte conforme a su naturaleza, lo que es reconocido por los arts. 8 TRLS y 50.1.1 TRLOTAU. Y dentro de la facultad de uso debe considerarse incluida, de forma natural, la capacidad del propietario de erigir construcciones que resulten conformes con dicha naturaleza, no así cualquier tipo de construcción. Aquí debe destacarse que el propio Tribunal Constitucional reconoce que la facultad edificatoria es «el eje mismo de esta manifestación del dominio», mientras que la Exposición de Motivos (IV) del TRLS afirma sin ambages que «si bien la edificación tiene lugar sobre una finca y accede a su propiedad -de acuerdo con nuestra concepción histórica de este instituto-, por lo que puede asimismo ser considerada como una facultad del correspondiente derecho». Ciertamente de esa facultad edificatoria debe diferenciarse la facultad de urbanizar, entendida ésta como la ejecución de las obras públicas que conforman la red de dotaciones y servicios propios de los núcleos de población, y que queda extramuros del contenido esencial del derecho propiedad, art. 6.a) TRLS, sin perjuicio de que su costeamiento o, en su caso, su ejecución directa sea impuesta al propietario como un deber derivado de la función social de la propiedad (90) .

26. Desde esa premisa, resulta evidente que existen dos tipos de suelo en atención a los usos susceptibles de ser albergados conforme a su naturaleza: los suelos que albergan o pueden albergar el hecho urbano (en sentido amplio) y los suelos que presentan unos valores, naturales o artificiales, incompatibles con el hecho urbano. Evidentemente, la propiedad en los suelos susceptibles de albergar el hecho urbano incorpora, como manifestación de la facultad de uso, el derecho del propietario a erigir una construcción. Pero ello no significa que dicha facultad permita a todo propietario realizar el mismo tipo de edificación, sino que la misma deberá ser acorde con la naturaleza del terreno. Dentro de esta tipología de suelo, y en la medida en que debe distinguirse entre el suelo ya transformado urbanísticamente y el suelo susceptible de serlo, esté prevista ya su futura transformación o no impedida de forma absoluta en un futuro (91) , el legislador estatal, razonablemente, distingue dos manifestaciones de esa facultad edificatoria. En el suelo urbanizado y el suelo rural «transitorio», los arts. 6.d), y 8.1.b) TRLS (92)  reconocen la facultad de erigir aquellas construcciones propias del hecho urbano, que el art. 8.1.b) TRLS identifica con aquellas que legalmente tengan la consideración de edificación, en su caso previa realización por el sujeto competente de las obras de urbanización. El suelo rural «transitorio» mientras no se hayan ejecutado las obras de urbanización y el suelo rural «de reserva», incorporan la facultad de erigir aquellas construcciones propias de la explotación «natural» (agrícola, forestal, ganadera, cinegética...etc.), que el TRLS identifica, incorrectamente, con aquellas que legalmente no tengan la consideración de edificación (93) , arts. 8.1.a) y 13.1 TRLS, precisando la legislación autonómica (94)  que tales construcciones han de tener carácter agrícola, ganadero, forestal, extractivo y, excepcionalmente, cuando estén permitidos por el planeamiento, los industriales, residenciales unifamiliares, turísticos y de equipamientos públicos.

En los suelos que presentan unos valores, naturales o artificiales, incompatibles con el hecho urbano, el derecho de uso no incorpora la facultad de erigir construcciones propias de un asentamiento urbano, sino únicamente el de aquellas construcciones vinculadas de manera directa con el uso natural permitido por la normativa que otorga protección al suelo, por lo que en la mayoría de los supuestos, p.e., quedará excluida la construcción de edificaciones destinadas a usos residenciales (95) , pudiendo admitirse incluso que la conservación del terreno excluya cualquier uso que requiera la realización de una construcción o edificación.

La consideración del derecho a edificar como integrante previo del derecho de propiedad no impide que la ley y el Plan puedan delimitarlo, estableciendo, p.e., superficies mínimas en cada clase de suelo, imponiendo la previa realización de deberes urbanísticos. Por el contrario, ello resulta posible en los términos del art. 33.2 de la Constitución, si bien previa ponderación de los intereses en presencia.

26. La integración en el contenido esencial del derecho de propiedad de la facultad de erigir aquellas construcciones que sean compatibles con la naturaleza del suelo, se confirma con la regulación de los criterios de valoración a efectos expropiatorios contenidos en el art. 22 y ss., TRLS. Ciertamente el art. 7.1 TRLS prevé que la patrimonialización de la edificabilidad, esto es, la incorporación al patrimonio del propietario del valor de la edificación, sólo se producirá una vez erigida ésta. Este dato permite diferenciar (disociar, ahora sí) entre la facultad de edificar, como facultad abstracta que sin duda puede ser delimitada en atención a la función social de la propiedad, pero que sí se integra en el contenido del derecho de propiedad como manifestación de la facultad de uso, y la patrimonialización de una determinada edificabilidad a efectos de su indemnización frente a actuaciones administrativas (expropiación o responsabilidad patrimonial) que constituye una expectativa hasta su efectiva realización. Por ello, resulta ajustada la previsión del art. 23.TRLS, que excluye como factor a computar en la valoración del suelo rural el valor de la edificabilidad atribuida por la ordenación territorial o urbanística si no ha sido efectivamente materializada, en cuyo caso, art. 22.3 TRLS, las edificaciones y construcciones erigidas sobre suelo rural se valorarán con independencia del suelo cuando sean conformes con su destino natural y ajustadas a la legalidad aplicable a la parcela. Esa pertenencia al contenido del derecho de propiedad de la facultad edificatoria explica, igualmente, la previsión del art. 25 TRLS, puesto que la indemnización por la privación de la facultad de participar en una actuación de nueva urbanización en los suelos rústicos «transitorios» sólo se justifica conceptualmente si se considera que se ha privado al propietario, no del valor de la edificabilidad atribuida al suelo urbanizable sectorizado, sino de su facultad edificatoria.

27. El resultado final es similar al pretendido por el TRLS al acoger expresamente la concepción estatutaria (definición legal y reglamentaria de la propiedad), pero refuerza la posición del derecho de propiedad en cuanto derecho fundamental de rango constitucional cuyo contenido esencial debe imponerse al legislador y permite situar en su lugar a la capacidad delimitadora de la función social. Ciertamente esa función social a la que debe responder la propiedad urbana podrá delimitar el contenido (facultades y derechos) de la propiedad, pero no definir su contenido esencial.

2.  Las situaciones básicas de suelo y su articulación con la clasificación urbanística del TRLOTAU

28. En la legislación estatal precedente, la determinación del régimen legal y reglamentario del suelo se realizaba a partir de la clasificación y la calificación atribuidas por el instrumento de planeamiento, en la medida en que eran éstas las que atribuían a un terreno un concreto régimen de derechos y deberes (96) . Por el contrario, el TRLS, como reconoce su Exposición de Motivos, apartado II, formalmente pretende no regular una técnica específicamente urbanística como es la clasificación del suelo, dada la falta de competencia estatal sobre un ámbito típicamente urbanístico. Se precisa que se rechaza establecer una clasificación urbanística, técnica que se valora muy negativamente, con la finalidad confesa de no «prefigurar el modelo urbanístico» autonómico (97) . Desde esta posición el TRLS establece en su art. 12, simplemente, dos situaciones básicas en las que se encontrará el suelo, suelo urbanizado y suelo rural, que se articulan a partir de la situación fáctica real en que se encuentra el suelo, no en función de las previsiones del planeamiento.

29. Ante este aparente nominalismo, debe afirmarse que el establecimiento de «situaciones básicas del suelo» a partir de si el suelo está o no transformado e integrado en la trama urbana constituye, simplemente, una nueva clasificación del suelo con trascendencia urbanística articulada en torno a dos tipos de suelo (98) . Y ello porque ciertamente el art. 7.1 TRLS anuda el régimen estatutario (definición legal y reglamentaria de derechos y deberes) de la propiedad a los concretos destinos de conformidad con lo establecido por la legislación de ordenación territorial y urbanística. Pero el régimen jurídico que corresponda a tales terrenos en función de su vinculación a concretos destinos establecidos por la legislación autonómica (fundamentalmente) se encuentra predeterminado por el contenido del derecho de propiedad (facultades, deberes y cargas), establecido en los arts. 8 y 9 TRLS. Allí se establece un elenco de derechos y deberes que se proyectan sobre cada clase o situación de suelo (y ello sin perjuicio de que alguno de tales derechos o deberes sea común para ambas clases de suelo, así como que los mismos deban ser cumplidos por el propietario o por el promotor, si tal posición jurídica no coincide en el mismo sujeto) y a tal clase o situación de suelo se anuda un criterio de valoración diferenciado establecido en los arts. 23 y 24 TRLS (99) .

En consecuencia, no cabe sino afirmar que el TRLS establece una clasificación urbanística de suelo, ciertamente por referencia a un principio inspirador distinto como es la situación fáctica del suelo, que se impone a las comunidades autónomas en cuanto condiciones básicas del derecho de propiedad establecidas en virtud del art. 149.1.1.ª de la Constitución. Esa finalidad instrumental de la determinación de situaciones básicas del suelo en cuanto elemento que garantiza las condiciones básicas del derecho de propiedad, exige su correspondiente equivalencia en las clasificaciones reguladas por la legislación autonómica. Ésta podrá seguir manteniendo una clasificación urbanística articulada en torno a tres tipos de suelo, con independencia de su denominación y subclases de suelo que establezca, pero deberá reconducirse cada uno de ellos a la tipología estatal y al régimen estatutario diseñado por el legislador estatal con carácter básico en los arts. 8, 9, 10, 12, 13 y 14, conforme a la Disposición Final primera, apartado 1, TRLS. Los requisitos establecidos por el legislador estatal para ubicar un suelo en una u otra situación básica deben reputarse mínimos, en el sentido de que ni se precisa cuándo han de considerarse cumplidos aquellos requisitos mínimos, ni se impide que aquellos requisitos se complementen al alza por cada comunidad autónoma (100) .

30. El TRLOTAU articula el régimen de deberes y facultades del derecho de propiedad a través de la técnica de la clasificación y la calificación urbanística en su art. 6.2.a). La clasificación urbanística consiste en la vinculación de un suelo a un régimen legal (derechos y deberes), existiendo dentro de cada clase de suelo distintas categorías donde tales derechos y deberes son modalizados, mientras que la calificación consiste en la asignación de usos (globales y pormenorizados) a los terrenos. El problema se traslada, por tanto, a la determinación de la equivalencia autonómica de las clases de suelo con las situaciones de suelo estatales.

31. El TRLS configura dos tipos o situaciones de suelo, tanto a efectos valorativos como a efectos de determinar los derechos y cargas de la propiedad: el suelo urbanizado y el suelo rural. En consecuencia, la clasificación y categorización en el TRLOTAU no responde a unas previsiones básicas de la legislación estatal, sino que tiene su razón de ser exclusivamente en el criterio urbanístico establecido por el legislador autonómico. Ahora bien, la existencia de dos situaciones básicas de suelo en el TRLS y de una triple tipología en la clasificación del suelo en el TRLOTAU, a las que se anuda un régimen de derechos y deberes diversos no supone una infracción del principio constitucional de igualdad (101) . La diversidad del régimen estatutario de la propiedad derivado de su clasificación no trata de forma desigual a los propietarios de suelo en razón de sus condiciones personales o sociales para anudar a ello consecuencias jurídicas diferenciadoras. Por el contrario, se establecen distintas regulaciones objetivas y abstractas de la propiedad del suelo al margen de toda condición o circunstancia personal o social. Obviamente, el legislador castellano-manchego podrá, en el futuro, prescindir de la categorización dentro de las tres clases de suelo e, incluso, abandonar la trilogía clasificatoria tradicional en nuestro derecho urbanístico desde 1976, asumiendo simplemente las dos «situaciones» de suelo urbanizado y suelo rural o introduciendo categorizaciones dentro de ellas, mantenga dicha denominación o utilizando otra alternativa. Pero hasta que esa adaptación se produzca, debe realizarse una integración de la legislación estatal y la legislación autonómica con el fin de clarificar el régimen de cada una de las clases de suelo recogidas en el TRLOTAU, dado que la regulación de las situaciones básicas de suelo y el régimen jurídico anudado a cada una de ellas en el TRLS tienen el carácter de condiciones básicas de la igualdad en el ejercicio del derecho constitucional de propiedad, a tenor de su Disposición Final primera, apartado 1.º.

32. Resulta evidente que el suelo urbano consolidado, a tenor de su regulación en los arts. 45.2 y 48.2.a) TRLOTAU, debe configurarse como un suelo urbanizado en los términos del art. 12.3 TRLS. En efecto, en el TRLS el suelo urbanizado parte de la realidad de un dato fáctico, la integración del suelo en la trama urbana a partir de su conexión en la red de dotaciones y servicios propios de los núcleos de población, sin necesidad de realizar en su caso más obras que las de conexión de las parcelas a las instalaciones existentes y en funcionamiento. A su vez, el suelo urbano consolidado en el TRLOTAU está conformado por aquel suelo integrado en la trama urbana transformado por la efectiva realización de la urbanización, lo que se manifiesta en la presencia de un acceso rodado donde la calzada esté pavimentada con aceras encintadas y alumbrado público, en el abastecimiento de agua y la evacuación de aguas residuales, y en el suministro de energía eléctrica, en condiciones de pleno servicio para las edificaciones ya existentes y las que puedan ser realizadas de conformidad con las prescripciones de las Normas Técnicas del Planeamiento Urbano y del Plan de Ordenación Municipal. Ello no implica identificarlo con el suelo que tenga la consideración de solar (102) , dado que nos encontraremos en suelo urbano consolidado aún cuando queden pendientes determinadas obras de urbanización para que la parcela adquiera la condición de solar o todavía no se haya procedido a la cesión de los suelos públicos ante una alteración de alineaciones, art. 45.1.A.a) TRLOTAU. Lo relevante aquí es que tales obras de urbanización deben tener el carácter de «complementarias» o «mínimas», permitiendo una vez realizadas que la parcela adquiera la condición de solar, por lo que no deben cuestionar la suficiencia y adecuación de la prestación de servicios a la parcela, dado que la «ciudad está terminada». Cuestión distinta es que sobre tal suelo urbano consolidado se pretenda, no dotarlo de infraestructura urbanística en su conjunto, sino de un elemento concreto de aquélla, lo que será posible a través de una actuación aislada dado que ello no afecta a su carácter consolidado.

La transformación depende aquí, por tanto, de la efectiva y real integración en la red existente de dotaciones y servicios públicos, por lo que no bastará la simple colindancia con una zona urbanizada, siendo necesaria la prueba de la suficiencia y pleno servicio de las redes y dotaciones. Por ello, aun cuando es cierto que el Plan de Ordenación Municipal debe efectuar un «juicio sobre dicha consolidación de la urbanización», su determinación no responde a una facultad discrecional sino reglada, sin perjuicio del margen de apreciación y oportunidad del Plan para determinar la suficiencia de tales servicios, arts. 24.1.b) y 45 TRLOTAU.

33. En cuanto al suelo urbano no consolidado, en los Municipios con planeamiento el art. 45.3 TRLOTAU configura como tal a todo suelo urbano que no pueda reputarse consolidado por presentar una urbanización completa y adecuada. En concreto se establece una doble tipología de suelo urbano no consolidado. En primer lugar, aquellos suelos cuya urbanización no sea «adecuada» y deba procederse a su reurbanización o a realizar una actuación de renovación urbana (103) , así como aquellos suelos donde se establezca una nueva ordenación que atribuya un aprovechamiento objetivo superior a la edificabilidad preexistente materializada legalmente. En ambos supuestos, su gestión requiere proceder a la necesaria equidistribución, bien mediante la delimitación de la correspondiente unidad de actuación, bien, en su caso, mediante transferencias de aprovechamiento urbanístico. En segundo lugar, el suelo urbano no consolidado es aquel suelo urbano que no está transformado, o al menos no en su totalidad, por la urbanización pero presenta la existencia de edificaciones en áreas que supongan al menos las dos terceras partes del espacio servido efectiva y suficientemente por las redes de servicios y se encuentren delimitadas, bien por Zonas de Ordenación Urbanística, bien por núcleos de población. En este supuesto debe tenerse en cuenta que la delimitación de los espacios aptos para la edificación ha de ser la que expresa y específicamente determine el Plan de Ordenación Municipal. El límite que aquí tiene el Plan de Ordenación Municipal es no poder dibujar áreas que no estén consolidadas por la edificación en al menos sus dos terceras partes, porque su finalidad no es crear una urbanización, sino consolidarla en los entramados que el Plan señale, lo que exige que tal suelo esté integrado en la trama urbana (zonas de ordenación urbanística) del casco urbano principal o forme un núcleo aislado. En consecuencia, esa delimitación del ámbito de suelo urbano no consolidado por la urbanización debe responder a criterios de lógica configuración urbanística, permitiendo que la delimitación de las unidades de actuación a través de las que debe producirse su ejecución pueda garantizar el cumplimiento de los deberes legales y la distribución equitativa de los beneficios y cargas que conlleva la ejecución del planeamiento.

En los Municipios sin Plan de Ordenación Municipal, el Plan de Delimitación del Suelo Urbano, art. 48 TRLOTAU debe calificar como suelo urbano de reserva (no consolidado), a los terrenos inmediatamente contiguos a los clasificados como urbanos consolidados, que estén servidos por las redes de los servicios y queden comprendidos en áreas de tamaño análogo al medio de las manzanas del suelo urbano consolidado colindante, cuya delimitación, además de evitar en lo posible la formación de travesías en las carreteras, deberá ser proporcionada a la dinámica urbanística del Municipio y especificar y localizar a través de la correspondiente ordenación detallada la reserva de al menos un tercio de su superficie para viario y dotaciones.

A tenor de esta regulación del TRLOTAU pudiera pensarse, en una primera aproximación, que debería ser conceptuado como suelo rural «transitorio», a partir de una interpretación conjunta con los arts. 12 y 14 TRLS, dado que en dicha clase de suelo resulta necesaria la realización de una actuación de transformación urbanística (bien sea una actuación de urbanización de reforma o renovación, bien una actuación de dotación), ya que se trataría de suelo urbano no consolidado por la urbanización sino por la edificación en sus dos terceras partes o de un suelo urbano que cuenta con una urbanización «deficiente» no apta para prestar un pleno servicio a las edificaciones existentes o a las que se hayan de construir (104) . Sin embargo dicha interpretación no puede ser aceptada. En efecto, la situación de suelo urbanizado contemplada en el art. 12.3 TRLS parte de la realidad de un dato fáctico, la integración del suelo en la trama urbana a partir de su conexión en la red de dotaciones y servicios propios de los núcleos de población. Ciertamente el suelo urbano no consolidado recibe dicha categorización porque se trata de un suelo urbano que presenta dicha integración en la malla urbana, si bien las dotaciones y servicios son inadecuados, requieren su renovación, mejora o ampliación, o su incremento para compensar una mayor edificabilidad, requiriendo en consecuencia la ejecución de una actuación de transformación urbanística. Pero la realización de tales actuaciones de transformación urbanística reguladas en el art. 14 TRLS no asigna al suelo la condición de rural, ni siquiera con carácter transitorio. La ley ha realizado una regulación independiente de las actuaciones de transformación urbanística y las situaciones de suelo, sin perjuicio de conexión con las condiciones básicas del estatuto de la propiedad (105) . Las actuaciones de urbanización que tengan por objeto la reforma, mejora o rehabilitación de la urbanización ya existente se configuran expresamente por el art. 14.a).2 TRLS como propias de un suelo urbanizado (106) , por lo que como tal debe ser configurado el suelo urbano no consolidado por carecer de urbanización consolidada al requerir la existente su renovación, mejora o rehabilitación. Configuración que expresamente se confirma en materia de valoración por el art. 24.3 TRLS, donde se precisa que los suelos sometidos a actuaciones de reforma o renovación de la urbanización se han valorar como suelo urbanizado, si bien tomando en consideración únicamente los usos y edificabilidades atribuidos por el planeamiento con carácter previo a la actuación de transformación urbanística. A su vez, las actuaciones de dotación que tengan por objeto incrementar las dotaciones públicas de un ámbito para reajustar su proporción con la mayor densidad o edificabilidad o con los nuevos usos otorgados por la nueva ordenación urbanística se proyecta exclusivamente sobre suelos urbanizados (107) , a tenor del art. 14.b) TRLS. Por tanto, debe concluirse que el suelo urbano no consolidado regulado en el TRLOTAU ha de ser considerado como suelo urbanizado, sin perjuicio de que en su valoración a efectos expropiatorios deban deducirse los costes de la urbanización pendiente

34. El suelo urbanizable con Programa de Actuación Urbanizadora aprobado, se define en los arts. 24.1.c), 46 y 68 TRLOTAU como aquel suelo que se encuentra integrado en un sector que debe ser desarrollado mediante la realización de una actuación de urbanización para lograr su transformación urbanística e integrarse en la trama urbana, adquiriendo en ese momento la condición de suelo urbano en los términos del art. 45.1.B) TRLOTAU. Si bien aquí el planificador goza de una amplia capacidad conformadora en la determinación de la extensión del suelo urbanizable sectorizado, la misma se encuentra limitada, desde la perspectiva del desarrollo sostenible, tanto por la exigencia de una ocupación eficiente del suelo destinado al medio urbano, arts. 2.2.c) TRLS, como por la exigencia de que la misma responda a reales necesidades de ocupación del suelo, art. 10.1.a) TRLS. Principios generales que se plasman en la exigencia de que el suelo urbanizable con carácter general se articule a través de un criterio de racionalidad acorde con la estructura urbana propuesta, determinándose su perímetro por relación al viario o a otros elementos definitorios que garanticen en todo caso la continuidad armónica con los suelos urbanos o urbanizables contiguos y, en su caso, con el rústico, art. 24.1.c) TRLOTAU. En todo caso, el citado precepto prohíbe su delimitación con el exclusivo propósito de ajustarse a límites de propiedad o límites de carácter administrativo.

En consecuencia, y desde la perspectiva del TRLS, tales suelos urbanizables sectorizados con Programa de Actuación Urbanizadora deben configurarse directa y por imperativo legal, sin necesidad de esperar a una adaptación de la legislación autonómica a la normativa estatal, sin lugar a dudas, como suelos rústicos, siquiera sea con carácter temporal (108) , respecto de los que el instrumento de planeamiento ha previsto su paso a la situación de suelo urbanizado. Situación básica de suelo rural que se mantiene hasta la terminación de la actuación de urbanización, arts. 12.2.b) y 14.a).1 TRLS. Resulta evidente que la situación como suelo rural del suelo urbanizable no es estática, sino que presenta un carácter temporal, extinguiéndose únicamente cuando se concluyan las obras de urbanización de conformidad con las determinaciones del instrumento de planeamiento general, procediéndose a la equidistribución efectiva de los deberes y cargas de urbanización y hayan sido recepcionadas las obras de urbanización por el Ayuntamiento. En tal momento, el suelo urbanizable sectorizado por determinación legal adquiere la condición de suelo urbano consolidado, pasando a encontrarse en la situación de suelo urbanizado.

35. El suelo urbanizable sin Programa de Actuación Urbanizadora se define en los arts. 24.1.c), 46 y 67 TRLOTAU como aquel suelo urbanizable, por tanto susceptible de ser transformado urbanísticamente, si bien la misma queda supeditada a la previa aprobación del correspondiente Programa de Actuación Urbanizadora. Tales suelos deben calificarse, igualmente, como suelos en situación básica de suelo rural, si bien aquí su «transitoriedad» es más difusa, dado que no existe previsión temporal definitiva alguna para proceder a su urbanización.

36. Finalmente, el suelo rústico, en sus diferentes categorías de suelo rústico de especial protección (de protección ambiental, natural, paisajística, cultural o de entorno; de protección estructural, sea hidrológica, agrícola, ganadera, forestal, o extractiva; y de protección de infraestructuras y equipamientos) y suelo rústico de reserva, art. 47 y 48.2.B) TRLOTAU, debe ser configurado como suelo en situación básica de suelo rural al estar preservado por la ordenación territorial y urbanística de su transformación mediante la urbanización, art. 12.2.a) TRLS.

3.  La proyección del régimen jurídico del suelo al vuelo y al subsuelo

37. El art. 8.2 TRLS determina el alcance espacial del derecho de propiedad (109) , precisando que las facultades y deberes que lo integran se extenderán al vuelo y al subsuelo «sólo hasta donde determinen los instrumentos de ordenación urbanística, de conformidad con las leyes aplicables y con las limitaciones y servidumbres que requiera la protección del dominio público». De ahí que el concepto legal de finca y de parcela, art. 17.1 TRLS, incorporen el vuelo o el subsuelo, permitiéndose su carácter independiente cuando tenga atribuida edificabilidad y uso o sólo uso urbanístico independiente. O que en los procesos de equidistribución el titular del suelo aporte tanto la superficie de su rasante como la del subsuelo o vuelo que de él se segrega. Desde esta premisa resulta coherente la previsión de la Disposición Preliminar 1.ª TRLOTAU al precisar que en cuanto objeto de ordenación y aprovechamiento, el suelo comprende siempre, junto con la superficie (vuelo), el suelo y el subsuelo precisos para realizar dicho aprovechamiento o proceder a su uso.

38. Lo relevante es que el TRLS remite a los instrumentos de ordenación urbanística la determinación del concreto alcance de la «profundidad» de la extensión en el vuelo y en el subsuelo del régimen de propiedad, de conformidad con la legislación aplicable. Ésta referencia a la «legislación aplicable» ha de referirse en primer lugar, a la legislación de ordenación territorial y urbanística autonómica. Y aquí el TRLOTAU establece como regla en dicha Disposición Preliminar 1.ª, que «...Cuando la ordenación territorial y urbanística no atribuya aprovechamiento urbanístico al subsuelo, éste se presume público...». Prima facie, se establece, por tanto, la exigencia de una regulación expresa del instrumento de planeamiento para que el subsuelo forme parte integrante de la propiedad del titular de la rasante puesto que en caso contrario su titularidad es pública.

39. Esta previsión del TRLOTAU plantea diversos problemas (110) . En primer lugar, la capacidad de una norma autonómica para definir el subsuelo, en cuanto categoría genérica, como bien de titularidad pública. En nuestro ordenamiento jurídico la única ley que puede determinar la demanialidad de una determinada clase de bienes es la ley estatal, a tenor de los arts. 132 y 149.1.1.ª de la Constitución. Ante la regulación del TRLS, debe considerarse que aquí la Disposición Preliminar 1.ª TRLOTAU sólo puede implicar la determinación del carácter de bien patrimonial del subsuelo, sin que se especifique la Administración titular del mismo. Pero esa atribución de titularidad pública sólo puede efectuarse si se trata de un inmueble susceptible de apropiación que carece de dueño (art. 17 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas), igualmente por ley estatal, bajo la cobertura del art. 149.1.8.ª de la Constitución, al tratarse de una norma de derecho civil que determina el régimen jurídico y el destino de los inmuebles vacantes (111) , por lo que tampoco puede ser éste el significado del precepto (112) . En realidad la cuestión sobre la «titularidad pública» del subsuelo así planteada está desenfocada. Tal afirmación (carácter público del subsuelo) responde a una finalidad clara: negar su posible patrimonialización por el propietario para evitar que la Administración actuante deba otorgar una indemnización por la ejecución de obras o la implantación de instalaciones en ejercicio de sus competencias (p.e. redes de servicios públicos, ferrocarril metropolitano, construcción de aparcamientos subterráneos, soterramiento de carreteras o líneas de ferrocarril... etc.) que requieran la previa constitución de una servidumbre, la tramitación de una expropiación u otra afección jurídica-pública. Pero esta pretensión no resulta admisible con la extensión planteada y la solución adoptada.

Aún cuando el instrumento de planeamiento no contenga previsión alguna, resulta evidente que su silencio no puede interpretarse afirmando la titularidad pública de la totalidad del subsuelo para excluir cualquier indemnización. Por un doble orden de consideraciones. La afirmación de la facultad de edificar como parte integrante del derecho de propiedad exige, igualmente, mantener que la misma se proyecta necesariamente sobre aquella parte del subsuelo imprescindible para erigir la construcción, esto es, sobre la parte del subsuelo que sirve de soporte a la edificación o al uso permitido sobre la rasante, como reconoce expresamente la Disposición Preliminar 1.ª TRLOTAU (113) . Y ello tanto cuando se trate de suelo urbanizado como cuando se trate de suelo rural, dado que en este último el subsuelo sobre el que se proyecta el interés del propietario no alcanza sólo hasta donde lleguen las raíces de la explotación agrícola, sino hasta donde resulte necesario para poder erigir las construcciones permitidas en tal suelo a tenor del art. 54 TRLOTAU.

Ello supone afirmar la vigencia de la interpretación del art. 350 del Código Civil que integra en la propiedad la existencia de un volumen subterráneo, si bien delimitado por un lindero vertical cuya profundidad es imprecisa al responder al criterio del «interés práctico» del titular. Criterio asumido expresamente por el art. 50.2 TRLOTAU. Y aquí es donde debe intervenir la remisión efectuada por el TRLS y el TRLOTAU al instrumento de planeamiento para que éste precise, conforme a la función social de la propiedad, la profundidad de tal límite vertical en atención al modelo de ciudad diseñado y a las exigencias de habitabilidad, seguridad, o movilidad, entre otras, respetando los principios de igualdad y racionalidad. Ciertamente ésta no es la realidad del planeamiento municipal, que en caso de contemplar el uso del subsuelo, únicamente se limita a fijar posibles usos, pero sin fijar un criterio general sobre la profundidad de tal límite.

Dentro de ese ámbito (subsuelo próximo), cualquier afección pública exigirá la correspondiente indemnización (114)  (expropiación o servidumbre), salvo que una norma con rango de ley establezca, respetando el contenido esencial del derecho de propiedad, una limitación en atención a la función social (115) . Fuera del mismo (subsuelo remoto, a una previamente indeterminada profundidad superior), no existe ni propiedad privada ni titularidad pública (116) . El subsuelo debe considerarse como un bien no susceptible de apropiación en los términos del art. 333 del Código Civil, puesto que sobre el mismo no puede el propietario del suelo ejercer su señorío ni aquél le reporta alguna utilidad económica. Por el contrario, la Administración sí puede ejercer sus competencias sobre el mismo, pero ello no significa, en términos jurídicos, atribuirle su propiedad o afirmar su carácter demanial previo. Cuestión distinta es que en ese subsuelo existan determinados elementos naturales (recursos minerales, hidrológicos... etc.), a los que una ley sectorial atribuya la condición de bienes demaniales, debiendo salvaguardar el planeamiento las limitaciones derivadas de dicha condición demanial. Este razonamiento es un cuestionamiento frontal a la afirmación jurisprudencial de que «...La regulación administrativa del subsuelo muestra que el mismo es, por regla general, demanio público natural, salvo en los casos de accesoriedad normal de su uso respecto de suelo que sea de titularidad privada...» (117) .

40. La proyección de la titularidad, pública o privada, de un terreno hasta un determinado (por el planeamiento) límite vertical del subsuelo supone, además, que sólo podrá destinarse el mismo a aquella construcción o aquel uso expresamente previsto legalmente o por el instrumento de planeamiento, de tal forma que la falta de previsión únicamente permite utilizar el subsuelo necesario para realizar el aprovechamiento materializable sobre la superficie (118)  y no cualquier otro uso (119) . Cuando el uso del subsuelo previsto por el instrumento de planeamiento urbanístico se desarrolla dentro del límite vertical de los linderos de la parcela de titularidad privada, la licencia deberá contemplar expresamente tal objeto. En principio, los usos privados no podrán proyectarse más allá del límite vertical de los linderos de la parcela, penetrando bajo los límites verticales de terrenos de dominio público dentro del subsuelo (próximo delimitado por el Plan), salvo que obtenga la correspondiente concesión, con la problemática derivada de su temporalidad (120) . Es más, el planeamiento urbanístico podrá tratar el subsuelo próximo (y el vuelo) como un elemento independiente del terreno en cuanto a los usos asignados. Y aquí el art. 17.4 TRLS permite que incluso las titularidad de estos tres elementos desagregados sea diferente si el instrumento de planeamiento así lo prevé expresamente, pudiendo existir una titularidad pública del suelo y una titularidad privada del vuelo o del subsuelo que amparen usos privativos sin requerir concesión administrativa alguna. En este caso se requerirá su previa segregación y desafectación, conformando en tal supuesto una finca registral independiente (finca especial de atribución privativa) que puede ser enajenada o gravada, dando lugar a un complejo inmobiliario (121)  en el que deberán haberse previsto las servidumbres forzosas y las limitaciones necesarias para garantizar la protección del dominio público. Tales fincas desagregadas podrán, en su caso, ser objeto de atribución diferenciada en el instrumento de equidistribución (122) .

41. Ni el TRLS ni el TRLOTAU contienen previsión en relación a si los usos y construcciones permitidos en el subsuelo deben computar a efectos del límite de edificabilidad fijado por el planeamiento. La práctica del planeamiento excluye, total o parcialmente su cómputo a efectos de determinar la edificabilidad máxima, permitiendo la ocupación de la totalidad de la parcela bajo superficie. En la medida en que la determinación del aprovechamiento urbanístico o de la edificabilidad que corresponde a una parcela supone, en definitiva, la medida de la concreción de la utilidad urbanística de su derecho de propiedad, la norma autonómica debería establecer una previsión explícita al respecto. Ante su silencio, la exclusión total o parcial del subsuelo a efectos del computo de la edificabilidad podrá ser acordada por el Plan de Ordenación Municipal, en el marco de la facultad conformadora que le asiste, siempre y cuando se respete el principio de igualdad (en cuanto criterio aplicable a todos los suelos del término municipal que presenten las mismas características) y el principio de proporcionalidad (cuando opte por el cómputo parcial a efectos de la contribución a las cargas del planeamiento urbanístico).

4.  Facultades y deberes básicos del derecho de propiedad

42. La Constitución no ha recogido una concepción abstracta del derecho de propiedad como mero ámbito subjetivo de libre disposición o señorío sobre la cosa, sometido únicamente en su ejercicio a las limitaciones generales que las leyes impongan para salvaguardar los legítimos derechos e intereses de terceros o el interés general. Por el contrario, la remisión que efectúa el art. 33.2 de la Constitución al legislador para que configure y delimite el contenido del derecho de propiedad atendiendo a la concreta función social que cada tipo de bienes sobre los que ésta se proyecta debe cumplir, se articula en la atribución, por parte del legislador, de unas determinadas facultades y la imposición de una serie de limitaciones o cargas (123) . La delimitación del derecho de propiedad puede efectuarse a través de limitaciones negativas, mediante las cuales se extraen del contenido del derecho determinadas facultades que no se atribuyen al propietario. También pueden consistir en la imposición de obligaciones positivas, que exigen la realización de un determinado comportamiento. Aquí deben hacerse dos precisiones. En primer lugar, las limitaciones o cargas derivadas de la función social sólo pueden imponerse en aquellos bienes que sirvan simultáneamente de soporte a intereses generales o a bienes constitucionalmente protegidos (124) . En el caso de la propiedad inmueble, los valores constitucionalmente protegidos que vinculan su articulación son, básicamente, el derecho a una vivienda digna y adecuada (art. 47 de la Constitución) y el derecho a un medio ambiente adecuado (art. 45 de la Constitución). En segundo lugar, tales limitaciones o cargas deben resultar proporcionadas, desde la perspectiva tanto de la satisfacción del valor constitucional al que sirven como desde la incidencia que presenten sobre el derecho de propiedad, y deben guardar una vinculación objetiva el mismo.

Aun cuando los derechos y deberes se recogen con carácter general para toda clase de suelos, la diferenciación de dos situaciones básicas de suelo obliga al legislador estatal a especificar el alcance de unos y otros en función de la concreta situación (clase de suelo) a la que se refieren, ante la diversidad del alcance de unos y otros. Aquí se realizará un somero análisis de los mismos, dado que serán objeto de estudio detallado en otras partes de la presente obra.

4.1.  La facultad de erigir edificaciones o construcciones en suelo rural y en suelo urbanizado previo control administrativo y el régimen del silencio administrativo

43. El art. 8.1 TRLS, en sus apartados a) y b) precisa como manifestación básica de la facultad de uso y disfrute del derecho de propiedad, en los términos anteriormente expuestos, la posibilidad de erigir las instalaciones, construcciones y edificaciones que estén expresamente permitidas por la ordenación territorial y urbanística, sea con rango legal o con rango reglamentario. La diferenciación instituida por el legislador estatal radica, aparentemente, en permitir únicamente las edificaciones en el suelo urbanizado que tenga la consideración de parcela (125) , sea actual (suelo urbano, consolidado o no), sea futuro (suelo urbanizable sectorizado previa la realización de la equidistribución necesaria en la actuación de transformación urbanística), quedando el suelo rural limitado a las construcciones e instalaciones que no puedan reputarse edificación en términos legales. Resulta evidente el dislate de la interpretación aislada de este precepto. El uso de un terreno en situación básica rural conforme a su naturaleza (uso agrícola, ganadero, forestal, cinegético u otro vinculado a la utilización racional de los recursos naturales) puede exigir no sólo una instalación (p.e., sistema de riego) o una construcción (invernadero o almacén), sino también una edificación (p.e. un albergue destinado a turismo rural) (126) . El telos del precepto no es tanto diferenciar entre los conceptos técnicos de construcción y edificación (127) , como incidir sobre una idea recurrente del derecho urbanístico histórico acentuada hoy por la vigencia del principio de desarrollo sostenible, la imposibilidad de autorizar edificaciones en suelo rural que puedan originar núcleos de población. Y ello es asumido por el propio TRLS, que en su art. 9.2 reconoce explícitamente que en suelo rural pueden llevarse a cabo no sólo construcciones sino también edificaciones cuyo uso no se encuentre vinculado de forma directa a su explotación primaria (128) . En todo caso, y ante la imprecisión de los términos empleados por el TRLS, será la normativa autonómica la que configure las construcciones y edificaciones que pueden erigirse en cada clase de suelo. En la medida en que la regulación del art. 8.1 TRLS tiene carácter básico, dichas facultades reconocidas como mínimas por el legislador estatal al propietario del suelo pueden ser ampliadas por el legislador autonómico sin que ello suponga una vulneración del art. 149.1.1.ª de la Constitución, al respetarse ese mínimo común denominador. El límite en las construcciones susceptibles de ser autorizadas en suelo rural por la legislación autonómica viene fijado el art. 13.1 TRLS: uso conforme a su naturaleza con carácter ordinario y con carácter excepcional usos de interés público o social que contribuyan a la ordenación y el desarrollo rural, o que demanden necesariamente su emplazamiento en suelo rural, aunque no estén vinculadas de forma directa a su explotación conforme a su destino natural.

Por lo que respecta al suelo rural, las instalaciones y construcciones permitidas, de conformidad con la regulación del art. 54 TRLOTAU son todas aquellas que expresamente estén permitidas (cuando no necesiten calificación urbanística) o que no estén expresamente prohibidos (cuando necesiten calificación urbanística) por el planeamiento territorial de entre el elenco que contiene el precepto legal, siendo todas ellas construcciones y edificaciones que, o bien resultan conformes (o necesarias) para la explotación o el uso permitido conforme con la naturaleza del suelo (129) , o bien concurren razones de excepcionalidad (130)  que justifican su implantación. En cuanto a las edificaciones que pueden implantarse en suelo urbanizado, son todas aquellas que permitan realizar los usos y aprovechamientos establecidos por el planeamiento.

44. La ejecución de las instalaciones, construcciones y edificaciones queda sometida al control administrativo que establezca la ordenación territorial y urbanística. En concreto, el art. 8.1 TRLS utiliza los imprecisos (y carentes de definición legal) conceptos de «acto de conformidad, aprobación o autorización administrativa», en su afán de no adoptar conceptos propios del Derecho Urbanístico. De forma sintética, aquí se precisa que todo uso del suelo y toda actividad edificatoria desarrollada por el propietario del suelo está sometida, prima facie, a su previa intervención administrativa. Sometimiento establecido por el art. 63.1.2.ª TRLOTAU. La exigencia de la necesaria motivación cuando se deniegue por la Administración el ejercicio de la facultad de edificación debe ponerse en conexión con el art. 54.1.a) de la Ley 30/1992, al limitarse una facultad inherente al derecho de propiedad.

45. Correctamente el TRLS, dentro del marco ya fijado por el 84.1.b) de la Ley de Bases del Régimen Local, no exige ni que ese control se verifique a través de una única técnica de control preventivo ni que el mismo sea realizado únicamente por la Administración Local. Cuando el control queda diferido por la ordenación territorial y urbanística únicamente al Ayuntamiento, bajo esta previsión resulta admisible tanto el recurso a la tradicional técnica de la «licencia urbanística» como a la figura de la «actuación comunicada» (131) . La licencia urbanística se configura como un acto configurador (132)  mediante el que se levanta la prohibición general preventiva de edificar prevista en la norma hasta que la Administración municipal controle previamente la legalidad del proyecto edificatorio propuesto. Por tanto, aquí lo relevante es que la normativa prohíbe con carácter general la actuación únicamente con una finalidad preventiva, por lo que la licencia sólo restablece el ámbito de libertad que la norma ha limitado provisionalmente en función del interés público protegido. Pero resulta necesario que la Administración dicte una resolución (o ésta se obtenga por silencio positivo) para que el particular pueda ejercer un derecho cuya titularidad ya le correspondía, previa valoración de la adecuación del ejercicio de tal derecho en relación al interés público específico que corresponda a cada supuesto, puesto que hasta ese momento la actuación está prohibida. A su vez, la actuación comunicada presupone también la existencia de una prohibición general preventiva de edificar prevista en la norma, pero aquí la prohibición no se levanta mediante el dictado de un acto configurador por la Administración. Al contrario, dicha prohibición preventiva simplemente decae si la Administración no ejerce su veto (represivo) dictando una resolución en un plazo determinado desde la comunicación del particular, siendo esa comunicación efectuada por el particular la que autoriza el ejercicio libre de la actividad, bien de forma inmediata, bien transcurrido el plazo normativamente establecido para que la Administración controle su adecuación a derecho, bien mediante el requerimiento de subsanación de la documentación presentada, bien mediante la determinación de que la actuación proyectada supone una obra mayor sometida al régimen ordinario de la licencia de obras. La comunicación efectuada por el particular, que no puede conceptuarse como una solicitud, no requiere una resolución administrativa que ponga fin al procedimiento decidiendo sobre el fondo del asunto (declarando la compatibilidad o incompatibilidad de lo proyectado con el régimen urbanístico aplicable a la finca), a tenor del art. 41.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. En consecuencia, la Administración municipal, una vez presentada la comunicación, si no procede el requerimiento de subsanación o de solicitud de licencia ordinaria, deberá proceder, simple y llanamente a archivar la comunicación, teniéndose por concluso el procedimiento, sin perjuicio de la liquidación de la tasa municipal que proceda y, en su caso, de la notificación que sea necesaria posteriormente relativa a la emisión de una diligencia o documento declarativo de la actuación urbanística comunicada (que en ningún caso tendrá la consideración de resolución, sino de acto simplemente certificante, al no suponer por sí mismo una decisión vinculante) (133) . Dualidad de técnicas de control administrativa asumidas expresamente por el TRLOTAU, en el art. 156 y ss.

46. El art. 8.1 TRLS establece el principio de que «en ningún caso podrán entenderse adquiridas por silencio administrativo facultades o derechos que contravengan la ordenación territorial o urbanística», en los mismos términos recogidos por el art. 162.1 TRLOTAU. Dicha previsión debe ponerse en relación con la obligación de dictar resolución expresa que se impone a la Administración incluso en los supuestos de prescripción, renuncia, desistimiento, caducidad del procedimiento o desaparición sobrevenida del objeto del procedimiento, a tenor del art. 42.1 de la Ley 30/1992, si bien aquí la resolución que dicte quedará circunscrita a declarar la circunstancia que concurre en cada caso. Obligación que es reiterada en el ámbito urbanístico por el art. 43 TRLS (134) . Pero también se impone dicha obligación de resolver de forma expresa en los supuestos donde el transcurso del plazo máximo de resolución haya determinado la entrada en juego del silencio administrativo, a tenor de los arts. 43.4 y 44 de la Ley 30/1992. Si la Administración incumple su obligación de resolver y notificar en el plazo establecido, el ordenamiento jurídico articula como técnica de protección de los derechos e intereses de los ciudadanos frente al incorrecto (e indeseable) funcionamiento de la Administración la figura del silencio, ficción legal que permite entender producido un acto presunto (silencio positivo) o abierta la correspondiente vía de impugnación (silencio negativo). Pero producidos esos efectos, la Administración urbanística continúa obligada a resolver expresamente. La cuestión estriba en determinar el margen de actuación de que dispone en cuanto al contenido de la resolución expresa y su posible vinculación con el sentido del silencio. La resolución, en el caso de silencio administrativo positivo sólo puede ser confirmatoria, sin que pueda dictarse una resolución denegatoria de lo solicitado, puesto que ello supondría una revisión de oficio del acto presunto al margen del procedimiento legalmente establecido. Por el contrario, si el silencio fuera negativo, la resolución expresa posterior podrá adoptarse sin vinculación alguna al sentido del silencio, pudiendo ser tanto desestimatoria como estimatoria de la solicitud formulada, no incurriéndose en ningún supuesto de revisión de oficio al no existir un previo acto administrativo presunto. En esta materia el problema más relevante se produce respecto de las licencias urbanísticas, donde si bien la regla general es la afirmación del silencio positivo en su otorgamiento ante el transcurso del plazo máximo de resolución y notificación sin que la misma se haya producido, por el contrario el art. 8 TRLS mantiene el principio de que no podrán entenderse adquiridas por silencio administrativo facultades o derechos que contravengan la ordenación territorial o urbanística, otorgando así prevalencia al principio de legalidad sobre el principio de seguridad jurídica al negar la posibilidad de que el silencio produzca efectos contra legem. En síntesis, la jurisprudencia afirma que la adecuación al ordenamiento jurídico es un requisito de la existencia del silencio positivo, sin cuya concurrencia (con independencia de que se trate de un vicio de nulidad o de anulabilidad) el acto estimatorio no se produce (es inexistente). En este supuesto, la denegación expresa posterior por parte del Ayuntamiento (o la incoación del correspondiente procedimiento de restablecimiento de la legalidad urbanística infringida y/o procedimiento sancionador), no constituye una revisión de oficio al margen de la previsión normativa, sino la actuación correcta del control municipal de los actos de edificación y uso del suelo.

Resulta evidente la situación de inseguridad jurídica que dicha construcción proyectaba en los solicitantes de licencias urbanísticas, hasta el punto de hacer inoperante en la práctica la figura del silencio positivo, siendo verdaderos hitos aquellas sentencias que aprecian su concurrencia. Esta evidencia, junto a la modificación realizada en el art. 43 de la Ley 30/1992, realizada por la Ley 4/1999, de 13 de febrero, al regular de forma expresa en el apartado 4.a) el contenido de la resolución expresa que se produzca con posterioridad a la producción del silencio positivo, ha provocado un replanteamiento de esa posición tradicional por parte de determinados Tribunales Superiores de Justicia (135) , quienes admiten ahora, con naturalidad, la existencia de licencias obtenidas por silencio positivo aún cuando su contenido material sea contrario al ordenamiento urbanístico aplicable sobre la parcela, otorgando primacía al principio de seguridad jurídica frente al de legalidad, y al art. 43.3 LRJPAC sobre la normativa sectorial urbanística. Aquí debería realizarse una interpretación correctora del principio enunciado en el art. 8 TRLS, ante una aplicación sistemática (y prevalente) del régimen del silencio administrativo y de la posible existencia de actos nulos (y anulables) que resulten contrarios al ordenamiento jurídico obtenidos por silencio, establecido en la normativa sobre procedimiento administrativo común, configurándolo como un mandato a la Administración urbanística para que, caso de haberse obtenido licencia por silencio administrativo positivo, impida la obtención de facultades que la ley o los instrumentos de planeamiento no reconocen u otorgan al particular mediante las facultades de revisión de oficio reconocidas en el art. 46 TRLS y en el art. 103 y ss., de la Ley 30/1992.

4.2.  Los deberes de uso y conservación. Los usos provisionales

47. Como correlato del reconocimiento de la facultad (positiva) de uso y edificación, se impone por el art. 9.1 TRLS la limitación (negativa) de no poder usar los terrenos sino para aquellos usos que no resulten incompatibles con la ordenación territorial y urbanística. En el suelo en situación básica rural esta determinación no impone al legislador autonómico la obligación de establecer un catálogo positivo de usos autorizables, sino que le permite una formulación negativa desde los parámetros del art. 13.1 TRLS (uso conforme a su naturaleza con carácter ordinario y con carácter excepcional usos de interés público o social que contribuyan a la ordenación y el desarrollo rural o que demanden necesariamente su emplazamiento en suelo rural, aunque no estén vinculadas de forma directa a su explotación conforme a su destino natural) y una vinculación positiva desde los parámetros del art. 13.4 TRLS (uso expresamente previsto que altere la preservación de valores ambientales, culturales, históricos, arqueológicos, científicos y paisajísticos). Es en este sentido en el que deben interpretarse los arts. 51.1.a) TRLOTAU (destinar el suelo al uso previsto por la ordenación) que parece exigir una vinculación positiva y el art. 54.1., apartado 2.º que impone una vinculación positiva (usos que estén expresamente permitidos) y apartado 3.º que impone una vinculación negativa (usos que no estén prohibidos) para el suelo rústico, mientras que el art. 57 TRLOTAU imponen una vinculación positiva (usar la edificación en los términos establecidos en el planeamiento), si bien esa vinculación positiva puede ser flexibilizada mediante el establecimiento por el planeamiento de usos compatibles, alternativos... etc.

48. En el suelo en situación básica de urbanizado, el deber de uso se concreta en la obligación de edificar en los plazos establecidos en la normativa urbanística (uso en un término máximo), art. 9.1 TRLS, sin que dicho precepto fije plazo alguno, ante la falta de competencia estatal al respecto. El mismo deber es reiterado por los arts. 50.1.5, 51.1.2.b), 71.3.h), 72.2.g) y 73.2.c) TRLOTAU, si bien se precisa simplemente que los propietarios de suelo urbano por su clasificación o por la realización de la urbanización tienen el derecho a «...realizar la edificación en las condiciones fijadas por la ordenación urbanística, una vez que el suelo tenga la condición de solar y se haya legitimado, en la forma dispuesta en esta ley, la materialización del aprovechamiento correspondiente a la Administración actuante y, en su caso, del excedente de aprovechamiento previsto por la ordenación urbanística...». Lo relevante aquí es que el TRLOTENPC no fija un plazo máximo en el que tal edificación debe estar finalizada una vez ejecutadas las obras de urbanización, sino que remite implícitamente al Plan de Ordenación Municipal con el fin de determinar dicho plazo máximo cuya superación permitirá considerar incumplido dicho deber, arts. 69.1.1 y 103 TRLOTAU. La consecuencia lógica es que ante la falta de previsión expresa del Plan de Ordenación Municipal sobre el plazo máximo de edificación, el carácter obligacional del deber queda difuminado. Consecuentemente, en dicho supuesto no podrá procederse por el Ayuntamiento a declarar su incumplimiento, al no estar previamente fijada en una norma de carácter general. Si el Plan de Ordenación Municipal incorpora dicha previsión, el Ayuntamiento deberá incoar para su declaración el correspondiente procedimiento donde, con la preceptiva audiencia al interesado, se acredite tal incumplimiento, pudiendo hasta ese momento el propietario cumplir con su deber de edificar. Las consecuencias del incumplimiento del deber, cuando éste haya sido legalmente declarado, serán la sujeción del terreno al régimen de expropiación por incumplimiento de la función social, la venta o sustitución forzosa en los términos del art. 36 TRLS, sin perjuicio de otras consecuencias establecidas en la legislación urbanística. Entre esas otras consecuencias debe señalarse la figura de la expropiación y la ejecución forzosa por sustitución, art. 104 TRLOTAU (136) .

49. Los arts. 67.b) y 68.c) y 172 TRLOTAU permiten desarrollar en el suelo urbanizable que no cuente con Programa de Actuación Urbanizadora aprobado, y en suelo urbanizable que cuente con Programa de Actuación Urbanizadora aprobado con carácter previo a la ultimación de la obras de urbanización, así como en el suelo rústico usos y obras de nueva implantación de carácter provisional ejecutadas con materiales fácilmente desmontables. Frente a la regulación autonómica, el art. 13.3.a) TRLS circunscribe esta posibilidad únicamente al suelo rural, una vez que quede incluido en el ámbito de una actuación urbanizadora (vgr., suelo urbanizable sectorizado), al permitir que en el mismo puedan realizarse con carácter excepcional usos y obras de carácter provisional no prohibidas por la legislación territorial y urbanística o sectorial (estatal o autonómica) (137) . Dado ese carácter de norma que regula las condiciones básicas de un determinado tipo de propiedad urbana, las comunidades autónomas, en ejercicio de su competencia exclusiva sobre urbanismo, pueden ampliar el tipo de suelo donde realizar tales usos provisionales. En este punto, la legislación autonómica se escinde en diversos modelos. Un primer modelo está conformado por aquella normativa que permite dicha posibilidad en el suelo urbano consolidado y en el suelo urbanizable (Aragón (138) , Galicia (139) ; Madrid (140) ). Un segundo modelo se configura por aquella normativa que autoriza dichos usos en suelo urbanizable y en suelo no urbanizable o rústico (Extremadura (141) ; Navarra (142) ). Un tercer modelo está integrado por aquella normativa que sólo permite los usos provisionales en el suelo urbanizable sectorizado (Cantabria (143) ; Castilla y León (144) ; La Rioja (145) ). Un cuarto modelo se integra por aquella legislación que no realiza ninguna previsión específica sobre el tipo de suelo en el que podrán realizarse los usos provisionales, limitándose a precisar su remisión a los terrenos que deban ser desarrollados (Asturias (146) ; Cataluña (147) ; Comunidad Valenciana (148) ). Finalmente, el quinto modelo está conformado por aquella normativa que permite tales usos provisionales en suelo urbano no consolidado, en suelo urbanizable y en suelo no urbanizable o rústico [Andalucía (149) , Murcia (150) ] (151) . El fundamento de esta posibilidad de otorgar licencias para usos y obras provisionales se ha remitido al principio de proporcionalidad (152) , siendo tales licencias para usos y obras provisionales una manifestación de dicho principio en un sentido eminentemente temporal, ya que si a la vista del ritmo de ejecución del planeamiento, una obra o uso provisional no va a dificultar dicha ejecución, no resultará proporcionado impedirlos, siendo a la vez una medida adecuada para evitar restricciones no justificadas al ejercicio de los derechos cuando se trata de obras o usos que resultan inocuos para el interés público. En efecto, el principio de proporcionalidad determina que, en las relaciones entre los poderes públicos y los ciudadanos, los derechos de éstos sólo puedan verse limitados en la medida en que resulte estrictamente imprescindible para la protección de los intereses públicos a los que sirve dicha limitación del ámbito de libre autodeterminación del individuo. Ello se presenta como una exigencia de la posición que ocupa el individuo en el Estado de Derecho consagrado por el art. 1 de la Constitución, existiendo así una presunción de libertad en favor de la persona derivada del reconocimiento de su dignidad por el art. 10 de la Constitución (153) . En este concreto ámbito, el principio de proporcionalidad exige ponderar el derecho de propiedad y el bien colectivo que representa el hecho urbano. La lógica interna de los arts. 13.3.a) TRLS y 172 TRLOTAU se estructura sobre la relación de medio a fin. La Administración municipal debe analizar si la restricción del derecho constitucional de propiedad, en su vertiente de derecho a edificar, mediante la denegación de la licencia para usos y obras provisionales es proporcional para la consecución del crecimiento urbano ordenado conforme al planeamiento o la protección del suelo conforme a su destino natural. Si no aprecia dicha proporcionalidad, debe proceder al otorgamiento de la licencia provisional. Y ello porque la obligatoriedad del planeamiento urbanístico establecida en el art. 42.1.a) y c) TRLOTAU, determina que el uso de los terrenos no pueda apartarse del destino previsto en las leyes y en los Planes, estando vinculados tanto los particulares como la propia Administración, por lo que resulta lógico excluir dicha posibilidad de una licencia para usos y obras provisionales en suelo urbano consolidado (154) , no así en el resto de suelos.

50. Ciertamente la licencia urbanística «definitiva» debe caracterizarse como un acto configurador mediante el que se levanta la prohibición general preventiva de edificar prevista en la norma hasta que la Administración municipal controle previamente la legalidad del proyecto edificatorio propuesto. Por tanto, aquí lo relevante es que la normativa prohíbe con carácter general la actuación únicamente con una finalidad preventiva, por lo que la licencia sólo restablece el ámbito de libertad que la norma ha limitado provisionalmente en función del interés público protegido. Pero resulta necesario que la Administración dicte una resolución (o ésta se obtenga por silencio positivo) para que el particular pueda ejercer un derecho cuya titularidad ya le correspondía, previa valoración de la adecuación del ejercicio de tal derecho en relación al interés público específico que corresponda a cada supuesto, puesto que hasta ese momento la actuación está prohibida. Por lo que respecta a la licencia para usos y obras provisionales, el art. 172 TRLOTAU utiliza la expresión «podrá», pero ello no significa la atribución a la Administración municipal de un margen de apreciación volitivo (discrecional) para determinar si otorga o no la licencia provisional. Por el contrario, aquí se contiene, sin lugar a dudas, la atribución de una facultad de ejercicio reglado derivada de la proyección del principio de proporcionalidad sobre el derecho de propiedad y la propia configuración intrínseca de la licencia urbanística. De forma consecuente, ha de afirmarse que la licencia para usos u obras provisionales debe otorgarse o denegarse con carácter reglado (155) , según que la actuación pretendida por el ciudadano resulte o no ajustada a la ordenación aplicable. Ahora bien, ello no es óbice para que la Administración municipal ostente un margen de apreciación cognitivo en relación a si la obra solicitada dificulta o no el desarrollo del planeamiento, a si está o no justificada, al ser éstos conceptos normativos indeterminados, que en todo caso deben interpretarse con un criterio restrictivo, con el fin de no convertir lo que es y debe ser excepcional en la regla general (156) . No resulta incompatible con este carácter reglado el dato de que la licencia para usos y obras provisionales se otorgue a «precario» por imposición legal (157) . Aquí el carácter «precario» de la licencia supone, simplemente, que el derecho reconocido al titular puede ser ejercido hasta el momento en que la Administración declare el cese de la eficacia de sus efectos, bien por incumplimiento de los requisitos establecidos en los arts. 13.3.a) TRLS y 172 TRLOTAU (compromiso del cese en los usos y desmontaje de las obras e instalaciones a su costa y sin derecho a indemnización, compromiso de incluir la obligación anterior en los actos y contratos sobre los terrenos o instalaciones; y prestación de garantía suficiente sobre el desmontaje y demolición de las obras), bien por exigencia del desarrollo urbanístico del terreno. Desde esta configuración, debe afirmarse que la estructura de la licencia para usos y obras provisionales otorgada en precario se articula a partir de una reserva de revocación en cuanto cláusula legal (158)  que posibilita una futura revocación de la licencia, por alteración de las circunstancias tenidas en cuenta en el momento de su otorgamiento o por adecuación a una nueva normativa (se aprecia en el momento actual que ya sí se dificulta la ejecución del planeamiento o se procede a la aprobación del nuevo planeamiento de desarrollo que resulta incompatible con la misma), así como por incumplimiento de los modos o condiciones incluidas en la licencia. En todos esos supuestos, cuando concurran, se produce una apreciación y decisión de la Administración municipal para ordenar el cese de la eficacia de la licencia. En efecto, aquí se otorga una facultad discrecional (vinculada) a la Administración municipal para apreciar si se dificulta la ejecución del planeamiento, sin que pueda incurrirse en arbitrariedad, debiendo motivarse necesariamente en la inminente ejecución del planeamiento. La justificación de la falta de indemnización cuando se procede a ordenar el cese de la eficacia de la licencia para usos y obras provisionales se encuentra en que dicha cláusula legal elimina la confianza del particular en la permanencia indefinida de la licencia. El derecho a edificar y utilizar el suelo que atribuye la licencia, en cuanto derecho subjetivo de contenido patrimonial, queda debilitado, concretándose su función social a través de las exigencias del interés público plasmadas en dicha cláusula, el no dificultar la ejecución del planeamiento urbanístico.

51. Esta licencia sólo puede otorgarse, dejando en este momento al margen el requisito del carácter excepcional y la no contradicción con el planeamiento en vigor a aquellas obras o usos que merezcan el calificativo de «provisionales». La concreción de este concepto normativo indeterminado por la jurisprudencia hasta el momento ha carecido de la más mínima precisión y homogeneidad, existiendo pronunciamientos dispares, cuando no claramente contradictorios (159) . En todo caso, debe tenerse presente que el carácter provisional de la obra o uso debe apreciarse teniendo en cuenta todas las circunstancias concurrentes (160) . Una primera línea jurisprudencial, incorrecta en mi opinión desde una perspectiva metodológica aun cuando muchos de sus fallos resulten correctos, ha referido el carácter provisional a la naturaleza del uso o la obra, como consecuencia del carácter excepcional de estas licencias. Ello determina que sólo puedan autorizarse construcciones que requieran instalaciones «ligeras y desmontables», que no impliquen un manifiesto propósito de permanencia. Desde esta posición, se autoriza a través de una licencia para usos y obras provisionales, p.e., unas vallas publicitarias (161) ; un quiosco de refrescos (162) ; un bar-terraza cuya apertura se limita a la época estival (163) ; carteles o vallas publicitarias (164) ; una valla o cierre de una finca (165) ; un invernadero (166) ; o un camping (167) . Desde esta misma línea argumental, no se autorizan al ser usos u obras con una decidida vocación de permanencia dada las labores de cimentación y sólida estructura que requieren, la construcción de una vivienda unifamiliar (168) ; una nave para aparcamiento y suministro de combustible de camiones (169) ; unos tanques subterráneos de suministro de gas propano a un edificio (170) ; la construcción de viviendas prefabricadas (171) ; la ampliación de una cafetería (172) ; una nave industrial con oficinas (173) ; un bar-restaurante (174) ; o un centro hospitalario (175) . Por el contrario, la «provisionalidad» de usos y obras que dicho precepto exige resultaría más lógica referirla a una provisionalidad fáctica, no ontológica. Es decir, se permite que a los usos pretendidos, aunque naturalmente puedan ser a priori permanentes, se les incorpore una cláusula de provisionalidad, con lo que se entiende cumplido el requisito legal exigido. La provisionalidad de estas edificaciones no radica en su permanencia, que puede ser indefinida, sino en su aptitud, conforme a las actuales técnicas constructivas, para ser fácilmente desmontadas o derribadas y trasladadas, en su caso, a otro lugar, aún cuando hayan requerido obras de cimentación y canalización de las diversas infraestructuras (176) . En esta línea de razonamiento, se concede licencia de usos u obras provisionales, p.e., para la construcción de una caseta con sus correspondientes equipos receptores transmisores, antenas e instalaciones anejas a una empresa de telefonía móvil (177) ; para la pavimentación de un solar, la construcción de un cubierto, un cuerpo de oficinas y servicios higiénicos destinado a almacén de material de construcción (178) ; para la construcción de una estación de servicio (179) ; una planta de cogeneración de energía eléctrica (180) ; factoría de material electrónico (181) ; nave industrial destinada a almacenaje, exposición y venta al por mayor de materiales de construcción (182) ; caseta con sus correspondientes equipos receptores transmisores, antenas e instalaciones anejas a una empresa de telefonía móvil (183) ; nave industrial destinada a la exposición de cerámica (184) ; nave industrial destinada a la reparación de neumáticos (185) ; planta de fabricación de hormigón preparado (186) ; comedor y cocinas anexas a un hotel (187) ; oficinas y garaje de furgonetas de alquiler sin conductor (188) ; casetas expositores de venta de vehículos, con anexo de servicio de vigilancia y bar, que requieren aglomerado asfáltico (189) ; agencia de transportes en una nave al servicio permanente de una determinada empresa (190) ; instalación de la actividad de lavado manual de vehículos automóviles en régimen de autoservicio (191) ; vivienda de madera prefabricada (192) ; nave industrial desmontable (193) ; cafetería en un edificio fuera de ordenación (194) ; instalación destinada a I.T.V. (195) ; un taller de reparación de automóviles (196) ; un centro de transformación y distribución de energía eléctrica (197) ; o para unas viviendas prefabricadas (198) . Por el contrario, se deniega respecto de viviendas con garaje (199) ; o respecto de unas obras de rehabilitación de una licencia fuera de ordenación (200) . Es en este último sentido en el que debe interpretarse la precisión del art. 172 TRLOTAU relativa a que tal licencia para usos u obras provisionales debe tener por objeto «usos y obras desmontables», que habrán de «desmontarse o, en su caso, demolerse», dado que la demolición implica una actividad constructiva importante, con elementos permanentes, mientras que el desmontaje sí hace referencia a una actividad constructiva con elementos ensamblados. Efectivamente, si se niega a todo uso que tiene vocación de permanencia la posibilidad de obtención de las licencias provisionales y se circunscribe este texto a las licencias que amparan usos exclusivamente temporales y coyunturales, se limita la facultad edificatoria más allá de lo razonable y en franca contradicción con el contenido inherente al derecho de propiedad consagrado en el art. 33 de la Constitución y a la incorporación al mismo como parte de su contenido esencial del ius aedificandi. Ahora bien, debe tenerse en cuenta que la concreción de la «provisionalidad» de la obra está vinculada directamente a lo inminente que resulte la transformación del suelo (201) . De ahí que pueda afirmarse que cuanto más próxima se encuentre la aprobación definitiva del planeamiento de desarrollo o su ejecución efectiva, menor entidad (mayor provisionalidad) debe tener la obra cuya licencia provisional se solicita. El límite temporal a partir del que no cabe otorgar tales licencias para usos y obras provisionales se encuentra en la incoación de un procedimiento de reparcelación o de expropiación.

52. El carácter excepcional y la falta de prohibición del planeamiento en vigor de la obra solicitada exigidos por el art. 13.3.a) TRLS, ha sido interpretado por la doctrina y la jurisprudencia en el mismo sentido que la exigencia del carácter justificado y la falta de impedimento a la ejecución del planeamiento vigente establecido en las Leyes de 1956, 1976 y 1992. En esencia, el no entorpecimiento de la ejecución del planeamiento debe examinarse a la luz del ritmo de ejecución del planeamiento, determinando la improcedencia de otorgar una licencia para uso provisional si existe o está proyectada una inmediata o próxima ejecución del planeamiento que ponga de relieve la absoluta carencia de soporte o apoyo de la solicitud de la licencia (202) . Obviamente, si la implantación del uso pretendido requiere una modificación del planeamiento actualmente en vigor debe entenderse producido ese entorpecimiento al estar prohibido el uso proyectado.

53. El art. 13.3.a) TRLS no establece la exigencia de un previo informe vinculante del correspondiente órgano autonómico para proceder al otorgamiento de la licencia para usos provisionales. Ello resulta lógico, dada la falta de título competencial alguno del Estado para imponer tal requisito procedimental. En consecuencia, debe ser cada comunidad autónoma, en virtud de su potestad de autoorganización para la gestión de sus intereses y del reconocimiento que efectúa el art. 149.1.ª.18.º de la Constitución a las «especialidades derivadas de la organización propia de las comunidades autónomas», la que determine si en el procedimiento de otorgamiento de las licencias provisionales se requiere el previo informe de un órgano autonómico, así como el carácter de dicho informe. El art. 172.1 TRLOTAU exige el previo informe de la Comisión Provincial de Urbanismo. El art. 13.3.a) TRLS exige la inscripción registral de las cláusulas de la licencia otorgada para usos y obras provisionales que reconozcan, de una parte, la obligación de cesar en los usos y proceder a la demolición o desmontaje de las obras e instalaciones cuando se sea requerido por el Ayuntamiento sin derecho a indemnización, y de otra parte, la obligación de incorporar tal compromiso en las transmisiones a terceros adquirentes. Se permite, correctamente en los términos del art. 1.4 del Real Decreto 1.093/1997, de 4 de julio, por el que se aprueban las normas complementarias al Reglamento para la Ejecución de la Ley Hipotecaria sobre inscripción en el Registro de la Propiedad de actos de naturaleza urbanística (BOE n.º 175, de 23 de julio), el acceso al Registro de la Propiedad de tales cláusulas. Con ello se impide el juego del art. 34 de dicha Ley Hipotecaria, dado que el tercer adquirente no podrá alegar en ningún momento su condición de tercero de buena fe. Y ello porque tales limitaciones no constituyen expresión de la autonomía de la voluntad de sus titulares, sino la expresión de una política y una competencia pública en orden a lograr el adecuado desarrollo urbano de la ciudad. La inscripción, a tenor de los arts. 2.2 y 76 del Real Decreto 1.093/1997, se efectuará mediante remisión por el Ayuntamiento de la certificación de la licencia otorgada con las cláusulas legales, siendo éste el título material inscribible, junto con el plano de situación previsto en su art. 3. La misma se practicará en el registro como nota marginal correspondiente al asiento de la finca sobre la que se otorgue en los términos del art. 76 del Real Decreto, donde se transcribirá literalmente el deber de demolición de las edificaciones cuando lo acordare el Ayuntamiento sin derecho a indemnización, y las demás consecuencias previstas por la legislación autonómica. Ciertamente el art. 76 del Real Decreto 1.093/1997 exige que la inscripción se realice a instancia del solicitante de la licencia o mediante comunicación del Ayuntamiento, en cuyo caso se requiere la previa audiencia del titular, si bien ello debe ponerse en conexión con la exigencia de que la solicitud presentada ante el Ayuntamiento incorpore el compromiso escrito del propietario del suelo o de las construcciones e instalaciones o de cualquier titular de un derecho real o de uso sobre aquéllas, de proceder al cese de los usos y ejecutar la demolición o desmontaje, por lo que debe afirmarse que cuando la misma se inscriba por certificación municipal no será preciso otorgar nuevamente audiencia al solicitante, dado que ya consta su previa aceptación a la inscripción de la licencia bajo tales condicionantes. Con carácter general la eficacia de las notas marginales es, simplemente, dar a conocer a todo aquel que consulte el contenido del registro la situación urbanística de la finca en el momento a que se refiere el título de enajenación que origina dicha nota marginal, sin crear ninguna presunción a favor de un titular determinado, sino simplemente publicar situaciones jurídicas (limitaciones objetivas) que pueden poner en entredicho los efectos de otras presunciones generadas por otros asientos registrales con el fin de posibilitar el mantenimiento de la legalidad urbanística y la fluidez del tráfico jurídico. Ahora bien, la publicidad de la concreta nota marginal por la que se hace constar el otorgamiento de la licencia para usos y obras provisionales determina, de una parte, la imposibilidad de que el titular de la licencia se oponga a la demolición de la construcción o al desmontaje de la instalación a través de las distintas acciones jurisdiccionales y, de otra parte, la imposibilidad de cuestionar la no inclusión de tales costes en el justiprecio cuando el terreno sea objeto de expropiación. Los terceros adquirentes no podrán alegar su condición de terceros de buena fe, aún cuando no se haya procedido a inscribir la licencia con su clausulado, dado el carácter legal de tal condición. Lógicamente la duración de la nota marginal estará circunscrita al plazo de vigencia de la licencia, cancelándose mediante la certificación del Ayuntamiento en la que se ordene el cese del uso y la demolición de las obras.

54. La imposición de restricciones a la facultad de uso, justificadas en la función social a la que debe servir la propiedad junto con su utilidad privada, requiere y justifica igualmente la imposición de un deber de conservación que permita mantener el suelo en condiciones de servir al uso legalmente exigido, arts. 9.1 TRLS y 51.1.1.b) y c) y 51.1.2.c) TRLOTAU. Ciertamente, la concreción de dicho deber es diferente según la situación básica del suelo y la existencia o no de edificaciones. En ambos casos, ante el incumplimiento del deber, la Administración podrá adoptar las medidas de reacción (órdenes de ejecución, ejecución subsidiaria, sanciones... etc.) legalmente previstas.

En el suelo rural (sea su situación estática o dinámica) y en el suelo urbanizado vacante de edificación, el deber de conservación obliga al propietario a mantener el terreno y su masa vegetal en condiciones de evitar riesgos de erosión, incendio, inundación o contaminación del suelo, entre otros. Este deber general aquí enunciado debe ser concretado en la regulación sectorial específica, estatal y autonómica, quedando en caso contrario vacío de contenido, siendo en muchos casos dichas normas contradictorias entre sí. Incluso, en determinados supuestos, la obligación se proyecta no sólo sobre el propietario, sino también sobre el poseedor del terreno. En el caso de los suelos urbanizados, el deber de conservación tiene como límite la propia utilidad privada del terreno o edificación, identificada con el valor correspondiente al 50 por 100 del coste que representaría erigir una nueva construcción, art. 137 TRLOTAU. En el caso del suelo rural, no se contiene previsión alguna, pero igualmente debe fijarse ponderadamente por el órgano que imponga medidas de conservación un límite cuantitativo con el fin de no anular la rentabilidad económica de la propiedad.

4.3.  La facultad de participar en la ejecución de las actuaciones de urbanización y la carga de cumplir los deberes de la promoción urbanística. El deber de costear las infraestructuras en suelo rural

55. El art. 8.1.c) TRLS atribuye al propietario la facultad de participar en la ejecución de las actuaciones de transformación urbanística que constituyan actuaciones de urbanización en los términos del art. 14.1.a) del TRLS; esto es, el propietario tiene la facultad de participar tanto en las actuaciones de nueva urbanización que permiten el tránsito del suelo urbanizable (suelo rural) a suelo urbano (suelo urbanizado), como en las actuaciones de reforma o renovación de la urbanización del suelo urbano no consolidado (suelo urbanizado).

56. Se reconoce el derecho a participar en la ejecución, pero no se les atribuye directamente y con carácter excluyente el derecho a ejecutar dicha actuación de urbanización. Como se indicó anteriormente, la facultad de urbanizar, entendida ésta como la ejecución de las obras públicas que conforman la red de dotaciones y servicios propios de los núcleos de población, queda extramuros del contenido esencial del derecho de propiedad, art. 6.a) TRLS, sin perjuicio de que su costeamiento o, en su caso, su ejecución directa sea impuesta al propietario como un deber derivado de la función social de la propiedad por la legislación autonómica. Prima facie, la previsión del art. 6.a) TRLS que permite la adjudicación de la ejecución a un tercer sujeto no propietario (agente urbanizador) queda diferida a lo que disponga la legislación autonómica, puesto que ésta puede otorgar la primacía de la ejecución a los propietarios. En todo caso, si se opta por abrir su ejecución a la libre empresa debe garantizarse según el TRLS un procedimiento que asegure la publicidad y la concurrencia. En realidad, si se abre a terceros la ejecución de las obras de urbanización, el contrato adjudicado por el Ayuntamiento deberá reputarse un contrato administrativo de obra, siendo de aplicación las prescripciones de la Ley de Contratos del Sector Público, sin perjuicio de las especialidades introducidas por la normativa urbanística (fundamentalmente la posibilidad del pago no en dinero sino en especie mediante aprovechamientos urbanísticos). En todo caso, se atribuya por la legislación autonómica la ejecución a los propietarios o simplemente se permita a éstos participar en la ejecución realizada por un tercero, la gestión debe responder al principio de equidistribución de cargas y beneficios, y debe otorgarse a los propietarios un plazo no inferior a 1 mes a computar desde que se conozcan con precisión el alcance de las cargas de la actuación y los criterios de su distribución entre todos los propietarios afectados. La finalidad es clara, evitar que se coloque al propietario en una situación donde el agente urbanizador pueda minusvalorar sus derechos y aumentar desproporcionadamente sus cargas.

57. Consecuentemente con el reconocimiento de la facultad de participar en la ejecución, lo que implica finalmente obtener los beneficios derivados de la misma en régimen de equidistribución, se impone al propietario (y no al agente urbanizador), art. 9.3 TRLS, como carga real, la vinculación de su propiedad al cumplimiento de los deberes legales derivados de la actuación de transformación urbanística, en los términos del art. 16.2 TRLS.

58. Cuando se realizan sobre el suelo rural las edificaciones y construcciones permitidas por la legislación autonómica, al propietario se le imponen como deberes básicos, art. 9.2 TRLS, la obligación de costear y ejecutar las obras y trabajos necesarios para mantener la cubierta vegetal en el estado adecuado para su desarrollo sostenible o, en caso de ser necesario, para proceder a su restauración. Igualmente debe costear y ejecutar, si así lo establece la legislación autonómica, las infraestructuras de conexión con las redes generales de servicios. Esta conexión no transforma el suelo rural en suelo urbanizado, al faltar el requisito de la integración en la trama urbana. Finalmente, el propietario deberá satisfacer el canon patrimonial que imponga la legislación autonómica cuando realice un uso del suelo no vinculado a su explotación primaria conforme a su naturaleza.
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	La propuesta de Estatuto de Autonomía presentada por las Cortes de Castilla-La Mancha ante el Congreso (BO Cortes Generales-Congreso de los Diputados 17 octubre 2008, n.º 18-1), configura como competencia propia de los Municipios, en el marco de lo establecido por la legislación básica estatal, art. 86.2, las competencias en materia de «...) Medio ambiente y actividades nocivas, molestas, insalubres y peligrosas...p) urbanismo y gestión del dominio público local. q) Promoción y gestión de vivienda pública...». Además, se prevé, art. 87, que las leyes autonómicas establezcan «transferencias de competencias» a los Municipios en materia de «...h) Medio ambiente. i) Ordenación del territorio... t) Vivienda...».
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	Sobre dicha noción constitucional, cfr. RODRÍGUEZ DE SANTIAGO, José María. «Las garantías constitucionales de la propiedad y de la expropiación forzosa a los treinta años de la Constitución Española», RAP, n.º 177 (2008), pág. 168.
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	Cuyo FJ 3.º precisa que «...Resulta, sin embargo, evidente que el art. 33.2 de la propia Constitución flexibiliza la reserva de ley en lo que concierne a la delimitación del contenido de la propiedad privada en virtud de su función social, que debe ciertamente regularse por la ley, pero también por la Administración "de acuerdo con las leyes" cuando éstas recaben la colaboración reglamentaria de aquélla. Prohíbe esta concreta reserva de ley toda operación de deslegalización de la materia o todo intento de regulación del contenido del derecho de propiedad privada por reglamentos independientes o extra legem, pero no la remisión del legislador a la colaboración del poder normativo de la Administración para completar la regulación legal y lograr así la plena efectividad de sus mandatos, remisión inexcusable, por lo demás, cuando, como es el caso arquetípico de la propiedad inmobiliaria, las características naturales del bien objeto de dominio y su propia localización lo hacen susceptible de diferentes utilidades sociales, que pueden y deben traducirse en restricciones y deberes diferenciados para los propietarios que, como regla general, sólo por vía reglamentaria pueden establecerse...»
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	Bajo tal expresión, el Tribunal Constitucional ha precisado que en la reserva relativa «...los criterios o principios que han de regir la materia deben contenerse en una ley, (si bien) resulta admisible la colaboración del reglamento, siempre que sea "indispensable por motivos técnicos o para optimizar el cumplimiento de las finalidades propuestas por la Constitución o por la propia ley" y siempre que la colaboración se produzca "en términos de subordinación, desarrollo y complementariedad"...», p.e., STC 63/2003, FJ 4.º. En consecuencia, la mayor o menor intensidad de la colaboración reglamentaria se produce en función de la naturaleza del derecho sobre el que se proyecta.
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	En este sentido, p.e., se afirma que la ordenación territorial y urbanística, articulada a través de la figura del plan, «...integra una intensa regulación de la propiedad privada, dibujada, así, con rango reglamentario en virtud de la habilitación establecida en la ley en relación con la expresa dicción del art. 33.2 de la Constitución...», SSTS de 23 de junio de 1994 (Recurso de Casación n.º 600/1992); o 9 de julio de 1991 (Recurso de Apelación n.º 478/1989).
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	Sobre la incidencia que la Directiva 2006/123/CE, relativa a los servicios en el mercado interior, y su trasposición mediante las Leyes 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio; y 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, pueden tener en materia de urbanismo, cfr. GUTIÉRREZ COLOMINA, Venancio, «La incidencia de la Directiva de Servicios en el ámbito urbanístico», Revista de Estudios Locales n.º 122 (2009), pág. 23 y ss.
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	En cuanto órgano elegido por los vecinos a los que representa en virtud de una relación orgánica. Sobre esta tipología de órganos, cfr. GALLEGO ANABITARTE, Alfredo; CHINCHILLA PEINADO, Juan Antonio; DE MARCOS FERNÁNDEZ, Ana; RODRÍGUEZ-CHAVES MIMBRERO, Blanca. Conceptos y principios fundamentales del Derecho de Organización, 2000, pág. 37.


	 Ver Texto 




	 (9) 

	Doctrina sentada en relación a la potestad sancionadora local (pero aplicable a otros ámbitos) por las SSTC 25/2004, de 26 de febrero, FJ 4.º; 16/2004, de 23 de febrero, FJ 5.º; 19/2003, de 27 de octubre, FJ 3.º; 161/2003, de 15 de septiembre, FJ 2.º; 132/2001, de 8 de junio, FJ 5.º; y ATC 160/2003, de 19 de mayo, FJ 4.º; y en relación a la potestad tributaria local por las STC 233/1999, de 13 de diciembre, FJ 10.º.
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	Debe tenerse en cuenta que es el Pleno quien otorga la aprobación que ponga fin a la tramitación municipal de los instrumentos de planeamiento, así como la aprobación inicial del Plan de Ordenación Municipal, se trate de Municipios «ordinarios» o de «gran población», a tenor de los arts. 22.2.c) y 123.1.i) LBRL.
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	Los Planes de Ordenación del Territorio, de carácter integral o sectorial, que establecen directrices de coordinación territorial para la formulación de los diferentes instrumentos de ámbito espacial menor. Los Planes de Singular Interés, que tienen por objeto la ordenación y transformación del suelo en actuaciones de iniciativa pública de relevante interés social o económico en el ámbito regional. Los Planes de Ordenación Municipal, que definen la estrategia de utilización del territorio y su ordenación urbanística estructural, así como la ordenación detallada del suelo urbano y, en su caso, del urbanizable de ejecución prioritaria y la ordenación del suelo rústico conforme a su régimen propio, en los Municipios que deban contar con este tipo de planes. Los Planes de Delimitación de Suelo Urbano, que, excepcionalmente, suplen la función propia de los Planes de Ordenación Municipal en Municipios exentos del deber de formularlos. Los Planes Parciales, que desarrollan o mejoran el correspondiente Plan de Ordenación Municipal estableciendo la ordenación detallada de sectores concretos de suelo urbanizable. Los Planes de Reforma Interior, que desarrollan o mejoran el correspondiente Plan de Ordenación Municipal con el objetivo principal de la renovación urbana para áreas concretas de suelo urbano, debiendo diferenciar los terrenos que han de quedar sujetos al régimen de actuaciones de urbanización de los que se someten al régimen de actuaciones de edificación. Los Planes Especiales, que desarrollan, complementan o incluso, modifican el planeamiento territorial o urbanístico cumpliendo diversos contenidos sectoriales de relevancia para la ordenación espacial. Igualmente inciden en la determinación del contenido del derecho propiedad, si bien en menor medida, las Normas Técnicas de Planeamiento, art. 15.1.b) TRLOTAU, al concretar y aumentar los estándares mínimos de suelo dotacional, y las Ordenanzas Municipales de Edificación, cuyo objeto es la regulación de todos los aspectos morfológicos, incluidos los estéticos, y cuantas otras condiciones, no definitorias directamente de la edificabilidad y destino del suelo, sean exigibles para la autorización de los actos de construcción, edificación y utilización de los inmuebles, art. 16.1.a) TRLOTAU.
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	De ahí que, p.e., SCHMIDT-AßMANN, Eberhard. «Elementos estructurales y niveles de la planificación en el Derecho alemán (con especial referencia al "sistema de planeamiento territorial")», RDA n.º 6 (2004), pág. 16 precise que la planificación es un proceso de toma de decisiones que parte de la comprensión analítica de las circunstancias presentes, la predicción de desarrollo futuros y la propuesta de un orden normativo.
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	Cfr. HOPPE, Werner. «Planificación», DA n.º 235-236 (1993), pág. 176.
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	Cfr. STS de 2 de enero de 1992 (Recurso de Apelación n.º 68/1990); o STSJ de Castilla-La Mancha de 5 de septiembre de 2008 (Recurso contencioso-administrativo n.º 363/2004).
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	Cfr. STSJ de Castilla-La Mancha de 17 de noviembre de 2009 (Recurso contencioso-administrativo n.º 731/2003); STSJ de Castilla-La Mancha de 24 de octubre de 2005 (Recurso contencioso-administrativo n.º 679/2001).
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	Cfr. STSJ de Castilla-La Mancha de 11 de julio de 2005 (Recurso contencioso-administrativo n.º 566/2001); STSJ de Castilla-La Mancha de 25 de junio de 2003 (Recurso contencioso-administrativo n.º 494/1999).
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	Cfr. STSJ de Castilla-La Mancha de 7 de mayo de 2007 (Recurso contencioso-administrativo n.º 160/2004).
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	Cfr., p.e., la STSJ del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha de 26 de marzo de 2007 (Recurso contencioso-administrativo n.º 871/2003), que confirma la legalidad de la modificación puntual n.º 20 del Plan General de Ordenación Urbana de Toledo (Entorno de la Fábrica de Armas), donde se afirma que «...Con relación a las zonas verdes, se destinan un total de 66.777,84 m², que da cumplimiento al estándar previsto en el art. 31.1.c), de la LOTAU (suelo urbano no consolidado; con fijación de una reserva mínima del 10%, de superficie total ordenada a tal fin, en aquéllos sectores en que la edificabilidad es inferior a 6.000 m², construibles por hectáreas, suponiendo la zona verde un 17,24% de la superficie total). Tampoco se puede olvidar que es discrecional de la Corporación local fijar su distribución y fijación; y que se racionalidad se materializó a través de la corrección técnica consensuada por ambas Administraciones, según lo dispuesto en el art. 37.5, de la LOTAU; que se ha materializado en la creación de 14.197,58 m², nuevos en la unidad de actuación Vega Baja en el margen este del río, complementado con la incorporación de dos nuevos puntos de cruce del río Tajo, generando la solución de continuidad exigida. Por otra parte, la recurrente delimita unos porcentajes por exclusión de una zona que se encuentra incluida, como señala la Corporación Local (la de los polvorines). 3.º) Por lo que afecta a otras dotaciones y a la reserva o atribución de suelo para las mismas; se ha de manifestar, que la modificación puntual cumple con lo establecido en art. 31.1.c), de la LOTAU, veinte metros cuadrados de suelo por cada 100 m² de techo residencia; es más se excluyen terrenos para su cómputo, que se han incluido (polvorines, sin que exista problema para que se de el supuesto de una unidad de actuación en suelo urbano discontinua, con resolución de las vías de comunicación; sin que sea exigible que se fije el destino específico del suelo dotacional "ex" art. 31 LOTAU; pudiendo definirla la normativa de desarrollo...». En la misma línea, STSJ de Castilla-La Mancha de 13 de junio de 2005 (Recurso contencioso-administrativo n.º 345/2001).
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	Cfr. STSJ de Castilla-La Mancha de 27 de septiembre de 2004 (Recurso contencioso-administrativo n.º 259/2000).
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	Dicho precepto exigía que «La memoria del Plan general establecerá las conclusiones de la información urbanística que condicionen la ordenación del territorio, analizará las distintas alternativas posibles y justificará el modelo elegido, las determinaciones de carácter general y las correspondientes a los distintos tipos y categorías de suelo». Ello significaba, como precisó DELGADO BARRIO, Javier. «El control de la discrecionalidad del planeamiento (La jurisprudencia a la luz del Texto Refundido de 26 de junio de 1992)», en la obra colectiva Urbanismo, Cuadernos de Derecho Judicial XXIII, 1992, pág. 189 y ss., que la Memoria debía reflejar todas las alternativas posibles y proceder a su análisis, lo que implicaba tomar en consideración sus ventajas e inconvenientes, adoptando la decisión justificadamente, mediante la exteriorización de las razones que habían conducido a elegir el concreto modelo territorial adoptado. Esta función de la Memoria la convertía en el contexto dominante frente al resto de la documentación del plan, por lo que en su interpretación prevalecía la misma. Sobre el contenido y funcionalidad de la Memoria, cfr. STSJ de Castilla-La Mancha de 7 de julio de 2003 (Recurso contencioso-administrativo n.º 413/1999).
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	Como recuerda SÁNCHEZ GOYANES, Enrique. «Comentario a la Exposición de Motivos», en la obra colectiva Ley de Suelo. Comentario sistemático del Texto Refundido de 2008, 2009, pág. 107. Aquí debe tenerse presente la presunción establecida por la jurisprudencia, en referencia a la calificación del suelo, donde las facultades discrecionales de la Administración son muy amplias al estar en función de la valoración que se haga de las necesidades sociales, conveniencia de oportunidad del destino del suelo y de la armonización de los más variados intereses comunitarios. En consecuencia, y mientras que por el propietario del suelo o un tercer interesado no se pruebe lo contrario, se presume que la actividad administrativa se ajusta al ordenamiento jurídico y se dirige a satisfacer las exigencias del bien común en aras de un mejor servicio a la sociedad.
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	Cfr. al respecto, p.e., SÁNCHEZ GOYANES, Enrique. «El estatuto jurídico de la propiedad urbanística: articulación legal», en la obra colectiva Derecho Urbanístico de Castilla y León, 2.ª ed., 2005, pág. 229 y ss., donde se individualizan como técnicas de control de la discrecionalidad del planificador el principio de interdicción de la arbitrariedad, la vinculación por los hechos determinantes, el principio de proporcionalidad, el principio de igualdad, el principio de seguridad jurídica, el principio de equidistribución, los criterios legales de clasificación y calificación del suelo y los criterios materiales de ordenación.
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	P.e., la STSJ de Castilla-La Mancha de 5 de septiembre de 2008 (Recurso contencioso-administrativo n.º 363/2004), rechaza anular el Plan de Ordenación Municipal de Yunclillos, dado que no se ha probado el carácter arbitrario de sus determinaciones. En concreto afirma que «...Respecto a la discrecionalidad técnica con la que cuenta la Administración a la hora de elaborar un nuevo plan de Ordenación Municipal, la jurisprudencia de esta Sala tiene declarado que, "constituye o es resultado de una elaboración doctrinal y jurisprudencial, que el planeamiento urbanístico deriva de una facultad discrecional de la Administración que planifica e interpreta lo más conveniente para los intereses generales, adoptando la solución más adecuada de entre las posibles, con arreglo a criterios de oportunidad técnica o discrecional, siempre y cuando dicha resolución no se revele irracional o arbitraria. A lo que habría que añadir que, no afectando la revisión impugnada a intereses comunitarios, no puede la Administración autonómica hacer revisiones de mera oportunidad. Aplicando los principios anteriores al caso ahora enjuiciado, correspondía a la impugnante acreditar que la decisión municipal sobre el trazado de la calle por el lugar previsto era arbitraria e injustificada; y que técnicamente era más lógico otro trazado diferente. Y la recurrente únicamente realiza alegaciones que no justifican el carácter arbitrario alegado, y que vienen referidas a que discurre por su propiedad (también afecta al menos a otros tres) y consecuentemente ve cercenada su propiedad; no aporta los informes o dictámenes técnicos imprescindibles que apoyen sólidamente el carácter irracional o arbitrario en el trazado de la calle..."». En la misma línea, cfr. STSJ de Castilla-La Mancha de 7 de julio de 2003 (Recurso contencioso-administrativo n.º 413/1999).
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	Como había apuntado RODRÍGUEZ DE SANTIAGO, José María, La ponderación de bienes e intereses en el Derecho Administrativo, 2000, pág. 33 y ss., y 92 y ss.
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	Cfr., p.e., STSJ de Castilla-La Mancha de 26 de octubre de 2004 (Recurso contencioso-administrativo n.º 981/1999), que confirma la legalidad de la Revisión y Adaptación del Plan General de Albacete, en lo tocante a la afectación de los terrenos sobre los que se ubica una estación de servicio y que se califican como dotacional viario a obtener por expropiación. Frente a la alegación de arbitrariedad, la Sala precisa que «...Sexto. Queda, por fin, el análisis de los motivos impugnatorios específicos de las determinaciones afectantes a las estaciones de servicio (gasolineras) ubicadas en C/ Hermanos Falcó, n.º 2 y C/ Almansa, n.º 2. No existe vulneración del principio de seguridad jurídico por el hecho de que no estén incluidas o adscritas a unidades de actuación; en este caso, como ambas partes reconocen (art. 126 de la LOTAU) dicho suelo se obtiene por expropiación u ocupación directa; no es preciso que el Plan indique cómo o cuando se producirá; el acuerdo municipal ulterior de 26 de agosto de 1999 ya establece que los sistemas generales se obtendrán por expropiación; y en orden al momento en que se producirá, bien por iniciativa de la Administración, bien si esta no se produce y transcurridos cinco años desde la aprobación, a iniciativa de la propiedad a tenor del art. 69 del T.R. de la Ley del Suelo de 1976. La estación de servicio de la C/ Hermanos Falcó, n.º 2 queda afectada por un sistema general (rotonda) y también por dotación local (VA-VE-21); la denunciada actuación arbitraria así como la ausencia de proporcionalidad entre el perjuicio al interés privado y al interés general se desmorona tras la lectura atenta del informe pericial (págs. 19, 20 y 21 en relación con los documentos acompañados); así, en cuanto a la dotación viaria del Sistema Local "es incuestionable su necesidad y trazado previsto. No ha lugar a alternativa viaria. Se resuelve dentro del P.A.U. aprobado"; y en cuanto al Sistema General, con independencia de la discrecionalidad Técnica de la Administración, el Perito considera que la rotonda de amplio radio (32 metros) es la "única forma de ordenar y priorizar el tráfico en este tipo de intersecciones"; incluso el punto central de la rotonda no está ubicado en el lugar ideal (intersección de ejes de vías principales); de estar en el punto ideal (plano n.º 2.4) la rotonda se desplazaría casi diez metros al Oeste, con lo que afectaría más a la Estación; el punto diseñado es el que menos afecta a todas las fincas incluida la Estación. En lo que a la proporcionalidad se refiere, debe priorizarse la defensa del interés general frente al particular esgrimido por la actora. La estación de servicio de la C/ Almansa, n.º 2 está afectada íntegramente por un Sistema General (rotonda); y las anteriores consideraciones son también válidas en el presente caso, añadiendo, según el citado informe, que existiendo una propuesta de ordenación urbanística que implica el traslado de la gasolinera a otro lugar, las alternativas viarias carecerían de sentido, y más después de haber sido aprobado el traslado a otro lugar mediante consenso entre Ayuntamiento, CEPSA y arrendatario, por acuerdo del Pleno de 29 de Abril de 2004...»
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	Conexión entre ponderación y principio de desarrollo sostenible efectuada por RODRÍGUEZ-CHAVES MIMBRERO, Blanca, «Protección ambiental y ordenación territorial y urbanística: ponderación y desarrollo sostenible», RDUyMA n.º 193 (2002), pág. 111 y ss; BERMÚDEZ SÁNCHEZ, Javier, «Criterios de una nueva reglamentación ambiental. A propósito de la regulación económica y el medio ambiente», RDUyMA n.º 198 (2002), pág. 115 y ss.; DÍAZ LEMA, José Manuel, Nuevo Derecho del suelo. Comentarios a la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo, 2008, pág. 19; y ALLI ARAGUREN, Juan-Cruz, ALLI TURRILLAS, Juan-Cruz, Estudio sistemático del Texto Refundido de la Ley del Suelo, 2008, pág. 239.
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	El art. 3.3 del Tratado de la Unión Europea (versión consolidada, DOUE de 9 de mayo de 2008) precisa que la Unión Europea «...obrará en pro del desarrollo sostenible de Europa basado en un crecimiento económico equilibrado..., y en un nivel elevado de protección y mejora de la calidad del medio ambiente... (fomentando) la cohesión económica, social y territorial...». A su vez, el art. 37 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea de 7 de diciembre de 2000 (versión adaptada de 12 de diciembre de 2007, DOUE de 14 de diciembre de 2007), determina que «en las políticas de la Unión se integrarán y garantizarán, conforme al principio de desarrollo sostenible, un nivel elevado de protección del medio ambiente y la mejora de su calidad». Desde estos planteamientos, las iniciativas de la Unión Europea se condensan en la Comunicación de la Comisión Europea sobre «Estrategia temática para el Medio Ambiente Urbano» de 11 de enero de 2006, donde se incide en la idea basal de que «...Los planes de gestión urbana integrada deberán incorporar medidas para limitar el riesgo medioambiental que permitan a las zonas urbanas afrontar mejor ese cambio. Los ámbitos prioritarios en los que han de intervenir las autoridades locales para reducir los gases de efecto invernadero son el transporte y la construcción. Una mayor implantación de planes de transporte urbano sostenible, que incluyan medidas específicas para promover el uso de vehículos de bajo índice de emisiones de CO2 y de bajo consumo energético, contribuirá a reducir las emisiones de gases de efecto invernadero a nivel local. La construcción sostenible mejora el rendimiento energético coadyuvando a la reducción de las emisiones de CO2... La planificación urbana sostenible (utilización adecuada del suelo) contribuirá a reducir la expansión incontrolada y la pérdida de hábitats naturales y de la diversidad biológica. La gestión integrada del medio urbano deberá propiciar políticas de utilización del suelo sostenibles que eviten el crecimiento urbano desordenado y reduzcan el sellado del suelo, así como prever la promoción de la biodiversidad urbana y despertar la sensibilidad del ciudadano. La estrategia temática para la protección del suelo, en curso de elaboración, tratará con probabilidad la rehabilitación y reutilización de las zonas industriales abandonadas así como la planificación del ahorro de espacio con el fin de aminorar el sellado de suelos y asegurar un uso racional... Una mejor gestión urbana puede limitar las repercusiones del uso diario de recursos como la energía y el agua. Poner freno al crecimiento desordenado de las ciudades a través de pautas de asentamiento de alta densidad y utilización mixta presenta ventajas en cuanto a usos del suelo, transporte o calefacción y disminuye la utilización de recursos per cápita...». Dando un paso más, el Libro Verde sobre la Cohesión Territorial (Convertir la diversidad territorial en punto fuerte), recogido en la Comunicación de la Comisión de 6 de octubre de 2008, fija como objetivo final del desarrollo sostenible la cohesión social, en la medida en que ésta «tiende puentes entre la eficacia económica, la cohesión social y el equilibrio ecológico, situando el desarrollo sostenible en el centro de la formulación de las políticas».
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	Como correctamente señala el art. 4.2.b) TRLOTAU, al exigir que la actuación pública de ordenación del territorio o de utilización o uso del suelo responda a la armonización de los requerimientos del desarrollo económico y social con la preservación y la mejora del medio ambiente urbano y natural, asegurando a todos una digna calidad de vida. En la misma línea, p.e., la Carta de Leipzig sobre Ciudades Europeas Sostenibles, aprobada con ocasión de la Reunión Informal de Ministros sobre Desarrollo Urbano y Cohesión Territorial celebrada en Leipzig el 24/25 de mayo de 2007, precisa que «...todas las dimensiones del desarrollo sostenibles han de tomarse en consideración simultáneamente y con el mismo peso. Estas son la prosperidad económica, el equilibrio social y un medioambiente saludable...»
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	Partiendo de la conocida definición del desarrollo sostenible como el desarrollo económico y social que satisfaga las necesidades del momento presente sin comprometer la cobertura de las necesidades de las generaciones futuras, la Estrategia Española de Desarrollo Sostenible, aprobada por el Consejo de Ministros el 23 de noviembre de 2007, inquiere «el uso eficiente y racional de los recursos naturales, en particular, de los energéticos, los hídricos, la biodiversidad y el suelo», intentando «asegurar la disponibilidad y calidad de estos recursos de forma compatible con el crecimiento económico». A su vez, la Estrategia Española de Medio Ambiente Urbano, aprobada por el Consejo de Ministros de 11 de enero de 2008, fija como objetivos del urbanismo sostenible la creación de «ciudad» y no de simple urbanización, la recuperación y rehabilitación de la ciudad existente, el aumento de la calidad urbana, en especial de la red de espacios y equipamientos públicos, y la integración del urbanismo en un modelo de ordenación del territorio con criterios de sostenibilidad. Desde esos parámetros, fija como directrices del desarrollo sostenible: «Ordenar la remodelación y la expansión urbana. 4.1. Crear ciudad, frente a la tendencia de generar urbanización sin carácter urbano. Para ello hay que evitar la proliferación de áreas de baja densidad que se alejan de las características de vitalidad, accesibilidad, diversidad y servicios básicos que caracterizan la vibrante ciudad europea clásica. Proximidad y mezcla de usos han de ser dos vectores básicos de lo urbano. 4.2. Desincentivar la utilización masiva de tipologías de vivienda aislada o adosada que son causa de tejido disperso. Favorecer los modelos más compactos de crecimiento o reorganización urbana. 4.3. Limitar el desarrollo de actividades monofuncionales de alta densidad, por su efecto de succión sobre la vida urbana, máxime cuando no están vinculados a infraestructuras de transporte público. 4.4. Reciclar los tejidos de baja densidad o procedentes del urbanismo a saltos, vinculándolos a la ciudad existente o a nuevas centralidades centradas en el transporte colectivo. 4.5. Ordenar los nuevos crecimientos en contigüidad con las zonas consolidadas de cara a garantizar un mantenimiento adecuado a futuro de las áreas construidas. 4.6. Reutilizar los tejidos interiores obsoletos o fuera de uso para las necesidades urbanas antes de poner en carga zonas intocadas. 4.7. Recuperar las zonas vulnerables y barrios en crisis social y ambiental3, fomentando la integración social y la mezcla de usos y rentas en todas las zonas urbanas. 4.8. Mejora continua de los tejidos urbanos, sin expulsión de la ciudadanía tanto de zonas centrales, como de barrios periféricos, en colaboración con los residentes. 4.9. Incorporar la evaluación ambiental estratégica en los procesos de planificación urbana. 4.10. Concebir el espacio público como eje vertebrador de la ciudad, liberándolo de su función imperante al servicio del coche, para convertirlo en espacio de la convivencia, del ocio, del ejercicio, del intercambio y de otros múltiples usos. 4.11. Diseñar el espacio público controlando las variables de entorno: confort térmico, ruido, contaminación atmosférica, seguridad, etc., del mismo modo que se controlan las variables de entorno en el diseño arquitectónico. 4.12. Incorporar la información como valor añadido en el espacio público a través del diseño y la introducción de las Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC). 4.13. Planificar el subsuelo (planes de infraestructuras) para, entre otros, organizar la distribución urbana implantando plataformas logísticas y ordenar los servicios urbanos desarrollando una red de galerías de servicios. 4.14. Integrar en el urbanismo un modelo de ordenación del territorio con criterios de sostenibilidad. Directrices vinculadas a la biodiversidad y preservación de valores naturales 4.15. Definir y estudiar el territorio y sus valores ambientales, paisajísticos y culturales como base de las extensiones urbanas. 4.16. Integrar los espacios de alto valor ecológico, abundantes en agua o con especial riqueza natural en la red de espacios públicos y verdes de la ciudad. 4.17. Desarrollar patrones de urbanización de bajo impacto tanto en nuevos desarrollos como en operaciones de reurbanización interior, reduciendo el sellado y la impermeabilización del suelo. 4.18. Crear corredores y anillos verdes que asocien los espacios de naturaleza en la ciudad con los espacios naturales periurbanos y rurales, favoreciendo su uso por la mayor parte de la ciudadanía. Directrices vinculadas a la eficiencia de los recursos y el metabolismo urbano 4.19. Conseguir tanto en operaciones de nuevo trazado como en los proyectos urbanos en zonas consolidadas, que las estructuras urbanas generadas sean ahorradoras de suelo, agua, energía y materiales, mediante el análisis de su funcionamiento integrado en el entorno. 4.20. Integrar el metabolismo urbano como tema prioritario en los planes urbanísticos. El planeamiento debe incorporar un análisis integrado del metabolismo urbano, garantizando que las funciones urbanas se pueden realizar satisfactoriamente con el menor consumo de recursos, agua, energía y materiales y con la menor producción de residuos posible. 4.21. Establecer en la planificación urbanística un nivel mínimo de energía renovable y un determinado grado de autosuficiencia energética que combine la generación y las medidas de ahorro y eficiencia. 4.22. Establecer en la planificación y en la proyección urbanística un nivel mínimo de autosuficiencia hídrica que combine las medidas de captación con las medidas de ahorro y eficiencia. 4.23. Establecer en los planes y proyectos urbanísticos los tipos de materiales a utilizar, procedencia y toxicidad así como el porcentaje mínimo de materiales reciclados y reutilizados. 4.24. Habilitar en la edificación (habitación, vivienda y edificio) los espacios e infraestructuras que hagan posible una gestión de residuos basada en las 3R. 4.25. Vincular los usos urbanos a su accesibilidad a pie o en bicicleta, o al menos a su integración en la red intermodal local de transporte. Reorganizar la movilidad urbana priorizando los modos menos nocivos. Directrices vinculadas a la complejidad y mezcla de usos y la sociedad del conocimiento 4.26. Establecer un mínimo de mezcla de usos en los nuevos desarrollos o en operaciones de creación de centralidad en las áreas existentes. 4.27. Desarrollar planes urbanísticos que potencien el modelo de ciudad compleja con actividades densas en conocimiento. 4.28. Asociar la localización de usos con el acceso al empleo, la vitalidad de la economía local o el establecimiento de estructuras de desarrollo local resistentes a la crisis. 4.29. Abordar el reto de hacer ciudad en la ciudad en los tejidos que, provenientes de patrones especulativos o de las decepcionantes periferias industriales corren el riesgo de incorporarse a las zonas vulnerables o barrios en crisis en los que ya se acumula parte de la población de menores rentas o procedente de la emigración. 4.30. Recuperar el pulso de la mejora y mantenimiento constante de la ciudad existente, superando los criterios de rentabilidad económica, aprovechando su calidad para que sea oportunidad de usos dinamizadores. 4.31. Recrear una red de espacios públicos a partir de los existentes y de la mejora de la calidad en todos los barrios de cada ciudad. 4.32. Incluir entre las responsabilidades de la gestión urbana el acceso universal a las TIC y la prevención de la brecha digital. Directrices vinculadas a la estabilidad social 4.33. Diseñar una ciudad de cortas distancias, en la que los servicios básicos sean accesibles espacial y económicamente a toda la ciudadanía, incluyendo población vulnerable por cualquier tipo de circunstancia. 4.34. Facilitar la mayor autonomía de grupos dependientes o de movilidad reducida mediante el cuidado en el diseño de la accesibilidad a espacios y equipamientos públicos, vivienda y servicios básicos. 4.35. Facilitar las responsabilidades sociales de cuidado, crianza y atención a la dependencia. 4.36. Mezcla de rentas, cultura y etnias en todas las zonas urbanas. 4.37. Incorporar la perspectiva de género y de generación en los procesos de planificación urbana...».
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	Cfr. MENÉNDEZ REXACH, Ángel, «Urbanismo sostenible, clasificación del suelo y criterios indemnizatorios: estado de la cuestión y algunas propuestas», RDUyMA n.º 200 (2003), pág. 136 y ss.; RODRÍGUEZ-CHAVES MIMBRERO, Blanca, «Protección ambiental y ordenación territorial y urbanística: ponderación y desarrollo sostenible», RDUyMA n.º 193 (2002), pág. 111 y ss.
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	Como precisa AGUDO GONZÁLEZ, Jorge. Urbanismo y Gestión del Agua, 2007, pág. 30. En concreto, el art. 31 TRLOTAU define los estándares mínimos de calidad urbana de preceptiva observancia por los Planes.
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	En la terminología adoptada por el Informe 10/2006 de la Agencia Europea de Medio Ambiente, donde se señalan como causas de tal expansión urbana descontrolada, que ha supuesto un aumento de la ocupación del suelo en torno a un 20% cuando el aumento de la población sólo ha aumentado un 6% en los últimos años, «...La calidad de los sistemas de transporte, el precio del suelo, las preferencias individuales en materia de vivienda, las tendencias demográficas, las tradiciones y limitaciones culturales y el atractivo de las zonas urbanas existentes son factores que influyen en la forma en que se desarrolla un área urbana. Otra de las causas principales es la aplicación de políticas de ordenación en el ámbito local y regional. Incentivada por los Fondos de Cohesión y por los Fondos Estructurales de la Unión Europea, que financian el desarrollo de las infraestructuras, la expansión descontrolada se ha acelerado en respuesta a la mejora de las conexiones de transporte y el aumento de la movilidad personal... (así como) la actual tendencia hacia la creación de nuevas áreas urbanas de baja densidad (que) está generando un aumento del consumo...». En esta línea crítica, y por lo que respecta al urbanismo español resultan clarificador el análisis de las causas del actual modelo de «urbanismo insostenible, expansivo y depredador» efectuado por AGUDO GONZÁLEZ, Jorge, Urbanismo y Gestión... cit., pág. 21 y ss.
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	Como han precisado PAREJO ALFONSO, Luciano y ROGER FERNÁNDEZ, Gerardo, Comentarios a la Ley de Suelo, 2007, pág. 84.
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	En la medida en que tienen, conforme al art. 18.2 TRLOTAU «como objetivo principal la organización racional y equilibrada del territorio y, en general, de los recursos naturales que procure la articulación, integración y cohesión de la Comunidad Autónoma tanto internamente como con el resto de España, así como la disposición de las actividades y usos que optimice las condiciones de vida en colectividad y armonice el desarrollo económico-social con el medio ambiente en general, la preservación de la naturaleza y la protección del patrimonio arquitectónico y del histórico y cultural». En este contexto debe situarse la denominada «Versión Preliminar para la Información y Participación Pública del Plan de Ordenación del Territorio. Estrategia Territorial de Castilla-La Mancha», donde se precisan como objetivos del POT «...El objetivo global del POT Regional es planificar la ordenación física del territorio de Castilla-La Mancha a medio y largo plazo que, acorde con las necesidades y potencialidades de la región, defina la organización racional y equilibrada del suelo y de los recursos naturales, y procure la articulación, integración y cohesión económica y socialmente sostenible de la región, tanto a nivel interno como con el resto de España y Europa. Los objetivos específicos del POT Regional se concretan en los cuatro ejes estratégicos siguientes, sobre los que se estructurarán las políticas que orienten la planificación futura del territorio castellano-manchego. Eje 1: desarrollo de un territorio competitivo y vertebrado. Desarrollar las potencialidades del territorio para propiciar la generación y acumulación de riqueza económica de forma equilibrada territorialmente, así como aumentar la capacidad de comunicación, conexión y movilidad interna y con el exterior, desde cualquier espacio del territorio regional, para mejorar el nivel de competitividad, innovación, apertura, formación, conectividad y accesibilidad de la región castellano-manchega. Eje 2: cohesión social y calidad de vida. Aumentar la capacidad de coordinación en la gestión de los equipamientos públicos e infraestructuras con el desarrollo urbanístico de los Municipios para mejorar la calidad de vida y el nivel de cohesión social e integración de Castilla-La Mancha. Eje 3: puesta en valor, gestión y uso sostenible de los recursos ambientales, culturales y paisajísticos. Promover el reconocimiento, la preservación activa y la gestión económica sostenible de los valores patrimoniales y naturales de la región, para mejorar el nivel cultural y de sostenibilidad ambiental de Castilla-La Mancha. Eje 4: coordinación y cooperación en las actuaciones con impacto sobre el territorio. Crear un marco de conocimiento, participación y debate para las administraciones públicas, las organizaciones privadas y la ciudadanía sobre las actuaciones con efecto en el territorio, para mejorar el nivel de gobernanza y participación ciudadana de Castilla-La Mancha...». La información sobre el POT se contiene en http://www.potcastillalamancha.com.
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	El art. 24.1.a) TRLOTAU precisa que la definición de la ordenación estructural que establezca el Plan de Ordenación Municipal comprenderá el «establecimiento de las directrices que resulten del modelo de evolución urbana y de ocupación del territorio asumido, previendo la expansión urbana para los doce años siguientes, sin perjuicio de mayores plazos para la reserva de suelo con destino a dotaciones e infraestructuras públicas que así lo demandaren y justificando su adecuación a los Planes de Ordenación del Territorio».
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	P.e., la STS de 17 de junio de 1989 rechaza que la regulación de los aparcamientos desde el punto de vista urbanístico, dado que una de sus finalidades es precisamente resolver el problema del tráfico en las zonas urbanas, pueda consistir en la exigencia de una vinculación necesaria en el terreno de la titularidad dominical. Lo que podrá hacer el plan es determinar que el uso de los aparcamientos construidos en edificios habitados esté adscrito al ocupante de la vivienda o local de negocio, pero sin que pueda limitar el concreto título jurídico por el que se articule dicha vinculación.
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	P.e., STS de 24 de junio de 2008 (Recurso de Casación n.º 4567/2004).
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	Sobre la causa de nulidad del art. 104 LJCA, cfr. en detalle CHINCHILLA PEINADO, Juan Antonio, «La ejecución aparente del fallo de las sentencias contencioso-administrativas en el ámbito urbanístico. Un balance tras 10 años de vigencia de la Ley 29/1998», RDUyMA n.º 245 (2008), pág. 65 y ss. Resulta aquí suficiente con apuntar que no concurrirá tal causa de nulidad si existe una real y exteriorizada justificación de los criterios urbanísticos que justifiquen su adopción. El nuevo instrumento de planeamiento no debe tener por finalidad convertir lo ilegal en legal, sino atender racionalmente al interés público urbanístico. Resulta necesario, por tanto, que el instrumento de planeamiento obedezca a unas nuevas y diferentes directrices urbanísticas que se fundamenten en razones objetivas, convincentes, y reconocibles de tipo urbanístico. Desde este punto de partida, el Tribunal Supremo afirma, en primer lugar, que si la fundamentación es la misma, o no se explicita motivación alguna, en la aprobación del nuevo instrumento de planeamiento (sea una modificación o una revisión, o un instrumento ex novo) se deduce una evidente intencionalidad de eludir del cumplimiento del fallo de la sentencia, al inferirse la inexistencia de nuevas circunstancias que justifiquen su adopción. En segundo lugar, un elemento que permite considerar que no existe dicha causa de nulidad desviación de poder se produce cuando el nuevo planeamiento es aprobado por un órgano distinto al que aprobó el anterior acto administrativo (licencia) impugnado y anulado, dada la dificultad que implica el acreditar la connivencia, en el procedimiento compartido de aprobación de instrumentos de planeamiento urbanísticos, entre el Ayuntamiento y la Comunidad Autónoma. En tercer lugar, no se aprecia dicha intencionalidad si la modificación del instrumento de planeamiento afecta a un ámbito más amplio que la parcela sobre la que se decretó la nulidad del otorgamiento de licencia. En cuarto lugar, en todo caso, para apreciar la existencia de desviación de poder con la aprobación del nuevo planeamiento el Tribunal Supremo precisa que debe tenerse en cuenta el interés público tutelado con la sentencia que anula el previo planeamiento. Si el nuevo instrumento de planeamiento respeta el interés legítimo tutelado en el proceso, respeta el contenido de la pretensión acogida en la sentencia
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	Título competencial que ya fue adoptado por el legislador estatal en la Disposición Final Única de la Ley 6/1998. Por el contrario, el Real Decreto Legislativo 1/1992 derivaba de éste título incorrectamente una legislación básica.
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	Que como ha precisado la STC 61/1997, de 20 de marzo, FJ 7.º, tampoco pueden identificarse con el contenido esencial constitucionalmente protegido de un derecho fundamental. Y ello porque el contenido esencial es un límite para el legislador, permitiendo garantizar el derecho frente a los eventuales abusos o extralimitaciones de los poderes públicos, en particular y en primer término, del legislador, cualquiera que éste sea, en su tarea reguladora. No constituye una técnica de delimitación competencial. En consecuencia, tanto el legislador estatal al regular las condiciones básicas del derecho de propiedad como el legislador autonómico al establecer el régimen del derecho de propiedad en materia de urbanismo deben respetar su contenido esencial.


	 Ver Texto 




	 (41) 

	Cfr. SSTC 24/2007, de 12 de diciembre, FFJJ 4.º y 13.º; 14/2007, de 18 de enero, FFJJ 3.º y 4.º; 133/2006, de 27 de abril, FJ 3.º; 239/2002, de 11 de diciembre, FJ 10.º; 37/2002, de 14 de febrero, FJ 12.º; 164/2001, de 11 de julio, FJ 5.º; 173/1998, de 23 de julio, FJ 9.º; y 61/1997, de 20 de marzo, FFJJ B.7.º y 8.º.
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	 (42) 

	Esta competencia para regular las condiciones básicas no es equiparable a la competencia estatal para dictar normas básicas, según el Tribunal Constitucional (lo que en la práctica no parece asumible, dado que no existe tal distinción) aunque ello no impide considerarlas como normas delimitadoras de los ámbitos competenciales del Estado y las comunidades autónomas, por lo que, como precisa la STC 54/2002, de 27 de febrero, incorpora una competencia del Estado para condicionar -mediante, precisamente, el establecimiento de unas «condiciones básicas» uniformes- el ejercicio de esas competencias autonómicas con el objeto de garantizar la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de sus derechos y en el cumplimiento de sus deberes constitucionales.
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	 (43) 

	Dicha denominación se recoge en la STC 98/2004, FJ 9.º.


	 Ver Texto 




	 (44) 

	Cfr. SSTC 241/2004, de 2 de diciembre; 240/2004, de 2 de diciembre; 239/2004, de 2 de diciembre; 238/2004, de 2 de diciembre; 237/2004, de 2 de diciembre; 217/2004, de 18 de noviembre; 216/2004, de 18 de noviembre; 215/2004, de 18 de noviembre; 214/2004, de 18 de noviembre; 213/2004, de 18 de noviembre; 212/2004, de 18 de noviembre; 211/2004, de 18 de noviembre; 210/2004, de 18 de noviembre; 209/2004, de 18 de noviembre; 208/2004, de 18 de noviembre; 207/2004, de 18 de noviembre; 206/2004, de 15 de noviembre; 205/2004, de 15 de noviembre; y 178/2004, de 21 de octubre, que confirman la constitucionalidad del artículo único de la Ley 3/1997, de 25 de abril, por la que se determina la participación de la comunidad en las plusvalías generadas por la acción urbanística del País Vasco, que fija un deber de cesión del 15 por 100 del aprovechamiento urbanístico en el suelo urbano. Y ello porque «...cuando se dictó la Ley Vasca 3/1997 el Estado todavía no había fijado de acuerdo con la Constitución y el bloque de la constitucionalidad ninguna condición básica que limitara el establecimiento por la Comunidad Autónoma de un concreto porcentaje de aprovechamiento urbanístico. Esta decisión estatal se adoptó por primera vez en términos constitucionalmente admisibles con la posterior Ley de las Cortes Generales sobre régimen del suelo y valoraciones de 1998 (así se declaró en la STC 164/2001, de 11 de julio). En 1997 sólo estaba vigente, sobre este punto, una condición básica estatal que permitía al legislador autonómico establecer un deber de cesión de aprovechamiento tanto en suelo urbano como en suelo urbanizable [art. 20.1 b) del Texto refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio], condición básica que no fue vulnerada por la Ley Vasca 3/1997 al establecer en ambas clases de suelo un deber de cesión del 15 por 100 del aprovechamiento de referencia...». Por el contrario, la STC 54/2002, FJ 5.º, declara inconstitucional la Ley 11/1998, de 20 de abril, por la que se modifica la anterior Ley 3/1997, fijando un deber de cesión del 10 por 100 del aprovechamiento urbanístico en suelo urbano. El argumento es contundente: «...basta con la lectura del art. único, apartado 1, de la Ley del Parlamento Vasco 11/1998 para concluir que contradice las "condiciones básicas" contenidas en el art. 14 LRSV. En efecto, el art. 14.2 c) LRSV, según se acaba de recordar, únicamente prevé deberes de cesión de aprovechamiento urbanístico en suelo urbano "no consolidado por la urbanización". En cambio, el art. 14.1 LRSV se limita a establecer, como deberes específicos de los propietarios de terrenos en suelo urbano "consolidado", el de completar a su costa la urbanización hasta que alcancen la condición de solar y el de edificarlos en los plazos establecidos por el planeamiento. Ello implica, como se razonó en el F. 20 de la STC 164/2001 que, conforme a dicha norma, los propietarios de suelo urbano "consolidado" no soportan (a diferencia de los propietarios de suelo urbano "no consolidado") deberes de cesión de aprovechamiento urbanístico, ni siquiera en solares o terrenos ya edificados pero sujetos a obras de rehabilitación... Tenemos, así, que la norma de "condiciones básicas" del art. 14.1 LRSV, dentro del amplio margen de configuración de que dispone el Estado y en línea con las determinaciones expresas de sus antecedentes normativos, determina que todos los propietarios de suelo urbano "consolidado" de España patrimonializan el 100 por 100 del aprovechamiento urbanístico correspondiente a cada parcela o solar. Este régimen uniforme en el disfrute de la propiedad urbana se quiebra en el territorio del País Vasco, donde según el art. único, apartado 1, de la Ley del Parlamente Vasco 11/1998 los propietarios de suelo urbano "consolidado" deben -al igual que los propietarios de suelo urbano "no consolidado"- ceder obligatoria y gratuitamente el 10 por 100 del aprovechamiento asignado a sus parcelas o solares (o, en el caso de obras de rehabilitación, el 10 por 100 del incremento de aprovechamiento urbanístico). Subrayemos aquí que en la estructura normativa del art. 14 LRSV las cesiones obligatorias de aprovechamiento no son un mínimo superable por cada Comunidad Autónoma sino, justamente, un máximo reducible en cada Comunidad; así resulta claramente del enunciado literal del art. 14.2 c) LRSV. En este sentido, la exclusión de toda cesión obligatoria de aprovechamiento urbanístico en el suelo urbano "consolidado" no admite modalización alguna de origen autonómico. Pues si la igualación de todos los propietarios de suelo urbano "consolidado" reside tanto en los deberes positivos a que se ha hecho referencia como en la inexistencia de deberes de cesión de aprovechamiento urbanístico -y sentado que aquélla es una opción estatal válida, según razonamos en el F. 4-, la imposición de deberes de cesión de aprovechamiento urbanístico por las comunidades autónomas frustraría el fin igualador buscado por los arts. 149.1.1 CE y 14.1 LRSV...».
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	 (45) 

	Cfr. SSTC 164/2001, FJ 5.º; y 61/1997, FJ B.10.º.


	 Ver Texto 




	 (46) 

	Cfr. SSTC 164/2001, FJ 5.º; y 61/1997, FFJJ B.9.º y 10.º.
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	Cfr. STC 61/1997, FJ E.17.º.f).
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	Así, MENÉNDEZ REXACH, Ángel, «Las competencias del Estado y de las comunidades autónomas sobre el régimen del suelo. Comentario crítico de la STC de 20 de marzo de 1997», RDUyMA n.º 153 (1997), pág. 48 y ss.
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	Cfr. SSTC 54/2002, FJ 4.º; 164/2001, FJ 12.º; y 61/1997, FFJJ D.14.º y 15.º.
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	Cfr. STC 61/1997, FJ E.16.º.
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	Cfr. STC 164/2001, FJ 20.º;
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	Cfr. STC 164/2001, FJ 22.º; y 61/1997, FJ E.17.e).
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	Cfr. STC 164/2001, FJ 23.º; y 61/1997, FJ E.17.º.a).
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	Cfr. STC f164/2001, FJ 23.º; y 61/1997, FJ E.17.º.a) y f).
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	Cfr. STC 164/2001, FJ 9.º.
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	Cfr. STC 164/2001, FJ 12.º.
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	Cfr. STC 164/2001, FJ 22.º; y 61/1997, FFJJ E.17.º.c) y d); y G.24.º.a).
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	Cfr. STC 61/1997, FJ E.17.º.b).
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	Cfr. STC 164/2001, FJ 23.º.
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	Cfr. STC 164/2001, FJ 20.º.
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	 (61) 

	Así, art. 19 a) de la Ley 9/1989, de 17 de noviembre, de Valoración del Suelo del País Vasco, que fijaba un aprovechamiento subsidiario de 0,2 m² de superficie construida o de techo de uso residencial por cada metro cuadrado de suelo, declarado inconstitucional por la STC 14/2007, de 18 de enero, por vulnerar el art. 29 de la Ley 6/1998.
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	Así, arts. 51.1.2 d) y e), 69.2 a) 1, 2 y 3, y b), y 71.3 de la Ley 2/1998, de 4 de junio, de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística de Castilla-La Mancha, en la medida en que imponen deberes de cesión en suelo urbano consolidado, declarados inconstitucionales por la STC 365/2006, de 21 de diciembre, por contravenir la condición básica establecida en el art. 14 de la Ley 6/1998.
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	 (63) 

	Cfr. SSTC 240/2006, FJ 10.º; 51/2004, FJ 9.º; 159/2001, FJ 4.º
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	 (64) 

	Cfr. STC 159/2001, FJ 4.º.
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	Cfr. STC 240/2006, FJ 8.º; 159/2001, FJ 4.º
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	 (66) 

	Esta expresiva frase se contiene en las SSTS de 13 de noviembre de 1989 y 7 de junio de 1988. No obstante, el Tribunal Constitucional ha precisado que la Constitución no asegura un contenido concreto o un ámbito competencial determinado y que no cabe hablar de «intereses naturales de los entes locales», sino que, «más allá de este límite de contenido mínimo que protege la garantía institucional, la autonomía local es un concepto jurídico de contenido legal, que permite, por tanto, configuraciones legales diversas, válidas en cuanto respeten aquella garantía institucional». Ahora bien, igualmente afirma el Tribunal Constitucional, que no resulta necesario argumentar particularmente que, entre los asuntos de interés de los Municipios y a los que por tanto se extienden sus competencias, está el urbanismo.
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	Crítico con esta interpretación del Tribunal Constitucional y del legislador autonómico de la autonomía local en el ámbito urbanístico, LLISET BORRELL, Francesc, «La competencia urbanística de los Ayuntamientos», RDUyMA n.º 225 (2006), pág. 257 y ss. En una línea más matizada, MENÉNDEZ REXACH, Ángel, «Autonomía urbanística municipal: planeamiento, disciplina y obras públicas», Anuario de Derecho Municipal n.º 1 (2007), pág. 94 y ss., propone avanzar en la línea de remitir la competencia de aprobación definitiva de los instrumentos de planeamiento general a los Ayuntamientos, reservándose un informe preceptivo y vinculante a la Administración autonómica, siempre y cuando previamente esté aprobado el instrumento de ordenación territorial al que deba someterse el planeamiento urbanístico.
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	Como precisó la STC 32/1981, FJ 3.º, «...por definición, en consecuencia, la garantía institucional no asegura un contenido concreto o un ámbito competencial determinado y fijado de una vez por todas, sino la preservación de una institución en términos recognoscibles para la imagen que de la misma tiene la conciencia social en cada tiempo y lugar. Dicha garantía es desconocida cuando la institución es limitada de tal modo que se le priva prácticamente de sus posibilidades de existencia real como institución para convertirse en un simple nombre...».
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	 (69) 

	En el caso de Ceuta y Melilla, dicha competencia corresponde al Estado, STC 240/2006, FJ 11.º.
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	 (70) 

	Como correctamente apunta MENÉNDEZ REXACH, Ángel. «Autonomía urbanística...», cit., pág. 99.
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	 (71) 

	Cfr., a sensu contrario, STC 51/2004, FJ 12.º.
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	 (72) 

	Aquí el propio art. 37.3 TRLOTAU precisa que tal control autonómico deberá atender a la adecuación del modelo de crecimiento asumido por el Municipio al modelo fijado por el Plan de Ordenación del Territorio, respetando el equilibrio urbanístico del territorio, sin agotar sus recursos, ni saturar las infraestructuras supramunicipales o desvirtuar la función que les es propia; a la adecuación y suficiente precisión de las determinaciones de ordenación estructural que permitan garantizar la correcta organización del desarrollo urbano y la suficiencia de las dotaciones locales y supramunicipales; a la articulación secuencial lógica de la urbanización de los diferentes sectores y sus dimensiones adecuadas; a la coordinación de la política urbanística municipal con las políticas autonómicas de conservación del patrimonio cultural, de vivienda y de protección del medio ambiente; o a la viabilidad económica del Plan en aquellas actuaciones que aumenten el gasto público en obras de competencia supramunicipal. En todo caso se exige que las decisiones se motiven expresamente por referencia a tales aspectos.
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	 (73) 

	P.e., cfr., STSJ de Castilla-La Mancha de 23 de julio de 2001 (Recurso contencioso-administrativo n.º 1799/1997), donde se precisa que «... es claro que la diversidad de intereses presentes en el campo del urbanismo hacen de la de planeamiento una potestad de titularidad compartida por los Municipios y las Comunidades autónomas... Su actuación se lleva a cabo a través de un procedimiento bifásico en el que a la aprobación provisional del Municipio, sigue en el tiempo la definitiva de la Administración autonómica. Partiendo de la base de que «en la relación entre el interés local y el interés supralocal es claramente predominante este último» -STC 170/1989 de 19 octubre-, queda perfectamente justificado que, en el aspecto temporal, la decisión autonómica se produzca con posterioridad a la municipal y que, en el aspecto sustantivo, aquélla haya de contemplar el plan no sólo en sus aspectos reglados sino también en los discrecionales que por su conexión con intereses supralocales hayan de ser valorados para asegurar una coherencia presidida por la prevalencia de tales intereses superiores. Y destacando la alusión que acaba de hacerse a la conexión de los intereses locales y supralocales, es de señalar que una acomodación del art. 41 del texto refundido al principio constitucional de la autonomía municipal ha de concretar la extensión del control de la Comunidad autónoma en el momento de la aprobación definitiva del planeamiento en los siguientes términos: A) Aspectos reglados del plan: control pleno de la Comunidad Autónoma, con una matización para el supuesto de que entren en juego conceptos jurídicos indeterminados -es bien sabido que éstos admiten una única solución justa y que por tanto integran criterios reglados-: a) Si la determinación del planeamiento que se contempla no incide en aspectos de interés supralocal, el margen de apreciación que tales conceptos implican corresponde a la Administración municipal. b) Si el punto ordenado por el Plan afecta a intereses superiores ese margen de apreciación se atribuye a la Comunidad Autónoma. B) Aspectos discrecionales: también aquí es necesaria aquella subdistinción: a) Determinaciones del plan que no inciden en materias de interés autonómico. Dado que aquí el plan traza el entorno físico de una convivencia puramente local y sin trascendencia para intereses superiores ha de calificarse como norma estrictamente municipal y por tanto: a') Serán, sí, viables los controles tendentes a evitar la vulneración de las exigencias del principio de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos tal como en este terreno las viene concretando la jurisprudencia... b') No serán en cambio admisibles revisiones de pura oportunidad: en este terreno ha de prevalecer el modelo físico que dibuja el Municipio con la legitimación democrática de que le dota la participación ciudadana que se produce en el curso del procedimiento...b) Determinaciones del planeamiento que tienen conexión con algún aspecto de un modelo territorial superior: además de lo ya dicho antes en el ap. a'), aquí y dado que «en la relación entre el interés local y el supralocal es claramente predominante este último» -STC 170/1989 ya citada- resulta admisible un control de oportunidad en el que prevalece la apreciación autonómica. Y aún será de añadir que la actuación de la competencia autonómica relativa a la introducción de determinaciones en el planeamiento con criterios de mera oportunidad exige, en primer término, la invocación del interés supralocal que le sirve de fundamento genérico, para después concretar en qué medida la calificación pretendida por el Municipio entorpecería la atención de aquel interés o en qué sentido le resultaría más favorable la calificación impuesta por la Comunidad autónoma. En definitiva y dado que se trata de determinar la competencia, requisito siempre reglado, en el ámbito de la discreccionalidad del planeamiento, la decisión autonómica ha de ser motivada, dada la necesidad de una justificación ostensible del supuesto de hecho que determina la atribución de la potestad discrecional; si la memoria del plan -art. 12.3 TRLS y art. 38 Rgto. de planeamiento- ha de explicitar la fundamentación del modelo territorial elegido por el Municipio, la modificación de algún aspecto del mismo con criterios de oportunidad, introducida por la Comunidad Autónoma, ha de llevar consigo una motivación que justifique la competencia autonómica en el sentido ya señalado...»
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	Como ha sintetizado MENÉNDEZ REXACH, Ángel, «Autonomía urbanística...», cit., pág. 101.


	 Ver Texto 




	 (75) 

	Contrario a dicha dicotomía se pronunció SÁNCHEZ GOYANES, Enrique, La potestad normativa del Municipio español. Ordenanzas, reglamentos, planes urbanísticos, normas, 2000, pág. 305 y ss. Por el contrario, considero acertada esta previsión. De una parte, porque permite «centrar» a los instrumentos de planeamiento en la clasificación y calificación de suelo, convirtiéndolos en más accesibles al entendimiento del ciudadano. De otra parte, porque permite una mayor flexibilidad y capacidad de adaptación de los Entes Locales a la realidad de la creación de ciudad. P.e., no resulta razonable que haya de modificarse todo un instrumento de planeamiento, con lo que ello conlleva en costes materiales y temporales, para aprobar una regulación de las condiciones de instalación de ascensores exteriores en edificaciones antiguas que ocupen parte de la vía pública. Resulta más lógico que ello forme parte de una ordenanza ad hoc.
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	 (76) 

	Sin perjuicio de que sea posible que en la publicación del Plan de Ordenación Municipal se adjunten de forma separada las Ordenanzas Municipales de Edificación sin vulnerar dicho precepto. Ahora bien, en tal caso, el control de legalidad del órgano autonómico en modo alguno podrá proyectarse sobre la Ordenanza Municipal. De existir alguna duda de legalidad, el órgano autonómico deberá acudir a los cauces de los arts. 65 y ss., LBRL.
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	Cfr. SSTC 14/2007, FJ 3.º; 164/2001, FJ 5.º; y 61/1997, FJ B.10.º.
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	Por la STC 61/1997, FJ B.10.º.
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	Una de las primeras explicaciones al respecto se encuentra en la conferencia de 1957 de GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo, «La Ley del Suelo y el futuro del Urbanismo», recogida en el volumen Problemas actuales de Régimen Local, 1986, pág. 96.
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	 (80) 

	Como ha precisado DÍAZ LEMA, José María, «Nuevo Derecho...», cit., pág. 61.
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	 (81) 

	Sin ánimo de exhaustividad, defienden esta posición, entre otros, PAREJO ALFONSO, Luciano y ROGER FERNÁNDEZ, Gerardo. Comentarios a la Ley... cit., pág. 114; ALLÍ ARANGUREN, Juan-Cruz y ALLI TURRILLAS, Juan-Cruz, «Estudio sistemático...» cit., pág. 308; SANTOS DIEZ, Ricardo y CASTELAO RODRÍGUEZ, Julio, «Comentario al art. 7», en la obra colectiva Ley de Suelo. Comentario Sistemático del Texto Refundido de 2008, 2008, pág. 285 y ss.
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	 (82) 

	Así, p.e., hacen referencia explícita al «carácter estatutario» de la propiedad inmobiliaria las SSTS de 24 de septiembre de 2008 (Recurso de Casación n.º 5949/2004) «... en el carácter estatutario de la propiedad inmobiliaria descansa la enunciación de la no indemnizabilidad, como regla general, de las actuaciones conformes a Derecho que en materia urbanística lleve a cabo el poder público...»; 19 de mayo de 2008 (Recurso de Casación n.º 3239/2004) «... Este carácter estatutario de la propiedad inmobiliaria determina que el contenido y modalidades de la misma habrá de ser el emanado de la ordenación urbanística, cuya variación o modificación no puede ser obstaculizada por los derechos de los propietarios -art. 87 de la Ley del Suelo- aunque, en su caso, puedan dar origen a indemnización en los supuestos expresados en el precepto...»; 31 de enero de 2007 (Recurso de Casación n.º 5393/2003) «... El referido precepto (art. 33 de la Constitución) consagra el carácter estatutario del derecho de propiedad, cuyo contenido esencial viene delimitado por las leyes...»; 30 de enero de 2007 (Recurso de Casación n.º 3806/2003) «... Este carácter estatutario de la propiedad inmobiliaria significa que su contenido será en cada momento el que derive de la ordenación urbanística, siendo pues lícita la modificación de ésta, modificación que, por otra parte, no debe dar lugar a indemnización en principio dado que como ya se ha dicho las facultades propias del dominio, en cuanto creación del ordenamiento, serán las concretadas en la ordenación urbanística vigente en cada momento...». A su vez, recogen expresamente el concepto de «propiedad estatutaria», p.e., las SSTS de 29 de octubre de 2001 (Recurso de Apelación n.º 1572/1990) «...Reforzamiento que ha llegado al extremo de convertir al derecho de propiedad civil ordinaria en «propiedad estatutaria», esto es, en un tipo de propiedad especial, con limitaciones que exceden notoriamente a las que está sometida aquella otra. Limitaciones articuladas mediante la técnica planificadora aceptada hoy en día, como excepción a la corriente liberal y no intervencionista ahora en plena apoteosis...»; 2 de octubre de 1991 (Recurso de Apelación n.º 1141/1990) «...la conversión en él del derecho de propiedad natural, en «propiedad estatutaria», explica que las limitaciones impuestas en razón de la especial condición de esta propiedad no vayan más allá de lo necesario...»; 9 de septiembre de 1991 (Recurso de Apelación n.º 162/1990) «... la actuación administrativa en este caso se mueve dentro de los cauces marcados por el Derecho urbanístico, caracterizado, entre otras cosas, por conferir a la propiedad sujeta a sus directrices la condición de propiedad «estatutaria»...».
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	En su Exposición de Motivos se afirma con toda rotundidad que «...(I) La acción urbanística ha de preceder al fenómeno demográfico, y, en vez de ser su consecuencia, debe encauzarlo hacia lugares adecuados, limitar el crecimiento de las grandes ciudades y vitalizar, en cambio, los núcleos de equilibrado desarrollo en los que se armonizan las económicas agrícolas, industrial y urbana, formando unidades de gran estabilidad económico-social... (II) El planeamiento es la base necesaria y fundamental de toda ordenación urbana... (III) El régimen jurídico del suelo encaminado a asegurar su utilización conforme a la función social que tiene la propiedad... si la propiedad privada ha de ser reconocida y amparada por el poder público, también debe armonizarse el ejercicio de sus facultades con los intereses de la colectividad...Con el fin de superar los inconvenientes expuestos, se instituye una regulación del suelo, según su situación y destino...La ley configura las facultades dominicales sobre los terrenos, según su calificación urbanística, constituyendo un estatuto jurídico del suelo. Las limitaciones y deberes que implican definen el contenido normal de la propiedad según su naturaleza urbana y, por tanto, no dan lugar a indemnización...»
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	La Exposición de Motivos de la Ley 19/1975, de 2 de mayo, precisaba que «...(V) La aptitud para edificar la da el Plan, pero el derecho a edificar se condiciona, con todas sus consecuencias, al efectivo cumplimiento de las cargas que se impongan al propietario dentro de los plazos previstos en el propio Plan...La clasificación del suelo sigue siendo clave para la determinación del régimen jurídico aplicable a los terrenos y para la regulación del proceso de desarrollo urbano...»
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	La Exposición de Motivos de la Ley 8/1990, de 25 de julio, señalaba que «...(II) Esta ley pretende, en el ámbito de las competencias constitucionales del Estado, modificar, en los términos que más adelante se indicarán, el régimen hasta ahora vigente sobre los derechos y deberes de los propietarios del suelo afectado por el proceso de urbanización y edificación, si bien no en su totalidad, sino limitándose a la fijación de las condiciones básicas que aseguran la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los mencionados derechos y deberes, al tiempo que se delimita con el mismo carácter básico, la función social de la propiedad, de acuerdo con lo previsto en el art. 149.1.1.ª, en relación con el art. 33.2, de la Constitución... (III). Al definir las condiciones básicas del derecho de propiedad, la ley desarrolla principios ya consagrados en el sistema vigente, pero sin el grado de coherencia exigible a la hora de su concreción. Un esquema positivo coherente ha de partir del reconocimiento a toda propiedad inmueble, como inherente a ella, de un valor que refleje sólo su rendimiento (real o potencial), rústico (valor inicial en la terminología de la vigente ley), sin consideración alguna a su posible utilización urbanística. Las plusvalías imputables sólo a la clasificación y calificación urbanísticas, y, consecuentemente, a los aprovechamientos resultantes derivan del planeamiento, en la forma, con la intensidad y en las condiciones que la legislación urbanística y, por remisión de ella, dicho planeamiento determinan, habiendo de darse en todo caso cumplimiento al precepto constitucional (art. 47.2), según el cual «la Comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos». Este nuevo esquema, que debe contribuir a la disminución de las tensiones especulativas y facilitar una mayor intervención administrativa en el mercado de suelo, descansa en los siguientes fundamentos: 1. El planeamiento confiere sólo una aptitud inicial para la edificación de un terreno, pero el derecho consolidado se alcanza sólo en una parte (la restante corresponde a la colectividad) y tras cubrir unas determinadas fases, que tienden a garantizar la efectividad del principio redistributivo, el cumplimiento de las cartas de cesión, la realización de la obra urbanizadora precisa y la sujeción del ejercicio del mismo a la verificación de su conformidad plena con la ordenación urbanística mediante la exigencia de licencia municipal. 2. Resulta, por ello, obligado diferenciar las diversas facultades que gradualmente se van incorporando, en correspondencia con el proceso de ejecución del planeamiento, definiéndolas, fijando los requisitos para su adquisición y las causas de extinción y estableciendo los criterios para la valoración de los terrenos en cada una de ellas. 3. La valoración de estas facultades en función de los aprovechamientos urbanísticos sólo es aceptable y coherente para las surgidas a partir de un determinado momento del proceso de ejecución del planeamiento. Para las anteriores, su valoración debe prescindir de aquéllos e incorporar sólo la posibilidad efectiva de modificación física del terreno, pues aún no se han adquirido dichos aprovechamientos. 4. En materia de valoraciones, la legislación y ordenación urbanísticas deben suministrar sólo los aprovechamientos susceptibles de adquisición, correspondiendo la valoración de éstos a las normas fiscales. En todo caso habrán de tenerse en cuenta las normas de urbanización contenidas en el planeamiento urbanístico, por cuanto de ellas dependerá el coste efectivo de aquélla. Se conseguirá así coordinar urbanismo y fiscalidad, garantizándose la aplicabilidad de los criterios valorativos fiscales (con el régimen de vigencia y revisiones de éstos que se determinen), independientemente de las modificaciones del planeamiento que se produzcan. 5. No existe en nuestro derecho urbanístico vigente (ni en el histórico) un auténtico y pleno derecho a la equidistribución, pues los mecanismos redistributivos ni juegan entre las diversas clases de suelo ni en el seno de cada una de ellas en su totalidad, a excepción del suelo urbanizable programado mediante el instituto del aprovechamiento medio. No reconoce tampoco el sistema que se propone un derecho pleno a la equidistribución, pero extiende su efectividad a los suelos clasificados como urbanos y lo generaliza en las zonas de nueva urbanización (excluidas las de eventual urbanización o no programadas).


	 Ver Texto 




	 (86) 

	Sobre dicho carácter reglado y sus matices, cfr. CHINCHILLA PEINADO, Juan Antonio, «El régimen del suelo: clasificación, deberes y derechos de los propietarios. Análisis de la jurisprudencia recaída en 2006», RDUyMA n.º 234 (2007), pág. 47 y ss.


	 Ver Texto 




	 (87) 

	Sobre dicho criterio de valoración, cfr. CHINCHILLA PEINADO, Juan Antonio, «Comentario al Título III», en la obra colectiva Ley del Suelo. Comentario sistemático del Texto Refundido de 2008, 2008, pág. 744 y ss.


	 Ver Texto 




	 (88) 

	Postura defendida con toda rotundidad por GALLEGO ANABITARTE, Alfredo, «Sobre la propiedad: observaciones histórico-dogmáticas y actuales», RDUyMA n.º 225 (2006), págs. 136 y ss.; y MENÉNDEZ REXACH, Ángel, «La propiedad del suelo en la nueva Ley del Suelo», Derecho Privado y Constitución n.º 3 (1994), pág. 77 y ss. Comparte esta crítica DÍAZ LEMA, José Manuel, «Nuevo Derecho...», cit., pág. 61.


	 Ver Texto 




	 (89) 

	Cfr. SSTC 112/2006, de 5 de abril, FJ 10.º: «... Esa misma jurisprudencia ha destacado que corresponde al legislador delimitar el contenido del derecho de propiedad en relación con cada tipo de bienes, respetando siempre el contenido esencial del derecho, entendido como recognoscibilidad de cada derecho dominical en el momento histórico de que se trate y como practicabilidad o posibilidad efectiva de realización del derecho, sin que las limitaciones y deberes que se impongan al propietario deban ir más allá de lo razonable. Incumbe, pues, al legislador, con los límites señalados, la competencia para delimitar el contenido de los derechos dominicales, lo que no supone, claro está, una absoluta libertad en dicha delimitación que le permita «anular la utilidad meramente individual del derecho» o, lo que es lo mismo, el límite lo encontrará, a efectos de la aplicación del art. 33.3 de la Constitución, en el contenido esencial, esto es, en no sobrepasar «las barreras más allá de las cuales el derecho dominical y las facultades de disponibilidad que supone resulte recognoscible en cada momento histórico y en la posibilidad efectiva de realizar el derecho...»; 204/2004, de 18 de noviembre, FJ 5.º: «... Corresponde al legislador delimitar el contenido del derecho de propiedad en relación con cada tipo de bienes, respetando siempre el contenido esencial del derecho, entendido como recognoscibilidad de cada tipo de derecho dominical en el momento histórico de que se trate y como practicabilidad o posibilidad efectiva de realización del derecho, sin que las limitaciones y deberes que se impongan al propietario deban ir más allá de lo razonable... Incumbe, pues, al legislador, con los límites señalados, la competencia para delimitar el contenido de los derechos dominicales, lo que no supone, claro está, una absoluta libertad en dicha delimitación que le permita "anular la utilidad meramente individual del derecho" o, lo que es lo mismo, el límite lo encontrará, a efectos de la aplicación del art. 33.3 de la Constitución, en el contenido esencial, esto es, en no sobrepasar "las barreras más allá de las cuales el derecho dominical y las facultades de disponibilidad que supone resulte recognoscible en cada momento histórico y en la posibilidad efectiva de realizar el derecho"...», 170/1989, de 19 de octubre, FJ 8.º; y 37/1987, de 26 de marzo, FJ 2.º, y ATC 88/2008, de 2 de abril, FJ 8.º: «...Por el contrario, de esa medida no se deducen limitaciones irrazonables, conforme a criterios socialmente aceptados, o desproporcionadas del derecho de propiedad, por cuanto no supone una anulación de la utilidad meramente individual del derecho ni altera la recognoscibilidad de las facultades de disponibilidad que éste conlleva ni las posibilidades reales de hacerlo efectivo...».


	 Ver Texto 




	 (90) 

	Cfr. MENÉNDEZ REXACH, Ángel, «La propiedad...» cit., pág. 80. De ahí que la actividad administrativa de ordenación de la ocupación y uso del suelo, como función pública competencia de las diferentes Administraciones Públicas castellano-manchegas atribuida por el art. 2.2 TRLOTAU, comprenda la «la organización de la gestión de la actividad; la formulación, aprobación y ejecución de instrumentos de planeamiento de ordenación territorial y urbanística; y la ejecución de la urbanización prevista por el planeamiento y, en su caso, dirección y control de dicha ejecución», mientras que la edificación no forma parte de esa competencia, sino que es una actividad privada intervenida, art. 2.3 TRLOTAU («Las actividades urbanísticas de transformación de solares, parcelas o unidades de suelo aptas para ello y, en especial, la de edificación, así como las de uso y aprovechamiento de las construcciones, edificaciones o instalaciones en ellas realizadas, corresponden a quien sea propietario o, en su caso, titular de un derecho suficiente sobre el bien inmueble correspondiente...»).


	 Ver Texto 




	 (91) 

	Esto es, debe diferenciarse entre el suelo en situación básica de suelo urbanizado, art. 12.3 TRLS, el suelo en situación básica de suelo rural que puede calificarse de «transitorio» por estar prevista su transformación futura, art. 12.2.b) TRLS, y el suelo en situación básica de suelo rural que puede calificarse «de reserva», por estar actualmente excluido de su transformación por cuestiones de oportunidad en los términos previstos por la legislación autonómica, art. 12.2.a) último párrafo. Suelos que pueden identificarse, respectivamente, con el suelo urbano, consolidado y no consolidado, art. 45 TRLOTAU, y el suelo urbanizable, sectorizado y no sectorizado, art. 46 TRLOTAU.


	 Ver Texto 




	 (92) 

	Cfr. arts. 69 y 68 TRLOTAU.


	 Ver Texto 




	 (93) 

	Aquí debe tenerse presente el art. 2.2 de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación, que precisa como edificación a los efectos legales a aquellas «obras de edificación de nueva construcción, excepto aquellas construcciones de escasa entidad constructiva y sencillez técnica que no tengan, de forma eventual o permanente, carácter residencial ni público y se desarrollen en una sola planta»; «obras de ampliación, modificación, reforma o rehabilitación que alteren la configuración arquitectónica de los edificios, entendiendo por tales las que tengan carácter de intervención total o las parciales que produzcan una variación esencial de la composición general exterior, la volumetría, o el conjunto del sistema estructural, o tengan por objeto cambiar los usos característicos del edificio»; y las «obras que tengan el carácter de intervención total en edificaciones catalogadas o que dispongan de algún tipo de protección de carácter ambiental o histórico-artístico, regulada a través de norma legal o documento urbanístico y aquellas otras de carácter parcial que afecten a los elementos o partes objeto de protección». Obviamente, una vivienda unifamiliar en suelo rústico debe considerarse una edificación en términos legales, puesto que tiene carácter residencial. Una crítica a esta determinación en GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús, Comentarios a la Ley del Suelo vol. I, 2007, pág. 221.


	 Ver Texto 




	 (94) 

	Cfr. arts. 66 y 67 TRLOTAU.


	 Ver Texto 




	 (95) 

	Con carácter general, para el Tribunal Constitucional el derecho de uso de tales suelos no urbanizables de protección se identifica con los usos tradicionales y consolidados conformes con la naturaleza del objeto. Cfr. STC 170/1989, de 19 de octubre, FJ 8.º.


	 Ver Texto 




	 (96) 

	Cfr. arts. 61 de la Ley del Suelo de 1956, 76 del Texto Refundido de 1976, 8 del Texto Refundido de 1992, y 2.1 de la Ley 6/1998.


	 Ver Texto 




	 (97) 

	Incluso se señala por la Exposición de Motivos que «...Con independencia de las ventajas que pueda tener la técnica de la clasificación y categorización del suelo por el planeamiento, lo cierto es que es una técnica urbanística, por lo que no le corresponde a este legislador juzgar su oportunidad. Además, no es necesaria para fijar criterios legales de valoración del suelo. Más aún, desde esta concreta perspectiva, que compete plenamente al legislador estatal, la clasificación ha contribuido históricamente a la inflación de los valores del suelo, incorporando expectativas de revalorización mucho antes de que se realizaran las operaciones necesarias para materializar las determinaciones urbanísticas de los poderes públicos y, por ende, ha fomentado también las prácticas especulativas, contra las que debemos luchar por imperativo constitucional...». En una línea similar la Exposición de Motivos de la LSUPV precisa en su apartado VI que «...aunque dicha clasificación resulta un instrumento absolutamente ineficaz de intervención pública en los mercados de suelo, su integración legal en el ordenamiento autonómico clarificará las actuales lagunas, que han generado una gran incertidumbre jurisprudencial en relación con los derechos y deberes de los propietarios del suelo, especialmente en lo referente a la consolidación del suelo por la urbanización...».


	 Ver Texto 




	 (98) 

	En esta línea, la Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de diciembre de 2008 (Recurso de Casación n.º 4994/2005) afirma que «...la expresión "situación básica", (es una) terminología que viene a sustituir en la legislación básica del Estado a la noción de clasificación...»


	 Ver Texto 




	 (99) 

	En este mismo sentido, cfr. E. SÁNCHEZ GOYANES, «Exposición de Motivos...», cit., pág. 89 y ss.


	 Ver Texto 




	 (100) 

	La estructura del art. 12 TRLS. Es, en este sentido, idéntica a los arts. 8 a 10 de la Ley 6/1998, por lo que resultan aplicables las precisiones de la STC 164/2001, FFJJ 13.º y 14.º.


	 Ver Texto 




	 (101) 

	Al respecto, cfr. SSTC 164/2001, FFJJ 18.º y 20.º; y 54/2002, FJ 4.º


	 Ver Texto 




	 (102) 

	Puesto que por solar debe considerarse aquella parcela de suelo urbano que presente los servicios de acceso por vía pavimentada, debiendo estar abiertas al uso público, en condiciones adecuadas, todas las vías que lo circunden; suministro de agua potable y energía eléctrica con caudal y potencia suficientes para la edificación, construcción o instalación prevista; evacuación de aguas residuales a la red de alcantarillado o a un sistema de tratamiento con suficiente capacidad de servicio (excepcionalmente se permiten las fosas sépticas); y acceso peatonal, encintado de aceras y alumbrado público en, al menos, una de las vías que lo circunden, Disposición Preliminar 2.2.3 TRLOTAU.


	 Ver Texto 




	 (103) 

	Las finalidades serán, a tenor del art. 29 TRLOTAU, crear o ampliar reservas de suelo dotacional; definir o proteger las infraestructuras, las vías de comunicación, el paisaje o el medio natural; adoptar medidas para la mejor conservación de los inmuebles, conjuntos o jardines de interés cultural o arquitectónico; concretar el funcionamiento de las redes de infraestructuras; vincular áreas o parcelas de suelo urbano o urbanizable a la construcción o rehabilitación de viviendas u otros usos sociales sometidos a algún régimen de protección oficial o pública; o la renovación urbana.


	 Ver Texto 




	 (104) 

	Esta interpretación puede inferirse en J.M. BAÑO LEÓN, «Las valoraciones del suelo», Revista General de Derecho Administrativo n.º 15, 2007, pág. 6, al referirse a un suelo urbano que haya de valorarse como suelo rural con expectativas de urbanización. Contrario a esta interpretación por razones conceptuales, que no obstante deduce posible del tenor literal de la ley, se muestra A. MENÉNDEZ REXACH, «La incidencia de la tipología suelo urbanizado-suelo rústico de la Ley 8/2007 sobre la clasificación de suelo establecida por las leyes autonómicas. Incidencia sobre el régimen jurídico del suelo urbano, urbanizable y no urbanizable», RDUyMA n.º 237, 2007, pág. 78 y ss.


	 Ver Texto 




	 (105) 

	En este sentido, cfr. L. PAREJO ALFONSO y G. ROGER FERNÁNDEZ, Comentarios... cit., pág. 185.


	 Ver Texto 




	 (106) 

	Sobre tales actuaciones de transformación, cfr. L. PAREJO ALFONSO y G. ROGER FERNÁNDEZ, Comentarios... cit., pág. 188.


	 Ver Texto 




	 (107) 

	Sobre tales actuaciones de transformación, cfr. L. PAREJO ALFONSO y G. ROGER FERNÁNDEZ, Comentarios... cit., pág. 188.


	 Ver Texto 




	 (108) 

	Cfr. L. PAREJO ALFONSO y G. ROGER FERNÁNDEZ, Comentarios... cit., pág. 169.


	 Ver Texto 




	 (109) 

	Como precisa ALEGRE ÁVILA, Juan Manuel. Subsuelo: Hecho y Derecho. Planteamiento tradicional, estudio jurisprudencial y reconstrucción técnica del régimen jurídico del subsuelo, 2008, pág. 89, en el TRLS. El subsuelo se regula como parte «integrante» del derecho de domino del propietario del terreno.


	 Ver Texto 




	 (110) 

	Con carácter general, cfr. la crítica de LÓPEZ FERNÁNDEZ, Luis Miguel, «Régimen jurídico de la utilización urbanística del subsuelo», RDUyMA n.º 219 (2005), pág. 15 y ss.


	 Ver Texto 




	 (111) 

	Cfr. CHINCHILLA MARÍN, Carmen. «Adquisición de bienes y derechos», en la obra colectiva Comentarios a la Ley 33/2003, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, 2004, pág. 58.


	 Ver Texto 




	 (112) 

	No parece correcto afirmar que la previsión del art. 8.2 TRLS implique todo el subsuelo es, prima facie, de dominio público, como mantienen, p.e., Cfr. SANTOS DIEZ, Ricardo y CASTELAO RODRÍGUEZ, Julio. «Art. 8», en la obra colectiva Ley de Suelo. Comentario Sistemático del Texto Refundido de 2008, 2009, pág. 299.


	 Ver Texto 




	 (113) 

	Lo que se confirma por el art. 165.1.p) TRLOTAU, que somete los actos de edificación y de uso del subsuelo a la obtención de la previa licencia municipal, sin que en ningún momento requiera la obtención de una concesión de dominio público, que en todo caso sería temporal, incompatible con la pretensión de permanencia de la edificación.


	 Ver Texto 




	 (114) 

	Indemnización que, como precisa GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, Santiago, Urbanismo y Ordenación del Territorio, 2007, pág. 305 y ss., debe tomar en cuenta la clasificación atribuida al terreno en rasante y el efectivo perjuicio producido al interés del titular del terreno por aplicación de un criterio de profundidad de la injerencia producida.


	 Ver Texto 




	 (115) 

	En este sentido, merece destacar el art. 39 del Decreto Legislativo 1/2005, de 26 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Urbanismo de Cataluña, que determina «...1. El subsuelo es regulado por el planeamiento urbanístico y resta sometido a las servidumbres administrativas necesarias para la prestación de servicios públicos o de interés público, siempre y cuando estas servidumbres sean compatibles con el uso del inmueble privado sirviente de acuerdo con el aprovechamiento urbanístico atribuido. De otro modo, hay que proceder a la expropiación correspondiente. 2. El uso del aprovechamiento urbanístico y la implantación de infraestructuras en el subsuelo están condicionados en cualquier caso a la preservación de riesgos, y también a la protección de los restos arqueológicos de interés declarado y de los acuíferos clasificados, de acuerdo con la legislación sectorial respectiva...». Ciertamente haría falta una mayor definición de cuáles son esas limitaciones legales a la propiedad en el subsuelo que no dan lugar a indemnización.


	 Ver Texto 




	 (116) 

	Cfr. ALEGRE ÁVILA, Juan Manuel. «Subsuelo...», cit., pág. 195.


	 Ver Texto 




	 (117) 

	Cfr. STS de 30 de noviembre de 2002 (Recurso de Casación n.º 525/1999).


	 Ver Texto 




	 (118) 

	Cfr. STS de 20 de junio de 2006 (Recurso de Casación n.º 1621/2003), y STSJ de Canarias (Sala de Las Palmas) de 17 de marzo de 2006 (Recurso contencioso-administrativo n.º 500/2002).


	 Ver Texto 




	 (119) 

	Cfr. SANTOS DIEZ, Ricardo y CASTELAO RODRÍGUEZ, Julio. «Art. 8...», cit., pág. 299.


	 Ver Texto 




	 (120) 

	Sobre el problema, cfr. LÓPEZ FERNÁNDEZ, Luis Miguel. «Régimen jurídico...», cit., pág. 42 y ss.


	 Ver Texto 




	 (121) 

	Aquí se está refiriendo a la figura del complejo inmobiliario del art. 24 de la Ley de Propiedad Horizontal, que al describirlo en su art. 24 exige tan sólo dos rasgos definitorios: la existencia de pluralidad de edificaciones o de pluralidad de parcelas con destino a viviendas o locales e independientes entre sí (elementos privativos) y la existencia de una copropiedad de esos elementos independientes sobre otros elementos inmobiliarios, viales o servicios (elementos comunes). Y a estos dos rasgos de carácter material se añade otro elemento inmaterial: la organización de la que se dota al complejo.


	 Ver Texto 




	 (122) 

	Cfr. SÁNCHEZ GOYANES, Enrique, «art. 17», en la obra colectiva Ley de Suelo. Comentario Sistemático del Texto Refundido de 2008, 2009, pág. 676.


	 Ver Texto 




	 (123) 

	Las SSTC 112/2006, de 5 de abril, FJ 10.º; 204/2004, de 18 de noviembre, FJ 5.º; 152/2003, de 17 de julio, FJ 5.º; 89/1994, de 17 de abril, FJ 4.º; y 37/1987, FJ 2.º, precisan que «...este Tribunal tiene declarado, poniendo en estrecha conexión los tres apartados del art. 33 CE, que revelan la naturaleza del derecho en su formulación constitucional, «que la Constitución reconoce un derecho a la propiedad privada que se configura y protege, ciertamente, como un haz de facultades individuales sobre las cosas, pero también y al mismo tiempo, como un conjunto de derechos y obligaciones establecidos, de acuerdo con las leyes, en atención a valores o intereses de la comunidad, es decir, a la finalidad o utilidad social que cada categoría de bienes objeto de dominio está llamada a cumplir. Por ello, la fijación del contenido esencial de la propiedad privada no puede hacerse desde la exclusiva consideración subjetiva del derecho o de los intereses individuales que a éste subyacen, sino que debe incluir igualmente la necesaria referencia a la función social...».


	 Ver Texto 




	 (124) 

	Cfr. RODRÍGUEZ DE SANTIAGO, José María, «Las garantías constitucionales...», cit., pág. 178.


	 Ver Texto 




	 (125) 

	Al respecto, cfr. ALLI ARANGUREN, Juan-Cruz y ALLI TURRILLAS, Juan-Cruz. «Estudio sistemático...», cit., pág. 344.


	 Ver Texto 




	 (126) 

	Aquí resulta correcta la crítica de GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús. Comentarios a la Ley del Suelo. Vol. I, 2007, pág. 221.


	 Ver Texto 




	 (127) 

	Definidos por la legislación sectorial fundamentalmente por referencia a la necesidad o no de proyecto constructivo y del sujeto competente para su redacción.


	 Ver Texto 




	 (128) 

	Como ha puesto de relieve DÍAZ LEMA, José Manuel, Nuevo Derecho... cit., pág. 69.


	 Ver Texto 




	 (129) 

	P.e., las edificaciones adscritas al sector primario que no impliquen transformación de productos, tales como almacenes, granjas y en general instalaciones agrícolas, ganaderas, forestales, cinegéticas, piscícolas o similares que guarden relación con el destino y naturaleza de la finca, siempre y cuando no rebasen 6 metros de altura total; o la vivienda familiar aislada en áreas territoriales donde no exista riesgo de formación de núcleo de población, ni pueda presumirse finalidad urbanizadora, por no existir instalaciones o servicios necesarios para la finalidad de aprovechamiento urbanístico.


	 Ver Texto 




	 (130) 

	P.e. los equipamientos colectivos, actividades industriales, productivas, terciarias o de servicios que precisen emplazarse en el suelo rústico; o las edificaciones adscritas al sector primario con una altura total superior a 6 metros.


	 Ver Texto 




	 (131) 

	Un análisis sobre esta última técnica en CHINCHILLA PEINADO, Juan Antonio, «El control municipal de los actos de uso del suelo y edificación a través de la figura de la comunicación previa como alternativa a la licencia urbanística. Análisis de la regulación legal y municipal y de la aplicación judicial», RDUyMA n.º 242 (2008), pág. 13 y ss.


	 Ver Texto 




	 (132) 

	Dicha configuración en GALLEGO ANABITARTE, Alfredo; MENÉNDEZ REXACH, Ángel; CHINCHILLA PEINADO, Juan Antonio; DE MARCOS FERNÁNDEZ, Ana; RODRÍGUEZ DE SANTIAGO, José Maria, y RODRÍGUEZ-CHAVES MIMBRERO, Blanca, Acto y Procedimiento Administrativo, 2001, pág. 68, donde se define a los actos configuradores como aquellos en los que la norma a aplicar por la Administración prevé que ésta cree, modifique o elimine mediante dicho acto una concreta relación jurídica que no existe directamente desde la norma. En sentido similar, si bien caracterizándola como un acto favorable de naturaleza autorizatoria, BOCANEGRA SIERRA, Raúl. Lecciones sobre el acto administrativo, 2002, pág. 49.


	 Ver Texto 




	 (133) 

	Sobre ello, cfr. A. GALLEGO ANABITARTE; A. MENÉNDEZ REXACH; J.A. CHINCHILLA PEINADO; A. DE MARCOS FERNÁNDEZ; J.M. RODRÍGUEZ DE SANTIAGO, y B. RODRÍGUEZ-CHAVES MIMBRERO, Actos y Procedimiento... cit., págs. 46 y 70.
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	Sobre dicho precepto, cfr. CHINCHILLA PEINADO, Juan Antonio, «Art. 43», en la obra colectiva Ley del Suelo. Comentario sistemático del Texto Refundido de 2008, 2009, pág. 984 y ss.
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	 (135) 

	Para el Tribunal Superior de Justicia de Madrid, del art. 43.4.a) LRJPAC se deriva que la Administración municipal no goza de «discrecionalidad» a la hora de resolver o no, una vez transcurrido el plazo máximo de resolución de los procedimientos, ya que ello supondría una vulneración del art. 42.1 LRJPAC. Por el contrario, obliga a la Administración a resolver, y esto es lo relevante, conforme al sentido del silencio positivo ya producido. La consecuencia, en el ámbito del procedimiento de concesión de licencias urbanísticas, es clara para el Tribunal: «Transcurrido el plazo para resolver una solicitud de licencia, cuando el efecto del silencio sea positivo, la Administración competente, en caso de que no haya resuelto expresamente no podrá invocar que la concesión de la licencia por silencio es contraria al ordenamiento jurídico sino acudiendo a los procedimientos de revisión establecidos en el art. 102 y siguientes LRJPAC». Las consecuencias prácticas son trascendentales. Se ha invertido la carga de la impugnación. Ya no es el particular quién tendrá que acudir ante los Tribunales para defender la existencia de una licencia concedida por silencio positivo, sino que deberá ser la Administración municipal quien deba iniciar un procedimiento de revisión de oficio, incurriendo en una vía de hecho (art. 30 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa) si pretende desconocer la existencia de la licencia. Ahora bien, para el Tribunal Superior de Justicia de Madrid la virtualidad del silencio positivo en su nueva interpretación requiere la concurrencia de dos requisitos con carácter cumulativo: - De una parte que la solicitud de licencia cuente con la documentación legal o reglamentariamente exigida para el concreto tipo de obra a realizar, lo que obligará al solicitante a ajustarse a las previsiones de la Ley 9/2001, de 17 de julio, de Suelo de la Comunidad de Madrid y, en su caso, de la correspondiente ordenanza municipal de tramitación de licencias. En caso contrario, para el Tribunal no opera la figura del silencio, sino que se trataría de un acto inexistente por falta de los requisitos esenciales previstos para cada supuesto concreto. - De otra parte, que la solicitud haya sido formulada, cuando se exija proyecto, por el técnico competente. Y ello porque, de conformidad con los arts. 154.1.º.b), y 156.2.º.b) de la Ley 9/2001, de 17 de julio, de Suelo de la Comunidad de Madrid, a la solicitud de licencia que requiera la redacción de un proyecto técnico debe acompañarse una «declaración del técnico o los técnicos autores sobre su conformidad a la ordenación urbanística aplicable». Éste último requisito implica para el Tribunal la imposición legal a tales profesionales de un deber de colaboración con la Administración Pública, desplazándoles en un primer momento la responsabilidad de la comprobación de la conformidad del proyecto de obra a dicha ordenación a través de la emisión de un certificado en garantía precisamente de que una solicitud hecha por un particular a un arquitecto de construcción de obra contraria al Planeamiento no será aceptada por aquél. Y ese control de legalidad, si se quiere «previo y provisional», justifica el desplazamiento de la carga de la prueba de la ilegalidad al Ayuntamiento. De forma consecuente, la falta de dicho certificado, que es sustancialmente diferente al proyecto técnico, aún cuando no haya sido objeto de requerimiento de subsanación por parte de la Administración, a juicio del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, impide que se pueda entender obtenida la licencia. En consecuencia, si se dicta un posterior acuerdo expreso del Ayuntamiento transcurrido el plazo máximo de resolución y notificación cuyo contenido sea la denegación de la licencia, no puede afirmarse que se revoque con él la concedida de forma tácita ya que dicha concesión no llegó a perfeccionarse por falta de uno de sus requisitos esenciales. Una argumentación diferente se adopta por el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, pero con el mismo resultado de admitir el silencio positivo contra legem, la prevalencia de la regulación de la LRJPAC sobre la normativa urbanística. Se afirma que resulta vedado por la reforma del art. 43.3 LRJPAC dictar una resolución expresa posterior contraria al sentido del silencio positivo. El principio general, ahora recogido en el art. 8 TRLS, queda desplazado (derogado) por la regulación de los arts. 43.3 y 62.1.f) LRJPAC.
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	Sobre tales figuras, cfr. JIMÉNEZ, Luis, La revisión de las técnicas de conservación urbanística, 2006, pág. 99 y ss.
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	 (137) 

	La competencia estatal sobre esta cuestión, en el marco de la legislación de 1998, fue confirmada por la Sentencia del Tribunal Constitucional 164/2001, de 11 de junio (BOE, de 14 de agosto), al incardinarse en la competencia estatal definida por el art. 149.1.1.ª de la Constitución al conformar parte del régimen legal de la propiedad urbana (FJ 29.º). Allí se precisa que «...Ya dijimos más arriba (F. 6) que la LRSV regula la propiedad urbana vinculando su contenido y disfrute a la ordenación urbanística de cada ciudad. Y precisamente porque la propiedad urbana se condiciona a la ordenación urbanística se puede explicar que los usos privados en el suelo urbanizable -entre tanto no se proceda a la transformación conforme al planeamiento urbanístico-deban ser sólo provisionales; de esta forma asegura el art. 17 LRSV que el posible disfrute actual de la propiedad privada sobre suelo urbanizable no impida el cumplimiento de lo dispuesto en la ordenación urbanística de cada ciudad. Sentado lo anterior, fácilmente se entiende que el grado de provisionalidad o excepcionalidad de los usos u obras sobre suelo urbanizable (en tanto tiene lugar la urbanización) dependa, según dispone el art. 17 LRSV, de lo inminente que resulte la transformación física del suelo: allí donde el suelo urbanizable esté encuadrado en sectores o ámbitos de urbanización (y, por tanto, donde la ejecución del planeamiento urbanístico es inminente) la vinculación de la propiedad urbana al planeamiento urbanístico demanda mayor provisionalidad en los usos y obras que cuando aún no existen aquellas "condiciones" para el desarrollo del suelo urbanizable. La gradación de la provisionalidad y excepcionalidad de los usos y obras en suelo urbanizable enlaza estrechamente, según se ha explicado, con la configuración de la propiedad urbana por la que ha optado el Estado en la LRSV. Y por lo mismo, reiterando el criterio expuesto en el fundamento jurídico 6, debemos concluir que nos hallamos ante un precepto "prima facie" incardinable en la competencia estatal definida por el art. 149.1.1 CE. El art. 17 LRSV es además -salvo lo que luego se dirá en relación con las expresiones "planeamiento de desarrollo" y "planeamiento general"- respetuoso con las competencias urbanísticas de las comunidades autónomas. Destaquemos, en primer lugar, que la selección de las condiciones para el desarrollo urbanístico corresponde fijarlas a cada Comunidad Autónoma. Es posible, en este sentido, que por medio de la regulación de aquellas condiciones las comunidades autónomas opten por un régimen único de suelo urbanizable, directamente transformable, y donde por tanto sólo rija el régimen de usos provisionales del art. 17.1 LRSV. También debemos señalar que el art. 17 LRSV establece sólo una regulación mínima, no completa, de las dos modalidades de propiedad en suelo urbanizable: en suelo urbanizable "inmediato" restringe las facultades urbanísticas a los usos provisionales y excepcionales; pero ni determina cuáles son esos usos provisionales posibles, ni predetermina en qué consiste la excepcionalidad. Estas decisiones quedan para la regulación urbanística autonómica (bien directamente, bien a través de la regulación de los planes urbanísticos locales). Además, la referencia a la legislación urbanística "sectorial" no contiene en sí (contra lo que afirman los Diputados recurrentes) una incidencia directa del Estado en los usos de este suelo urbanizable; el art. 17 LRSV no dispone directamente el régimen de usos provisionales del suelo urbanizable "inmediato", sino que se limita a asumir lo que resulte de la legislación sectorial (que tanto puede ser del Estado como de las comunidades autónomas). Por lo mismo, será la legislación sectorial del Estado (y no su mera previsión en el art. 17 LRSV) la que, en su caso, deba ser sometida a cotejo con las competencias urbanísticas de las comunidades autónomas. Según avanzamos más arriba, no podemos excluir una interpretación del art. 17 LRSV conforme a la cual el mencionado precepto predetermina los tipos de planes urbanísticos que deben ordenar las ciudades. Pero, de acuerdo con lo ya razonado en los FF. 6 y 27, también es posible interpretar que, en el concreto contexto del art. 17 LRSV, el "planeamiento general" se refiere a cualquier instrumento de ordenación urbanística que -sea cual fuere su denominación, ámbito espacial y regulación detallada- cohonesta los derechos a la transformación del suelo urbanizable con la estructura propia de cada ciudad; y que «planeamiento de desarrollo» se refiere a cualquier instrumento de ordenación urbanística que contiene las determinaciones necesarias para la transformación urbanística del suelo...».
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	Cfr. arts. 16 y 30 de la Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urbanística de Aragón (BOA. n.º 95, de 21 de abril).


	 Ver Texto 




	 (139) 

	Cfr. art. 102 de la Ley 9/2002, de 30 de diciembre, de Ordenación Urbanística y Protección del Medio Rural de Galicia (DOG n.º 252, de 31 de diciembre).
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	Cfr. arts. 20 y 23 de la Ley 9/2001, de 17 de julio, de Suelo de la Comunidad de Madrid (BOCAM. n.º 177, de 27 de julio).
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	Cfr. art. 187 de la Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura (DOE n.º 1, de 3 de enero de 2002).
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	Cfr. arts. 107 de la Ley Foral 35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación del Territorio y Urbanismo (BON. n.º 156, 27 de diciembre).
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	Cfr. art. 107 de la Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria (BOC n.º 128, de 4 de julio).
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	Cfr. art. 19.3 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León (BOCyL n.º 70, de 15 de abril).
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	 (145) 

	Cfr. art. 56 de la Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y Urbanismo de La Rioja (BOR n.º 59, de 4 de mayo).
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	Cfr. art. 106 del Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo (BOPA n.º 97, de 24 de abril).
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	Cfr. art. 53 del Decreto Legislativo 1/2005, de 26 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Urbanismo (DOGC. n.º 4436, de 28 de julio).
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	Cfr. art. 191.5 de la Ley 16/2005, de 30 de diciembre, Urbanística Valenciana (DOGV. n.º 5167, de 31 de diciembre).
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	Cfr. arts. 52.3, 53 y 54 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía (BOJA n.º 33, de 18 de febrero).
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	Cfr. arts. 71, 73, 76, 77 y 93 del Decreto Legislativo 1/2005, de 10 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo de la Región de Murcia (BORM. n.º 282, de 9 de diciembre).
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	 (151) 

	En este punto me remito al estudio realizado en CHINCHILLA PEINADO, Juan Antonio, El régimen del suelo urbano no consolidado y del suelo urbanizable sectorizado en la Ley 2/2006, en la obra colectiva dirigida por SÁNCHEZ GOYANES, Enrique. Derecho Urbanístico del País Vasco, La Ley (2008), pág. 148 y ss. Un análisis reciente de esta figura en DOMÍNGUEZ MARTÍN, Mónica., «El suelo urbanizable como situación básica del suelo en el Texto Refundido de la Ley de Suelo de 2008: usos y obras autorizables», RDUyMA n.º 254 (2009), pág. 40 y ss.


	 Ver Texto 




	 (152) 

	En este sentido, cfr. SSTS de 23 de diciembre de 1999 (Recurso de Casación n.º 287/1994); 1 de diciembre de 1999 (Recurso de Casación n.º 2323/1994); 11 de noviembre de 1998 (Recurso de Apelación n.º 4617/1992); 6 de noviembre de 1996 (Recurso de Casación 1356/1992).
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	El principio de proporcionalidad tiene su fundamento general en la importancia del «fin» como elemento del acto administrativo, artículo. 106.1 de la Constitución, art. 53.2 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Común, y art. 70.2 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. En este contexto deben situarse el art. 84.2 de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local y el art. 6 del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales de 1956 cuando establecen que la actividad de intervención municipal se debe ajustar, en todo caso, a los principios de igualdad de trato, congruencia con los motivos y fines justificativos y respecto a la libertad individual.
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	Así, STS de 26 de febrero de 2001 (Recurso de Casación n.º 1661/1996).
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	Esta interpretación -carácter reglado de la licencia provisional- es confirmada en relación a los arts. 58.2 del Texto de 1976 y 136 del Texto de 1992, entre otras, por las SSTS de 11 de noviembre de 1998 (Recurso de Apelación n.º 4617/1992); 6 de noviembre de 1996 (Recurso de Casación n.º 1356/1992); 26 de julio de 1994 (Recurso de Apelación n.º 11504/1990); 21 de julio de 1994 (Recurso de Apelación n.º 137/1992); 29 de marzo de 1994 (Recurso de Apelación n.º 7418/1990).
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	En este sentido es como deben interpretarse las Sentencias del Tribunal Supremo de 19 de julio de 2000, (Recurso de Casación n.º 5083/1994); 23 de diciembre de 1999, (Recurso de Casación n.º 287/1994); 7 de febrero de 1995 (Recurso de Apelación n.º 10910/1990); o 26 de julio de 1994 (Recurso de Apelación n.º 10689/1990); y STSJ de Justicia de Baleares de 16 de mayo de 2000 (Recurso contencioso-administrativo n.º 382/1997), cuando afirman impropiamente la «discrecionalidad» de la Administración en el otorgamiento de la licencia provisional.
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	Sobre ello, cfr. DESDENTADO DAROCA, Eva, El precario Administrativo. Un estudio de las licencias, autorizaciones y concesiones en precario, 1999, pág. 111.
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	Por ello, aún cuando en el título autorizatorio no se contenga referencia expresa a ese carácter de precario, la Administración podrá proceder a revocar la licencia en los supuestos legalmente previstos.
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	Es cierto, como precisa, p.e., la STS de 22 de julio de 2003 (Recurso de Casación n.º 7828/2000), que al referirse el precepto estatal y el autonómico al carácter provisional de la obra, su valoración como propia de un concepto normativo indeterminado implica la integración de todas las circunstancias concretas en cada caso, de lo que puede resultar que obras de aparente idéntico contenido material unas puedan asumir el requisito de la provisionalidad y otros no.
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	Así, p.e., STS de 21 de julio de 1994 (Recurso de Casación n.º 137/1992).
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	STS de 11 de noviembre de 1998 (Recurso de Casación n.º 4617/1992).
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	STS de 21 de octubre de 1996 (Recurso de Casación n.º 8750/1991).
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	STS de 30 de enero de 1996 (Recurso de Apelación n.º5190/1991).
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	STS de 7 de abril de 1987.
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	STS de 22 de octubre de 1986.
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	STS de 24 de abril de 1986.
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	STS de 11 de abril de 1986.
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	STSJ de Baleares de 16 de mayo de 2000 (Recurso contencioso-administrativo n.º 382/1997).
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	STSJ de Justicia de Asturias de 11 de abril de 2000 (Recurso contencioso-administrativo n.º 995/1995).
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	STS de 1 de diciembre de 1999.
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	STS de 6 de junio de 1997.
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	STS de 7 de febrero de 1995.
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	STS de 21 de julio de 1994.
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	STS de 3 de abril de 1993.
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	STS de 22 de julio de 2003 (Recurso de Casación n.º 7828/2000).


	 Ver Texto 




	 (176) 

	En el mismo sentido, expresamente, se pronuncian la Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de diciembre de 1999 (Recurso de Casación n.º 287/1994).
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	STSJ de Madrid de 24 de enero de 2002.
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	STSJ de Cataluña de 25 de octubre de 2001.
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	STSJ de La Rioja de 3 de octubre de 2001.
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	STSJ de Galicia de 13 de septiembre de 2001.
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	STS de Madrid de 7 de noviembre de 2000.
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	STSJ de Madrid de 14 de septiembre de 2000.
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	STSJ de Cataluña de 14 de diciembre de 1999.
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	STSJ de Murcia de 9 de noviembre de 1999.
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	STSJ de Asturias de 30 de octubre de 1999.
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	STSJ de Cataluña de 14 de septiembre de 1999.
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	STSJ de Cataluña de 24 de junio de 1999.
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	 Ver Texto 




	 (192) 

	STS de 15 de noviembre de 1996.


	 Ver Texto 




	 (193) 

	STS de 16 de octubre de 1985.


	 Ver Texto 




	 (194) 

	STS de 27 de abril de 1996.


	 Ver Texto 




	 (195) 

	STS de 6 de noviembre de 1996.


	 Ver Texto 




	 (196) 

	STS de 20 de abril de 1993.


	 Ver Texto 




	 (197) 

	STS de 27 de diciembre de 1990.


	 Ver Texto 




	 (198) 

	STSJ de Andalucía (Sala de Málaga) de 30 de septiembre de 2004 (Recurso contencioso-administrativo n.º 354/1999).
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	Cfr. STSJ de Andalucía (Sala de Málaga) de 30 de septiembre de 2004 (Recurso de Apelación n.º 82/2003), en la medida en que se otorga provisionalmente a reserva de la modificación del Plan.
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	Cfr. STSJ de Cataluña de 29 de noviembre de 2003 (Recurso de Apelación n.º 181/2003).
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	Como ha precisado la Sentencia del Tribunal Constitucional 164/2001, Fundamento Jurídico 29.º.
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	En esta línea se pronuncian las STS de 15 de noviembre de 1996 (Recurso de Apelación n.º 8953/1991); y 6 de noviembre de 1996 (Recurso de Casación n.º 1.356/1992).
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I.  LA CLASIFICACIÓN DEL SUELO RÚSTICO (1) 

Tradicionalmente (2) , el suelo no urbanizable o rústico, ha sido definido por su exclusión del proceso de transformación de los terrenos en urbanizados. La definición negativa y residual, en cuanto suelo no urbanizable genérico. Por su parte, el suelo no urbanizable protegido sí se definía sobre criterios positivos que provenían de las leyes o el propio planeamiento. Pero el matiz peyorativo respecto al urbano y urbanizable es el iter que sigue el suelo no urbanizable en su trayectoria normativa.

La función social del derecho de propiedad instaurado en nuestra CE (3) , reubica la regulación normativa de la propiedad de los terrenos del Derecho Civil al Derecho Administrativo. La razón de este traslado reside en el diferente contenido del derecho de propiedad que le otorga las potestades urbanísticas, condicionando éstas las facultades que un propietario tiene el derecho y el deber de cumplir sobre sus terrenos. El uso, la actividad, las posibilidades de construcción... son resultado del planeamiento urbanístico y no del derecho a la propiedad privada que posee cualquier ciudadano (4) .

No existe una definición específica sobre qué es la «clasificación del suelo», aunque podemos concluir en que es una técnica normativa por la que se atribuyen una serie de derechos y deberes (contenido del derecho de propiedad) a los propietarios y a otros operadores públicos y jurídicos sobre los terrenos existentes en un término municipal. La clasificación se identifica con la división del suelo en diferentes grupos homogéneos bajo los términos de clases, categorías y subcategorías. Divisiones cuya misión especial es otorgar a cada clase, categoría y subcategoría, en su caso, un haz de posibilidades urbanísticas que varían de unas a otras, atribuyéndoles un determinado régimen jurídico (estatuto objetivo de la propiedad del suelo).

La clasificación del suelo es una función propia del planeamiento urbanístico. Ahora bien, esa función está limitada por los criterios legales que determinan, en muchos casos, la adscripción obligatoria de determinados tipos de terrenos a una clase de suelo y que luego veremos. Ahora es importante destacar cómo estos criterios han desaparecido, o al menos de forma expresa así se ha indicado, de la legislación estatal (5) . Sin embargo el art. 12.2 TRLS 08 adscribe al suelo rural el suelo preservado de la transformación mediante la urbanización. El establecer cuál debe ser el suelo preservado, está condicionando la clasificación como suelo rústico de todos esos suelos («los terrenos excluidos de dicha transformación por la legislación de protección o policía del dominio público, de la naturaleza o del patrimonio cultural, los que deban quedar sujetos a tal protección conforme a la ordenación territorial y urbanística por los valores en ellos concurrentes, incluso los ecológicos, agrícolas, ganaderos, forestales y paisajísticos, así como aquéllos con riesgos naturales o tecnológicos, incluidos los de inundación o de otros accidentes graves, y cuantos otros prevea la legislación de ordenación territorial o urbanística») (6) .

El marco normativo del régimen del suelo rústico está contenido en varias disposiciones legales de carácter estatal y autonómico y en el desarrollo reglamentario de índole autonómica. La legislación autonómica (TRLOTAU), define el suelo rústico en los arts. 44 y 47, y establece el régimen del suelo rústico en los arts. 54 a 66. En cuanto a la normativa reglamentaria, es el RSRLOTAU (7)  el que establece y desarrolla los criterios de clasificación del suelo rústico.

Diferencia el TRLOTAU entre dos fórmulas para clasificar el suelo, según nos encontremos con cada una de las figuras de planeamiento urbanístico general existentes en la propia ley. Si el instrumento de planeamiento urbanístico general es un Plan de Ordenación Municipal (POM), las clases de suelo serán urbano, urbanizable y rústico. Si por el contrario, nos encontramos ante un Plan de Delimitación de Suelo Urbano (PDSU), solo existirán dos clases, urbano y rústico, desapareciendo la clase de suelo urbanizable.

Este primer apunte sobre las clases de suelo viene regulado de manera más amplia en el art. 45 y siguientes TRLOTAU. Así, el artículo 47 TRLOTAU regula detalladamente los criterios para clasificar suelo rústico en aquellos términos municipales que posean Plan de Ordenación Municipal. Además, el RSRLOTAU en su art. 2 define y concreta las categorías de suelo rústico.

1.  Criterios de clasificación del suelo rústico en Municipios con Plan de ordenación municipal

La clasificación del suelo rústico no es absolutamente reglada. Si bien es cierto que el suelo rústico no urbanizable de especial protección es tributario de criterios reglados o tasados, donde ex lege, se deben clasificar una serie de terrenos en función del cumplimiento de una serie de criterios que no pueden obviarse por parte del planificador urbanístico, en cambio, el suelo rústico de reserva queda amparado por una cierta discrecionalidad (no absoluta) en su concreción en los Planes urbanísticos que le dan cobertura técnica y jurídica. Así, el suelo rústico no urbanizable de especial protección se categoriza en función de una serie de razones que impiden su transformación mediante actuación urbanizadora, en contraposición al suelo rústico de reserva que siempre está dispuesto a esa mutación urbanizadora de su condición. El derecho artificial a transformarse en suelo urbano como consecuencia de la ejecución del planeamiento diferencia a las dos categorías del suelo rústico.

Comenzando por el suelo rústico no urbanizable de especial protección, encontramos dos formas de definirlo en categorías. Por un lado, por razones impuestas al planificador urbanístico, sobre la base normas o Planes existentes previamente al ejercicio de su potestad planificadora. Así Planes territoriales (en su acepción más sectorial) o limitaciones o servidumbres para la protección del dominio público son las pautas que justifican su clasificación y categorización posterior como protegido. Y en segundo lugar, podemos clasificar el suelo rústico como «protegido», ya no por razones impuestas al planificador urbanístico, sino por la propia y libre decisión municipal. De esta forma, el planeamiento urbanístico considera necesario preservar una serie de valores enunciados en la propia ley. En este supuesto, la motivación de la clasificación y categorización, debe estar contenida en la memoria justificativa del Plan y siempre sobre la base de un estudio pormenorizado de los valores a proteger.

La clasificación de terrenos como suelo rústico de reserva no viene fundada en una ley sino en la decisión del planificador, cuya razón principal en su no incorporación inmediata al proceso urbanizador, esto es, a su urbanización a lo largo de la vida del planeamiento urbanístico. Esta categoría del suelo rústico es muy parecida a la clase de suelo urbanizable recogida en la anterior legislación estatal o en otras comunidades autónomas (suelo urbanizable no sectorizado, no delimitado...).

El artículo 47 TRLOTAU (art. 2 RSRLOTAU), en primer lugar, establece una serie de criterios generales sobre qué terrenos deben ser clasificados como suelo rústico en sus categorías, reserva o no urbanizable de especial protección, en Municipios que cuenten con Plan de Ordenación Municipal.

El primer supuesto es «tener la condición de bien de dominio público natural» [art. 47.1 a) TRLOTAU]. Ahora bien, el artículo 2.1 a) RSRLOTAU matiza, que el dominio público natural al que se refiere el artículo del Texto Refundido es dominio público natural, hidráulico o pecuario.

El segundo de los supuestos para clasificar un terreno como suelo rústico es que posean un «régimen urbanístico de protección» por «razón de los valores e intereses en ellos concurrentes de carácter ambiental, natural, paisajístico, cultural, científico, histórico o arqueológico» (art. 47.1 b) TRLOTAU). Es decir, que la propia configuración material de los terrenos le hagan acreedor de un régimen de protección, en nuestro caso, de índole urbanístico y no sólo sobre la base de su protección incardinada en la legislación sectorial. Y dicho régimen de protección tiene que venir garantizado por una serie de valores enumerados de igual manera en el artículo 2.1 b) RSRLOTAU.

El tercer supuesto se refiere a los terrenos clasificados como suelo rústico en los que sea procedente que se preserven del proceso urbanizador por poseer valores de carácter ambiental, natural, paisajístico, cultural, científico, histórico o arqueológico (provenientes del apartado b), así como por tener «valor agrícola, forestal, ganadero o por contar con riquezas naturales» [art. 47.1 c) TRLOTAU y art. 2.1 c) RSRLOTAU]. En este caso, la lista de valores se amplía, modificando además el fundamento de la clasificación como suelo rústico, que ya no se deberá a que sean merecedores de un régimen de protección sino a la voluntad de su preservación del proceso urbanizador. Es decir, la consecuencia de su clasificación obedece a una doble causa: preservación del proceso urbanizador concatenado a la existencia de una serie de valores.

El cuarto y último supuesto, responde a una dinámica diferente. La razón de la clasificación como rústico de un terreno no estriba en sus particulares condiciones dignas de protección por alguno de los valores concurrentes ni en la obligación impuesta por una norma, sino en una protección genérica. Esta protección genérica bascula sobre dos requisitos complementarios, que manifiestan un alto grado de discrecionalidad del planificador. El primero de los requisitos es el relativo a sus características topológicas y ambientales; el segundo, la innecesariedad de su incorporación al proceso urbanizador. Esta innecesariedad se justificará en el «modelo de desarrollo, secuencia lógica y orden de prioridades establecido en el planeamiento urbanístico, tal como prescribe el artículo 103.1 de esta ley» [art. 47.1 d) TRLOTAU y art. 2.1 d) RSRLOTAU] (8) .

2.  Criterios de clasificación del suelo rústico en Municipios con Plan de delimitación de suelo urbano

En los Municipios cuya figura de planeamiento general sea la del Plan de Delimitación de Suelo Urbano, los criterios de clasificación del suelo rústico varían en función de la adscripción a suelo urbano o no de los terrenos. Así lo establece el artículo 2.2 RSRLOTAU. La clasificación de los terrenos como rústicos se dirime por un criterio residual: lo que no es urbano es rústico.

Tendrán la consideración de suelo urbano (art. 48.2 TRLOTAU) aquellos terrenos que posean la condición de solar (suelo urbano consolidado) o los terrenos contiguos a los considerados como suelo urbano consolidado, con servicios y comprendidos en áreas similares al tamaño medio de las manzanas del suelo urbano colindante (suelo urbano de reserva). Por exclusión, el resto de terrenos serán suelo rústico adscrito a alguna de las dos categorías existentes legalmente y dividido a su vez, en las subcategorías que veremos posteriormente.

3.  Criterios de clasificación del suelo rústico en Municipios sin ningún instrumento de planeamiento general

En estos Municipios sin planeamiento urbanístico general, es decir, sin POM o PDSU, tendrán la consideración de suelo rústico, aquellos terrenos que no tengan la condición de suelo urbano consolidado según lo establecido en el art. 48.2 A) a) TRLOTAU.

Observamos como en los Municipios con PDSU o sin planeamiento, el criterio que define el suelo rústico es un criterio negativo, de modo que lo que no sea suelo urbano será suelo rústico.

II.  CATEGORÍAS DEL SUELO RÚSTICO

Establecidos los criterios genéricos para adscribir a la clase de suelo rústico, el propio TRLOTAU establece una serie de categorías dentro de esta misma clase de suelo (art. 47.2 TRLOTAU). Esta categorización debe cumplirse en los Municipios con planeamiento urbanístico general: POM o PDSU [art. 3 RSRLOTAU y art. 48.2 B) TRLOTAU].

La clase de suelo de rústico viene a su vez dividida en dos categorías: suelo rústico de reserva y suelo rústico no urbanizable de especial protección. Esta ultima categoría, la no urbanizable de especial protección, se divide también en varias subcategorías (art. 47 TRLOTAU).

1.  Suelo rústico no urbanizable de especial protección

Los terrenos adscritos al suelo rústico en su categoría de no urbanizable de especial protección, están a su vez divididos en varios tipos o subcategorías [art. 4 C) RSRLOTAU].

1.1.  Suelo rústico no urbanizable de especial protección ambiental [art. 5.1 a) RSRLOTAU]

El reglamento aclara cuáles son los suelos que debemos encuadrar en esta subcategoría: aquellos terrenos que provienen del dominio público hidráulico y pecuario, así como sus zonas de protección [art. 5.1 a) RSRLOTAU].

Este criterio objetivo es pormenorizado desde la norma reglamentaria urbanística. El dominio público hidráulico y la zona de protección a la que afecta esta obligación de protección se corresponde con la denominada zona de policía que alcanza los 100 metros de anchura desde las márgenes del cauce fluvial (9)  y junto a los terrenos anejos a los perímetros de protección de las áreas de captación de agua para abastecimiento público (10) .

Sin embargo, la Disposición Adicional primera del Reglamento de Suelo Rústico prevé los ajustes en cuanto a la clasificación y a los usos que se deben dar a las zonas de protección del dominio público hidráulico que se encuentren en el interior de cascos urbanos o completamente rodeadas por suelo urbano o urbanizable.

En tal caso, y si existen hábitats de protección especial asociados, la banda inmediatamente contigua a los cauces fluviales se clasificará como suelo no urbanizable de especial protección, fijando la anchura en función de los informes exigidos (11) , y que como mínimo será de 10 metros a contar desde el límite exterior del cauce. A partir de ahí, y hasta la línea de 100 metros delimitadora de la zona de policía de aguas, los terrenos se clasificarán como suelo urbano o urbanizable, en función del entorno circundante. Si no hubiera hábitats de protección especial asociados, esa banda se clasificará como suelo urbano o urbanizable, con la calificación de zona verde.

El segundo criterio para clasificar un suelo como rústico no urbanizable de especial protección ambiental, es el atinente al dominio publico pecuario (12) . La regulación de las vías pecuarias no prevé zonas de protección más allá del propio dominio público pecuario. Sin embargo, el art. 5.1.a.ii RSRLOTAU indica que se entenderá como zona de protección las franjas de terreno situadas a ambos lados de las vías pecuarias que se indique en informe emitido por la consejería competente, y que por su disposición o naturaleza resulten precisas siquiera accesoriamente para el desarrollo de las funciones ganaderas, ecológicas y sociales de las vías pecuarias. A nuestro modo de ver este desarrollo reglamentario es un claro caso de regulación ultra vires, dado que no existe ninguna norma legal que prevea la existencia de zonas de protección de las vías pecuarias. Recordemos que esas supuestas zonas de protección son espacios donde se limita el haz de derechos de los propietarios del suelo: es precisa una habilitación legal para restringir el ámbito del derecho de la propiedad.

Pero incluso si diéramos por buena la previsión del art. 5.1.a.ii RSRLOTAU, no cabría adoptar un criterio genérico consistente en determinar que la franja de protección es de 3 o 5 metros. El texto reglamentario exige un informe concreto para cada caso, en el que uno de sus objetos específicos será determinar justificadamente y con base en el criterio marcado en el citado artículo: necesidad de esas franjas de protección con motivo de su disposición a naturaleza en relación con las funciones ganaderas, ecológicas y sociales (13) .

1.2.  Suelo rústico no urbanizable de especial protección natural [art. 5.1 b) RSRLOTAU]

El criterio de adscripción a esta categoría está vinculado a la normativa de protección de la naturaleza, incorporando los terrenos incluidos en parques y reservas naturales o en figuras afines., realizando el reglamento una enumeración más detallada de los terrenos así clasificados. Éstos son:

- Los terrenos incluidos en parques nacionales, parques y reservas y en el resto de figuras administrativas que conforman la red regional de áreas protegidas establecida en la Ley 9/1999, de 26 de mayo, de Conservación de la Naturaleza de Castilla-La Mancha.

- Los terrenos que presenten hábitats y elementos geomorfológicos de protección especial establecidos en la Ley 9/1999 de 26 de mayo, de Conservación de la Naturaleza de Castilla-La Mancha.

- Las formaciones boscosas naturales, según se determina en el art. 93 de la Ley 9/1999, de 26 de mayo, de Conservación de la Naturaleza de Castilla-La Mancha (14) .

- Los montes catalogados de utilidad pública.

- Las zonas que expresamente indiquen los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales, previstos en la Ley 9/1999, de 26 de mayo, de Conservación de la Naturaleza de Castilla-La Mancha.

- Las áreas en que deba garantizarse la conservación del hábitat de especies amenazadas.

A este respecto, es una cuestión polémica el tratamiento que deben recibir los suelos previamente clasificados como urbanos o urbanizables, cuando en virtud de la normativa citada o de actos aplicativos de la misma, estos terrenos tienen la condición de hábitat natural o cualquier otra de las figuras de protección. A nuestro modo de ver, la necesaria clasificación como suelo protegido sólo afectaría a los procedimientos de elaboración del planeamiento general, sin provocar «desclasificaciones de suelo» de carácter automático, salvo que el instrumento específico de entre los previstos en la Ley 9/1999 se tramite con expresa notificación y audiencia a los afectados y, en tal caso, se procediera a valorar la indemnización pertinente conforme a lo recogido en el art. 5 de dicha norma (15) .

La Disposición Adicional tercera RSRLOTAU establece un doble mecanismo para excepcionar la obligatoriedad de esta clasificación. Por un lado, podrán no ser clasificados bajo el régimen de protección natural los terrenos que expresamente se indiquen en el informe emitido a tal efecto por la Consejería de Medio Ambiente (16) . Por otro lado, esta exención puede contenerse en los instrumentos de planificación para la protección de los espacios y recursos naturales.

1.3.  Suelo rústico no urbanizable de especial protección cultural [art. 5.1 c) RSRLOTAU]

Según el art. 5.1.c) RSRLOTAU se adscribirán a esta categoría de suelo, en todo caso los terrenos que formen parte de parques arqueológicos, zonas arqueológicas -incluidas las industriales- y sitios históricos (17) , así como los que se delimiten en las cartas arqueológicas bien por formar parte de las tierras circundantes de otros elementos del patrimonio histórico y etnológico declarados bienes de interés cultural -tales como molinos de viento y otras manifestaciones de la arquitectura popular, como los silos, bombos, ventas y arquitectura negra de más de cien años de antigüedad-, bien por presentar valores culturales de importancia, siempre que no se encuentren ubicados dentro del núcleo urbano existente, en cuyo caso se les deberá otorgar la protección adecuada a través de la figura de planeamiento que proceda (18) .

Es interesante apuntar que la carga arqueológica es un documento informativo que recoge todos los conocimientos arqueológicos sobre un territorio. La única mención normativa a la misma aparece en el art. 20 de la Ley de Patrimonio Histórico de Castilla-La Mancha. Sin embargo en la práctica del planeamiento éste es un documento vinculante para el planeamiento, que al mismo tiempo y de forma contradictoria tiene carácter no público para evitar que su contenido facilite los expolios. Todo ello sin que exista ningún desarrollo normativo que articule un procedimiento para su aprobación, un régimen de los efectos de su aprobación ni, claro está, la participación de los afectados.

1.4.  Suelo rústico no urbanizable de especial protección paisajística o de entorno [art. 5.1. d) RSRLOTAU]

Esta subcategorización corresponde a aquellos terrenos que son tributarios de una protección por su valor estético, cultural o natural y que no pueden adscribirse a las subcategorías precedentes. La discrecionalidad de la Administración en este caso es elevada, y debe ser acompañada, en consecuencia, de una justificación lo mas rigurosa posible.

Por ultimo, recordamos que el planeamiento puede proteger, mediante la clasificación y su catalogación en el catalogo de bienes y espacios protegidos, en todas las subcategorías anteriores. Además, en caso de coincidencia de un terreno en varias subcategorías se incardinará en la que le otorgue un grado mayor de protección (art. 5.2).

1.5.  Suelo rústico no urbanizable de especial protección de infraestructuras y equipamientos [art. 47.2 b) TRLOTAU y Disposición Adicional segunda RSRLOTAU]

Son terrenos protegidos para salvaguardar las instalaciones, equipamientos o infraestructuras. El reglamento, en su redacción original, a través de una Disposición Adicional señala los que obligatoriamente deberán adscribirse a esta categoría: los terrenos incluidos en el dominio público ferroviario a su paso por el suelo rústico (entendemos que el paso por casco urbano será el correspondiente a suelo urbano o urbanizable) y los terrenos considerados como dominio público de carreteras y caminos junto a sus zonas de servidumbre si no discurren por travesías).

La legislación sectorial establecerá los criterios que desde el planeamiento debemos seguir para incluir numerosos supuestos dentro de esta subcategoría. Es preciso destacar que la Ley 2/2009 de Medidas Urgentes modificó a través de su Disposición Final primera la Ley 9/1990, de 28 de diciembre, de Carreteras y Caminos, siendo a nuestros efectos importante la nueva redacción del art. 27.5 de esta norma (19) , que permite que el dominio público viario sometido a la legislación de carreteras autonómicas y su zona de protección pueda tener la condición de sistemas generales y adscribirse a los ámbitos correspondientes de suelo urbanizable o urbano no consolidado cuando formen parte de desarrollos previstos en los Planes. Esta modificación, que sólo podemos valorar positivamente, resuelve un problema práctico en la tarea del planificador que ha sido repetidamente señalado por los especialistas en la redacción de planeamiento.

En desarrollo de esta nueva previsión legal, la modificación del Reglamento de Suelo Rústico realizada en el año 2010 modifica la Disposición Adicional segunda, ampliando los efectos de la modificación de la Ley de Carreteras y Caminos de Castilla-La Mancha a las carreteras estatales. Al mismo tiempo, la modificación del reglamento establece un mecanismo similar para el dominio público ferroviario, estableciendo que tendrán la condición de suelo rústico los terrenos considerados como dominio público de ferrocarriles, así como sus zonas de protección, cuando no discurran por suelo urbano consolidado o no formen parte de los desarrollos previstos por el planeamiento. En zonas urbanas o incluidas en desarrollos urbanísticos, la zona de protección puede utilizarse para integrar el ferrocarril mediante obras de urbanización derivadas del desarrollo del planeamiento urbanístico.

1.6.  Suelo rústico no urbanizable de especial protección estructural [art. 47.2 c) TRLOTAU]

Se adscriben a esta categoría dentro del suelo rústico de especial protección, aquellos suelos que el planeamiento urbanístico general considere que deben ser protegidos por sus valores estructurales, tales como hidrológicos, agrícolas, ganaderos, cinegéticos..., siendo la justificación de su protección la potencialidad para desarrollar estas actividades y la no incorporación al proceso urbanizador de acuerdo con los criterios generales de clasificación del suelo rústico establecidos en el art. 47 TRLOTAU y 2 RSRLOTAU.

2.  Suelo rústico de reserva

Según el art. 6 RSRLOTAU los terrenos que no se adscriban a la categoría de suelo rústico no urbanizable de especial protección conforme a lo que acabamos de ver, deberán serlo a la de suelo rústico de reserva.

III.  EL CONTENIDO URBANÍSTICO DE LA PROPIEDAD DEL SUELO RÚSTICO (20) 

Entendemos por régimen urbanístico del suelo o contenido urbanístico del derecho de la propiedad «el conjunto de derechos y deberes que tiene el propietario del suelo como consecuencia de la legislación urbanística [...] y por la vigencia de los instrumentos de planeamiento urbanístico» (21) . Ambas legislaciones, estatal y autonómica regulan este contenido. La estatal recoge una regulación común a todos los ciudadanos que tiene como finalidad la consecución de las condiciones de igualdad de todos los españoles en el ejercicio de derechos y deberes (art. 149.1.1.ª CE). Esta regulación estatal señala unas condiciones mínimas. Por su parte, la autonómica complementa la regulación estatal ejerciendo su competencia exclusiva. Así, el legislador autonómico puede añadir o completar el esquema legal estatal, con mas derechos o deberes, o ampliando los mismos, pero siempre, sin contradecir el régimen mínimo instaurado desde la norma general (actual TRLS).

El legislador castellano-manchego optó por completar el régimen urbanístico del suelo, regulando de forma exhaustiva muchos de los derechos y deberes tradicionalmente existentes. Este detalle en su normativa legal provoca en bastantes ocasiones una lectura farragosa y contradictoria. Al mismo tiempo, agota prácticamente las posibilidades regulatorias, por lo que el margen para que el planificador municipal pueda decidir sobre el régimen de usos y actos en el suelo rústico es bastante exiguo.

No existe un único régimen jurídico de la clase de suelo que denominamos rústico. La multiplicidad de estatutos jurídicos tiene su traslación al número de categorías de suelo rústico que nos encontramos en las disposiciones legales y reglamentarias. Además, la afección de normas sectoriales también condiciona a dichas categorías, creando a su vez múltiples supuestos de facto y de derecho, que matizan a otros previamente definidos. En definitiva, no sólo existirá el estatus jurídico, derechos y deberes del propietario, en las dos categorías del suelo rústico, reserva y no urbanizable de especial protección, sino que debemos añadir las especiales características de cada subcategoría, en función de los valores que la determinan e influidos por las normas sectoriales que los condicionan. La heterogeneidad de situaciones es imposible de abordar en un estudio como el presente. Reduciremos a las dos grandes categorías legales el régimen de derechos y deberes, esto es, el estatuto jurídico de la propiedad en suelo rústico.

La instauración de una determinada ordenación urbanística estructural y detallada (art. 24 TRLOTAU) produce al menos, la clasificación del suelo en urbano, urbanizable y rústico y la calificación urbanística de cada tipo de suelo. Clasificación y calificación del suelo que va a vincular a los terrenos, construcciones y edificaciones, delimitando en todo caso, el contenido del derecho de propiedad. El contenido urbanístico legal del derecho de propiedad viene enunciado en el sistema urbanístico autonómico de dos maneras: en cuanto derechos y deberes (22) .

1.  Principios legales generales que sustentan el estatuto jurídico de los propietarios en suelo rústico

El sustrato dogmático de la legislación urbanística de Castilla-La Mancha en cuanto al suelo rústico se encierra en el arquetipo de que el propietario del suelo tiene un derecho natural que alcanza al aprovechamiento rural de los terrenos, mientras que el resto de usos, actos y actividades son una suerte de privilegios conferidos por el planeamiento. Es decir, el propietario puede arar, cultivar, pastorear... pero construir una simple instalación para utensilios, aperos, ganado... es un derecho que viene atribuido por el planeamiento urbanístico. Curiosa realidad en una región donde el suelo rústico es un factor productivo y de producción de una gran relevancia, pero que refleja el concepto estatutario de la propiedad del suelo, que alcanza también al suelo rústico.

El TRLOTAU posee un acervo de principios y normas generales que guían al planificador a la hora de fijar el contenido del derecho de propiedad en suelo rústico. Muchos de estos principios son fruto de diferentes documentos de rango europeo o internacional (Carta Europea de Ordenación del Territorio, Estrategia Territorial Europea, Libro Verde del Medio Ambiente Urbano, Europa 2000 y Europa 2000+, congresos, conferencia...).

La función pública de ordenación urbanística (art. 2.2 TRLOTAU) atribuye a la Administración las potestades para cumplir los fines de la actuación pública urbanística y territorial en general, y del suelo rústico en particular.

Los criterios generales que guían la actuación de las Administraciones con potestades urbanísticas, siendo la principal, la de planeamiento, se encuadran, en multitud de principios de índole medioambiental, sobre la base de los arts. 45, 46 y 47 CE (art. 3 TRLOTAU). Así, el desarrollo racional del recurso suelo, la armonización del desarrollo económico con la preservación del medio ambiente, la cohesión social municipal y regional son criterios de actuación pública territorial (art. 4 TRLOTAU), que se transforman en fines específicos (art. 5 TRLOTAU): la protección de los recursos naturales, la utilización racional de espacios con valores para el sector primario, el uso racional de los recursos hidrológicos, la preservación del patrimonio histórico, arqueológico..., la protección del paisaje y, por ultimo, integrar intereses públicos y privados, en cuanto al desarrollo socioeconómico de actividades productivas que generen empleo estable.

Estos criterios y fines territoriales, son los propios de la ordenación del territorio, pero entendemos que la palabra territorio afecta a toda clase de suelos, especialmente el suelo rústico, ya sean ordenados territorial o urbanísticamente. Una prueba de ellos son los fines de la actividad pública urbanística (art. 6 TRLOTAU) muy dirigida al suelo urbano y urbanizable y menos al suelo rústico.

Fuera de estos principios, el régimen del suelo rústico, queda vinculado a lo que podemos denominar bloque de legalidad: leyes y reglamentos que desarrollen competencias en materia de urbanismo y ordenación del territorio, normas sectoriales y, por último, a los instrumentos de ordenación territorial y urbanística en vigor. Y como vimos en párrafos anteriores, si el propietario no tiene derecho nada más que a la «utilización rural» del suelo rústico, no se le tendrá que indemnizar por la clasificación de sus terrenos como suelo rústico con un régimen más o menos protector de los valores que rustican su clasificación y categorización (23) .

Debemos señalar, finalmente, que el régimen del suelo rústico establecido legalmente tiene como punto de partida la modificación sustancial que en el mismo introdujo la Ley 1/2003, de 17 de enero, de Modificación de la Ley 2/1998, de 4 de junio, de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística.

2.  Derechos

Cuando nos encontremos en suelo rústico, los derechos específicos de esta clase de suelo (o desde otro punto de vista, el concepto de utilización normal de la finca) se circunscriben a la realización de los actos no constructivos precisos para la utilización y explotación agrícola, ganadera, forestal, cinegética (24)  o análoga a la que los terrenos estén efectivamente destinados, conforme a su naturaleza y mediante el empleo de medios técnicos e instalaciones adecuados y ordinarios (art. 50 1.2 TRLOTAU y art. 7.1-2 RSRLOTAU). Estos actos en ningún caso podrán suponer ni tener como consecuencia la transformación de dicho destino o el uso residencial, o de vivienda, o la transformación de las características de la explotación, y deberán permitir la preservación, en todo caso, de las condiciones edafológicas y ecológicas, así como la prevención de riesgos de erosión, de incendio o para la seguridad o salud públicas.

Incluso este derecho básico a la utilización rural del suelo se limita en el caso de los terrenos clasificados como rústicos de especial protección, pues dicho uso debe compatibilizarse obligatoriamente con el régimen de protección al que la legislación sectorial o el planeamiento territorial y urbanístico sujete los terrenos y con las limitaciones establecidas en el art. 12 del propio reglamento.

Según el texto literal del art. 7.2 b) RSRLOTAU, también se considerará uso normal de la finca y, por tanto el propietario tendrá derecho al mismo, la realización de obras y construcciones y el desarrollo de usos y actividades que excedan de las previstas en la letra anterior y se legitimen expresamente por la ordenación territorial y urbanística en los términos previstos en el reglamento en el suelo rústico de reserva y, excepcionalmente, en el rústico no urbanizable de especial protección con las limitaciones establecidas en el art. 12 RSRLOTAU. Sin embargo, este tipo de actos que van más allá de la explotación agropecuaria del suelo se consideran actos que manifiestan un aprovechamiento urbanístico del suelo rústico y, como tales, confieren valor a dicho suelo lo que tiene relevantes efectos incluso con respecto a la participación de la comunidad en las plusvalías derivadas de la acción urbanística. En la sistemática del régimen del suelo rústico para este tipo de actos no es la previsión en el planeamiento su último requisito. Al contrario, es preciso la concreción de ese planeamiento mediante el acto de calificación urbanística en suelo rústico. Este acto es de carácter potestativo y en su naturaleza subyace un cierto grado de rasgos propios de la ordenación urbanística, al determinar el estatuto objetivo del suelo rústico de forma previa a la licencia, que sí que es un acto de control de legalidad. Pensemos que aunque la ejecución de un acto en suelo rústico esté prevista en el planeamiento, puede denegarse su calificación urbanística, esto es la atribución de un aprovechamiento específico en ese suelo rústico, en virtud de que se considere que se provoca un impacto territorial indeseable o que se perjudican los valores naturales del suelo rústico (art. 38.3 RSRLOTAU).

Sí añade el reglamento en su art. 7.3, que los propietarios de suelos categorizados como de reserva, tienen derecho a presentar consultas sobre viabilidad de actuaciones urbanizadoras de acuerdo con el art. 13 y 36 RSRLOTAU. Por supuesto, el derecho es exclusivamente al trámite y nunca a la resolución positiva, dado que la finalidad de la consulta es la innovación del planeamiento mediante la reclasificación del suelo rústico a través del correspondiente Plan Parcial de Mejora, lo que entra dentro de la potestad pública de ordenación urbanística.

Por último, los derechos tienen su límite los derechos de terceros y las prescripciones medioambientales, incluidas las de patrimonio histórico (art. 50.2 TRLOTAU).

3.  Deberes

El TRLOTAU también prevé unos deberes que de manera general forman parte del contenido del derecho de propiedad del suelo. Estos deberes generales son los propios del suelo rústico (art. 51.1 1.1 TRLOTAU y art. 8 RSRLOTAU). El art. 8 RSRLOTAU hace la siguiente enumeración:

	 «1. Destinar el suelo al uso previsto por la ordenación territorial y urbanística y conservar las construcciones e instalaciones existentes. 2. Levantar, en su caso, las cargas impuestas por la ordenación urbanística para el legítimo ejercicio de la facultad prevista en la letra b) del número 2 del artículo anterior. 

3. Conservar y mantener el suelo y, en su caso, su masa vegetal en las condiciones precisas para evitar riesgos de erosión, inundación o incendio (25) , y para la seguridad o salud públicas y daños o perjuicios a terceros o al interés general, incluido el ambiental. 

4. Realizar el uso y la explotación de forma que no se produzca contaminación indebida de la tierra, el agua y el aire, ni tengan lugar inmisiones ilegítimas en bienes de terceros. 

5. Realizar las plantaciones, los trabajos y las obras de defensa del suelo y su vegetación que sean necesarios para mantener el equilibrio ecológico, preservar el suelo de la erosión, impedir la contaminación indebida del mismo y prevenir desastres naturales. En particular, proceder a la reforestación o a la adopción de medidas excepcionales de apoyo a la regeneración natural para la reposición de la vegetación en toda la superficie que la haya perdido como consecuencia de incendio, desastre natural o acción humana no debidamente autorizada, en la forma y condiciones prevenidas en la legislación correspondiente y los Planes o programas aprobados conforme a la misma. 

6. Respetar las limitaciones que deriven de la legislación administrativa aplicable por razón de la colindancia con bienes que tengan la condición de dominio público hidráulico y pecuario, en los que estén establecidos obras o servicios públicos o en cuyo suelo o subsuelo existan recursos naturales sujetos a explotación regulada. 

7. Cumplir los Planes y programas sectoriales aprobados conforme a la legislación administrativa reguladora de las actividades a que se refiere el número 5 anterior, así como los aprobados para la protección de los espacios naturales, la flora y la fauna. 

8. Permitir la realización por la Administración Pública competente de los trabajos de plantación que sean necesarios para prevenir la erosión. Toda restricción por tales trabajos de usos reales y actuales desarrollados en los terrenos dará lugar a responsabilidad patrimonial de la Administración.» 




Estos deberes se coordinan sin especial dificultad con lo establecido en el art. 9 TRLS 08 al respecto de los deberes y cargas que conforman el contenido del derecho de la propiedad en el suelo rural:

	 «En el suelo que sea rural a los efectos de esta ley, o esté vacante de edificación, el deber de conservarlo supone mantener los terrenos y su masa vegetal en condiciones de evitar riesgos de erosión, incendio, inundación, para la seguridad o salud públicas, daño o perjuicio a terceros o al interés general; incluido el ambiental; prevenir la contaminación del suelo, el agua o el aire y las inmisiones contaminantes indebidas en otros bienes y, en su caso, recuperarlos de ellas; y mantener el establecimiento y funcionamiento de los servicios derivados de los usos y las actividades que se desarrollen en el suelo.» 


IV.  CONTENIDO DEL PLANEAMIENTO URBANÍSTICO REGULATORIO DEL SUELO RÚSTICO

1.  Determinaciones sobre suelo rústico

El art. 24 TRLOTAU, que regula el contenido de los Planes de Ordenación Municipal, sólo se refiere al suelo rústico para reflejar la clasificación del suelo que se opera con este instrumento y para indicar que la fijación de los criterios que deben regir la ordenación del suelo rústico forman parte de la ordenación estructural [art. 24.1 f) TRLOTAU y art. 19.7 RPLOTAU].

El Reglamento de Suelo Rústico, con mayor detalle, establece en su art. 9.1 las materias objeto de regulación en el instrumento de planeamiento con respecto al suelo rústico:

	 «a) Determinar las condiciones de los derechos de uso y disfrute de las fincas ubicadas en el mismo. En particular: - Para el suelo no urbanizable de especial protección: establecer el régimen de protección de los terrenos que se adscriban a esta categoría y determinar, de acuerdo con la legislación sectorial aplicable, qué actos de los previstos en el art. 12 están expresamente permitidos en él. 

- Para el suelo rústico de reserva: determinar qué actos están prohibidos o excluidos y qué actos están permitidos en esta clase de suelo. 

b) Definir las características técnicas concretas que, para los actos no constructivos destinados al uso agrícola, ganadero, forestal, cinegético, o análogos, impidan la construcción de edificaciones cubiertas y cerradas generadoras de aprovechamiento urbanístico. 

c) Establecer las características y las condiciones morfológicas y tipológicas de las construcciones y edificaciones que se permitan realizar. 

d) Establecer las condiciones objetivas que puedan dar lugar a la formación de núcleos de población en las áreas territoriales en las que, por sus características, parcelarias o derivadas de la estructura de la propiedad, se aprecie riesgo de aquella formación por cumplirse las circunstancias establecidas en el 2.º párrafo de la letra b) del artículo siguiente. 

e) Definir de manera concreta los requisitos sustantivos que deben cumplir las obras, construcciones e instalaciones a implantar en suelo rústico, de conformidad con lo establecido en el presente reglamento y, en su caso, en las correspondientes Instrucciones Técnicas de Planeamiento. 

f) Establecer, de estimarse conveniente, requisitos mínimos y adicionales a los establecidos en los arts. 34 y 35 de este reglamento, para poder practicar la división de fincas o la segregación de terrenos. 

g) Establecer las condiciones que deberán satisfacerse en el suelo rústico de reserva para poder ser incorporado al proceso urbanizador del Municipio.» (26) 




El establecimiento de los usos pormenorizados, las ordenanzas tipológicas y parámetros de construcción en suelo rústico tendrán la consideración de ordenación detallada según establece el art. 20.1 RPLOTAU, salvo que haya una expresa atribución del carácter de ordenación estructural en el planeamiento. Esto puede tener importancia práctica en el contexto del régimen competencial para la aprobación de las modificaciones de planeamiento relativas a la ordenación detallada en Municipios de más de 10.000 habitantes.

2.  La superioridad ordinamental de la Instrucción Técnica de Planeamiento. Crítica

Con fecha 31 de marzo de 2003 (DOCM 8 de abril) se aprobó la Orden de la Consejería de Obras Públicas por la que se aprueba la Instrucción Técnica de Planeamiento sobre requisitos de obras en construcciones e instalaciones en suelo rústico. La Instrucción Técnica de Planeamiento es un instrumento de ordenación territorial y urbanística (art. 14 TRLOTAU), que tiene por objeto fijar criterios y directrices sobre unas materias concretas a fin de fomentar la homologación y facilitar la interpretación y aplicación de las determinaciones contenidas en los instrumentos de ordenación territorial y urbanística (art. 3 RPLOTAU).

La Instrucción Técnica de Planeamiento en suelo rústico establece los parámetros de superficie mínima y ocupación máxima como manifestación de uno de los objetos que le atribuye el TRLOTAU y los reglamentos: la definición de los requisitos sustantivos que deben cumplir los actos de uso y aprovechamiento urbanísticos en suelo rústico [art. 15.2 e) TRLOTAU]. El art. 63.1.1.º TRLOTAU, al regular los requisitos sustantivos de los actos de uso y aprovechamiento urbanísticos, establece para cada uso que esa superficie mínima y ocupación máxima será la que determine la Instrucción Técnica de Planeamiento o, en su defecto, la que de manera motivada y justificada se fije en el planeamiento en función de los usos y actividades a implantar. Según esta norma, la regulación de la parcela mínima y ocupación máxima en el suelo rústico corresponde al planeamiento, siempre que lo justifique y lo motive, y hasta el momento en el que exista Instrucción Técnica de Planeamiento.

Si lo miramos desde otro punto de vista, a pesar de que el planeamiento urbanístico haya motivado y justificado en función de las especiales características de un Municipio la aplicación de unos determinados parámetros de parcela mínima y ocupación máxima, una vez entra en vigor la ITPRLOTAU el planeamiento se ve desplazado por esta norma de alcance genérico. Parece más razonable articular un sistema en el que, sobre la base de unas normas generales que responden al fin de «fomentar la homologación» de los instrumentos de planeamiento, puedan aplicarse las diversas especialidades de cada Municipio. Cuestión ésta más relevante toda vez que el contenido de la Instrucción Técnica de Planeamiento corresponde con determinaciones con naturaleza de ordenación detallada (art. 20.1 RPLOTAU), que en la tradición de nuestro sistema normativo de planeamiento son las propias de la competencia local, frente a la ordenación estructural o general, objeto del verdadero control y poder decisorio autonómico. Así pues, aunque consideramos que la ITPRLOTAU es un instrumento eficaz como orientador del contenido del planeamiento, lo cierto es que su posición ordinamental actual supone una discordancia relevante en el sistema de fuentes en materia urbanística.

V.  DETERMINACIONES GENÉRICAS SOBRE USOS, ACTIVIDADES Y ACTOS EN SUELO RÚSTICO

El art. 11 RSRLOTAU lleva por título «Usos, actividades y actos que pueden realizarse en suelo rústico de reserva». Recoge un listado de esos usos, actividades y actos, indicando que podrán llevarse a cabo con las condiciones y requisitos establecidos en los artículos del reglamento, de forma coordinada con lo previsto en el art. 7.2 a) RSRLOTAU. El listado es el siguiente:

	 «1. Usos adscritos al sector primario: a) Actos no constructivos precisos para la utilización y explotación agrícola, ganadera, forestal, cinegética o análoga a la que los terrenos estén efectivamente destinados. 

b) Instalaciones desmontables para la mejora del cultivo o de la producción agropecuaria, que no impliquen movimiento de tierras. 

c) Edificaciones adscritas al sector primario que no impliquen transformación de productos, tales como almacenes, granjas y, en general, instalaciones agrícolas, ganaderas, forestales, cinegéticas, piscícolas o similares que guarden relación con el destino y naturaleza de la finca. En particular: 

- Almacenes de materias primas y aperos. 

- Granjas e instalaciones destinadas a la estabulación y cría de ganado. 

- Otras construcciones relacionadas con actividades agrícolas y ganaderas y con actividades primarias de carácter análogo tales como balsas de riego, naves de champiñón, viveros, invernaderos, piscifactorías, etcétera. 

- Instalaciones relacionadas con la explotación forestal y silvícola. 

- Instalaciones relacionadas con la caza y la actividad cinegética. 

Se entenderán incluidas en este supuesto tanto las edificaciones de nueva planta como las reformas o rehabilitaciones de edificaciones existentes que afecten a elementos estructurales o de fachada o cubierta o que supongan un aumento de la superficie construida. 

2. Uso residencial familiar 

Se considera vivienda familiar aislada aquella vivienda que está localizada en una única parcela con acceso independiente, no estando permitida la agrupación de viviendas en una misma parcela, aun cuando lo sean bajo la forma de la propiedad horizontal, ordinaria o tumbada, o se tratara de una copropiedad con adscripción de uso. 

Se entenderán incluidas en este supuesto tanto las edificaciones de nueva planta como las reformas o rehabilitaciones de edificaciones existentes que afecten a elementos estructurales o de fachada o cubierta o que supongan un aumento de la superficie construida. 

3. Usos dotacionales de titularidad pública 

Obras e instalaciones requeridas por las infraestructuras y servicios públicos de titularidad pública, estatal, autonómica o local siempre que precisen localizarse en el suelo rústico. En particular: 

a) Elementos fijos pertenecientes al sistema viario de comunicaciones y de transportes en todas sus modalidades. 

b) Elementos pertenecientes al ciclo hidráulico, incluida la captación y las redes de abastecimiento, saneamiento, depuración, vertido y reutilización de aguas residuales. 

c) Elementos pertenecientes el sistema energético en todas sus modalidades, incluida la generación, redes de transporte y distribución. 

d) Elementos pertenecientes a la red de telecomunicaciones. 

e) Elementos pertenecientes al sistema de tratamiento de residuos, incluyendo los sistemas de recogida, tratamiento y vertido. 

f) Todos los que resulten así declarados en virtud de legislación específica. 

g) Otros equipamientos como los destinados a actividades y servicios culturales, científicos, asistenciales, religiosos, funerarios y similares. 

4. Usos industriales, terciarios y dotacionales de titularidad privada 

a) Usos Industriales: 

- Actividades extractivas y mineras, entendiendo por éstas la extracción o explotación de recursos y la primera transformación, sobre el terreno y al descubierto, de las materias primas extraídas, incluida la explotación de canteras y la extracción de áridos. 

- Actividades industriales y productivas clasificadas que precisen emplazarse en suelo rústico. 

- Depósitos de materiales o de residuos, almacenamiento de maquinaria y estacionamiento de vehículos que se realicen enteramente al aire libre y no requieran instalaciones o construcciones de carácter permanente; 

b) Usos Terciarios: 

- Usos comerciales: Establecimientos comerciales y tiendas de artesanía y productos de la comarca. 

- Usos hosteleros y hoteleros: Establecimientos hoteleros y hosteleros: Campamentos de turismo (camping) e instalaciones similares; establecimientos de turismo rural. 

- Uso recreativo: Centros deportivos, recreativos, de ocio o esparcimiento. 

c) Usos dotacionales de equipamientos: 

- Elementos pertenecientes al ciclo hidráulico, incluidas la captación y las redes de abastecimiento, saneamiento, depuración, vertido y reutilización de aguas residuales. 

- Elementos pertenecientes al sistema energético en todas sus modalidades, incluida la generación, redes de transporte y distribución. 

- Elementos pertenecientes a la red de telecomunicaciones. 

- Elementos pertenecientes al sistema de tratamiento de residuos, incluyendo los sistemas de recogida, tratamiento y vertido. 

- Elementos fijos pertenecientes al sistema viario de comunicaciones y de transportes en sus modalidades. 

- Servicios integrados en áreas de servicio vinculadas a las carreteras. 

- Estaciones aisladas de suministro de carburantes. 

- Otros equipamientos como los destinados a actividades y servicios culturales, científicos, asistenciales, religiosos, funerarios y similares. 

Se entenderán incluidos en este supuesto, relativo a los usos de titularidad privada, tanto las edificaciones de nueva planta como las reformas o rehabilitaciones de edificaciones existentes que afecten a elementos estructurales o de fachada o cubierta o que supongan un aumento de la superficie construida. 

5. Actividades asociadas a los anteriores usos 

a) División de fincas o la segregación de terrenos. 

b) Los vallados y cerramientos de parcelas. 

c) Reforma o rehabilitación de edificaciones existentes dirigidas a su conservación y mantenimiento, que no afecten a elementos estructurales o de fachada o cubierta. Se entenderán incluidos en estos supuestos la reposición de sus elementos de carpintería o cubierta y acabados exteriores.» 




Este listado de usos, actividades y actos no es de exclusiva aplicación al suelo rústico de reserva, sino que también es aplicable al suelo rústico no urbanizable de especial protección. Sin embargo, el art. 54.4. TRLOTAU (12 RSRLOTAU) indica que esa posibilidad es excepcional y condicionada («siempre y cuando») a que dichos usos, actividades y actos estén expresamente permitidos por la legislación sectorial y el planeamiento territorial y urbanístico por ser necesarios para la mejor conservación de las características y valores determinantes del régimen de especial protección o para el uso y disfrute públicos compatibles con unas y otros. El sistema es, por tanto, especialmente rígido en el suelo protegido, sobre todo si tenemos en cuenta que según el apartado segundo del art. 12 RSRLOTAU la inexistencia de legislación sectorial concreta y específica directamente aplicable sobre un determinado lugar no podrá ser interpretada como circunstancia habilitadora para llevar a cabo los usos, actividades o actos de que se trate.

El Decreto 177/2010 añadió un tercer apartado a este art. 12 RSRLOTAU para tratar de solventar el problema interpretativo que se daba cuando la legislación sectorial no usaba la misma terminología que la legislación urbanística. Por eso se ha establecido que cuando la legislación sectorial permita expresamente ciertos usos, actividades y actos pero no los concrete de acuerdo con la clasificación que realiza el Reglamento de Suelo Rústico o la Instrucción Técnica de Planeamiento, se precisará para el otorgamiento de la calificación urbanística informe previo favorable del órgano competente en la materia sectorial de que se trate. A nuestro modo de ver, ha faltado en la nueva regulación una mayor concreción del alcance de este informe, que en los casos de autorizaciones urbanísticas y sectoriales concurrentes puede llegar a ser innecesario.

Los conceptos incorporados en el listado del art. 11 incluyen también los usos, actividades, construcciones e instalaciones de carácter accesorio que sean imprescindibles de acuerdo con la legislación de seguridad, protección civil, laboral o sectorial que sea de pertinente aplicación (art. 56.1 TRLOTAU y 15.1 RSRLOTAU). También deberán atender a la debida satisfacción de los servicios urbanísticos que demanden y la conexión con las redes generales de servicios. En particular, las viviendas y explotaciones ganaderas deberán disponer de depuradoras o, en su caso, fosas sépticas individuales [art. 56.2 TRLOTAU (27) ]. No es precisa la autorización expresa y motivada en el planeamiento del posible uso de fosa séptica a la que se refiere la Disposición Preliminar única, apartado 2.3, en la nueva redacción que le dio la Ley 2/2009 y mantiene el vigente texto refundido, dado que ésta afecta a las unidades de suelo con la condición de solar, esto es, al suelo urbano.

El art. 16.1 RSRLOTAU, reproduciendo el texto del art. 55.1 TRLOTAU (28) , indica una serie de determinaciones de directa aplicación a los que deberán ajustarse todos los actos de aprovechamiento y uso del suelo rústico:

	 «a) No suponer un daño o un riesgo para la conservación de las áreas y recursos naturales protegidos. b) Ser adecuados al uso y la explotación a los que se vinculen y guardar estricta proporción con las necesidades de los mismos. 

c) No podrán, en los lugares de paisaje abierto, ni limitar el campo visual, ni romper el paisaje, así como tampoco desfigurar, en particular, las perspectivas de los núcleos e inmediaciones de las carreteras y los caminos (29) . 

d) No podrá realizarse ningún tipo de construcciones en terrenos de riesgo natural. 

e) No podrán suponer la construcción con características tipológicas o soluciones estéticas propias de las zonas urbanas, en particular, de viviendas colectivas, naves y edificios que presenten paredes medianeras vistas. 

f) Se prohíbe la colocación y el mantenimiento de anuncios, carteles, vallas publicitarias o instalaciones de características similares, salvo los oficiales y los que reúnan las características fijadas por la Administración en cada caso competente, que se sitúen en carreteras o edificios y construcciones y no sobresalgan, en este último supuesto, del plano de la fachada. 

g) Las construcciones deberán armonizarse con el entorno inmediato, así como con las características propias de la arquitectura rural o tradicional de la zona donde se vayan a implantar. 

h) Las construcciones deberán presentar todos sus paramentos exteriores y cubiertas totalmente terminados, con empleo en ellos de las formas y los materiales que menor impacto produzcan, así como de los colores tradicionales en la zona o, en todo caso, los que favorezcan en mayor medida la integración en el entorno inmediato y en el paisaje.» 




Estas normas se imponen en todo caso a las previstas en los instrumentos de planeamiento y se configuran como elemento del control de la legalidad que se opera en cada solicitud de licencia.

Por otro lado, en el caso de construcciones y edificaciones, se prevén unas normas de aplicación subsidiaria, en tanto en cuanto no hay regulación expresa sobre dicha materia. Es decir, estas normas serán aplicables, incluso aunque exista planeamiento, si este último no regula estas materias. En tales casos, y según el 55.2 TRLOTAU y su concordante reglamentario, las construcciones y edificaciones deberán a) tener el carácter de aisladas, b) retranquearse, como mínimo, cinco metros a linderos y quince metros al eje de caminos o vías de acceso, y c) no tener ni más de dos plantas, ni una altura a cumbrera superior a ocho metros y medio, medidos en cada punto del terreno natural original, salvo que las características específicas derivadas de su uso hicieran imprescindible superarlas en alguno de sus puntos.

Junto estas normas de carácter subsidiario para las construcciones y edificaciones, debemos señalar que el art. 54.3 TRLOTAU, desarrollado en el art. 10 RSRLOTAU, establece unos objetivos que con respecto a la materialización de los usos en edificación en suelo rústico (30)  han de ser previstos por la ordenación territorial y urbanística. En otro lugar hemos defendido que al menos la norma atinente a que la ordenación territorial y urbanística debía asegurar la no formación de núcleos de población tenía la naturaleza de norma de aplicación directa, a la vista de su grado de concreción. Sin embargo, tras la entrada en vigor del Decreto 177/2010, que modifica la letra b) del art. 10 RSRLOTAU, hemos de cambiar de opinión, dado que la regulación sobre la formación de núcleo de población, aunque es ahora más detallada, abre la puerta a un desarrollo propio y distinto en el planeamiento, por lo que el valor de esta letra b) es el de norma de aplicación subsidiaria.

Según el art. 10 b) 1. RSRLOTAU existe riesgo de formación de nuevo núcleo de población desde el momento en que se está en presencia de más de tres unidades rústicas aptas para la edificación que puedan dar lugar a la demanda de los servicios o infraestructuras colectivas innecesarias para la actividad de explotación rústica o de carácter específicamente urbano. Como aportación del Decreto 177/2010, el planeamiento general podrá establecer previsiones más restrictivas en la regulación de los supuestos en que existe riesgo de formación de núcleo de población. Se entenderá por unidad rústica apta para la edificación la correspondiente a la superficie mínima exigida por la Instrucción Técnica de Planeamiento o por el planeamiento general en los supuestos en que sea éste aplicable, para la edificación o construcción ya materializada.

El nuevo apartado 2 de la letra b) prevé otros supuestos en los que se entiende que existe riesgo de formación de núcleo de formación. Esta previsión no tiene mucho sentido, porque son supuestos que deben ser concurrentes a los requisitos previstos en el apartado 1 de la letra b). Y como hemos visto, cuando se dan esos requisitos ya se está ante el riesgo de formación de núcleo de población, por lo que no son necesarios nuevos supuestos concurrentes. Los nuevos supuestos prevén un régimen de distancias entre construcciones, sin perjuicio de que el planeamiento general pueda determinar justificadamente otras distancias. Los supuestos son:

1.º) Que se propongan edificaciones a una distancia menor de 200 metros del límite del suelo urbano o urbanizable.

2.º) Que se contengan, sin incluir la propuesta, tres o más edificaciones correspondientes a distintas unidades rústicas, en un círculo de 150 metros de radio, con centro en cualquiera de las edificaciones mencionadas.

VI.  REQUISITOS ADMINISTRATIVOS Y SUSTANTIVOS DE LOS ACTOS EN SUELO RÚSTICO

1.  Requisitos administrativos

Los requisitos administrativos de inexcusable cumplimiento a los que están sometidas las obras, construcciones e instalaciones previstas en los arts. 11 y 12 del reglamento, así como los usos y actividades a los que se destinen aparecen recogidos en el art. 17 RSRLOTAU, que reproduce el texto de los arts. 63.2 y 58 TRLOTAU:

	 «a) Contar con la resolución de otorgamiento de cualesquiera concesiones, permisos o autorizaciones no municipales legalmente exigibles y, en su caso, la resolución favorable del correspondiente procedimiento de evaluación ambiental y autorización ambiental integrada (31) . b) Contar con la calificación urbanística en los supuestos previstos en el art. 37 de este reglamento. 

c) Que la obra, construcción o instalación cuente con cobertura formal y material por licencia en vigor, determinando la caducidad de ésta la de la calificación urbanística previa. 

d) Afianzar el cumplimiento de las condiciones legítimas de las correspondientes calificación y licencia. 

A este efecto, los interesados deberán, una vez otorgada la licencia municipal, prestar garantía, en cualquiera de las formas admitidas por la legislación aplicable, a la Administración municipal, por importe del tres por ciento del coste de la totalidad de las obras o los trabajos a realizar, sin cuyo requisito no podrá darse comienzo a la ejecución de las obras, ni serán eficaces los actos de calificación y licencia que legitimen éstas. 

e) Que se haga constar en el Registro de la Propiedad la calificación urbanística y las condiciones de la licencia, de conformidad con lo dispuesto en la legislación hipotecaria.» 




Como podemos apreciar, en el suelo rústico se agrava el régimen de la legitimación de las actuaciones urbanísticas privadas, al exigir no sólo las preceptivas licencias y autorizaciones [letras a)-c)], sino también el afianzamiento previo al inicio de las obras del cumplimiento de las condiciones establecidas en la licencia, así como la inscripción de la calificación urbanística y de las condiciones de la licencia (32) .

El objeto de la garantía es el cumplimiento de las condiciones de la calificación y la licencia, por lo que la vigencia del afianzamiento, a pesar de no resolverlo expresamente la norma, sólo puede ser la necesaria para la ejecución de lo previsto en la licencia. Obtenida la licencia de primera ocupación deberá producirse la devolución de la garantía. Si en el futuro hubiera un incumplimiento de las condiciones de la calificación y licencia estaríamos en el ámbito del procedimiento sancionador y no, lógicamente, en el de ejecución de una garantía.

La referencia señalada a la inscripción en el Registro de la Propiedad de la calificación urbanística y de las condiciones de la licencia, se complementa con la previsión en todos los artículos que regulan los requisitos sustantivos de actos y usos en suelo rústico (arts. 19-32 RSRLOTAU), de un mecanismo de vinculación legal de las obras, construcciones e instalaciones a la superficie mínima exigida. Se establece que la superficie mínima de la finca que se fije por los órganos urbanísticos en aplicación de la norma correspondiente, quedará en todo caso vinculada legalmente a las obras, construcciones e instalaciones y sus correspondientes actividades o usos. Esta vinculación legal implicará la afectación real de dicha superficie a las obras, las construcciones, las instalaciones o los establecimientos legitimados por la calificación urbanística, cuando ésta sea necesaria, y la licencia municipal pertinentes. Mientras éstas permanezcan vigentes, dicha superficie no podrá ser objeto de acto alguno que tenga por objeto o consecuencia su parcelación, división, segregación o fraccionamiento. Esta afectación real se hará constar en el Registro de la Propiedad conforme a lo dispuesto en la legislación hipotecaria.

La superficie de la finca que exceda de la mínima establecida en el párrafo anterior podrá no quedar vinculada legalmente a las obras, construcciones e instalaciones y sus correspondientes actividades o usos. De no quedar vinculada podrá ser objeto de parcelación, división, segregación a fraccionamiento de conformidad con lo establecido en el art. 35 del reglamento.

Hay que recalcar que esta vinculación registral de superficie a una construcción o instalación no puede exceder de la prevista por la norma. Sería una condición impropia dentro de la licencia, y por tanto, debería entenderse como no puesta, aquella que impusiera una vinculación registral superior a la que resulta de aplicar los parámetros de la ITPRLOTAU (o la norma que corresponda). Estaríamos ante una condición ilegítima, excluida del acceso al registro conforme al art. 48.1. RSRLOTAU.

2.  Requisitos sustantivos para los actos no constructivos

Éstos son los actos relativos a la explotación rural o primaria de los terrenos. Estos actos en suelo rústico de reserva sólo podrán llevarse a cabo si no están prohibidos o excluidos expresamente por el planeamiento territorial o urbanístico.

De la genérica habilitación que hace el art. 18.1 RSRLOTAU se excluyen, de acuerdo con el segundo párrafo del precepto los actos de transformación del estado del suelo que comporten un riesgo significativo, directo o indirecto, para la integridad de los recursos naturales y áreas protegidas, así como de erosión o pérdida de calidad del suelo, afección de zonas húmedas y ecosistemas acuáticos o masas vegetales -entendiendo por tales las cubiertas vegetales naturales arbustivas o arbóreas-, abandono o quema de objetos y vertidos contaminantes.

En suelo rústico no urbanizable de especial protección, estos actos no constructivos siguen el régimen previsto en el art. 12 RSRLOTAU, respecto a su excepcionalidad, y en consecuencia, deben permitirse expresamente por el planeamiento para poder llevarse a cabo. Lógicamente, se reproduce la prohibición de los actos referidos en el párrafo segundo del art. 18.1 RSRLOTAU.

3.  Requisitos sustantivos para usos y actos adscritos al sector primario

En suelo RÚSTICO DE RESERVA y NO URBANIZABLE DE ESPECIAL PROTECCIÓN el planeamiento urbanístico o territorial debe permitir expresamente los usos y actos adscritos al sector primario [art. 11.1 b) y c) RSRLOTAU]. Además en la categoría de suelo protegido se deberá cumplir con el art. 12 RSRLOTAU: excepcionalidad y compatibilidad con su protección.

Siempre que el planeamiento no haya fijado una parcela mínima o superficie máxima ocupada más rigurosa que la prevista en la Instrucción Técnica de Planeamiento, la consejería competente en materia de agricultura podrá proponer con carácter excepcional, a instancias del promotor de la actuación, y de manera expresa y justificada mediante informe técnico, la variación para cada caso particular de la superficie mínima de la finca y del porcentaje máximo de ocupación por la edificación que se hayan fijado en dicha instrucción. El órgano competente para emitir la calificación urbanística (33)  deberá resolver expresamente sobre la superficie de la parcela y el porcentaje de ocupación propuestos, sin que el informe de la consejería competente en materia de agricultura tenga carácter vinculante para el citado órgano urbanístico (art. 19.4 RSRLOTAU).

4.  Requisitos sustantivos para el uso residencial familiar

La única modalidad de vivienda que se admite en suelo rústico es la aislada. En el caso de agrupaciones de viviendas podría existir riesgo de formación de núcleo de población, lo que hemos visto que prohíbe de forma general el art. 10 RSRLOTAU. El art. 20 RSRLOTAU reproduce esa prohibición del riesgo de formación de núcleo de población y en general, de la ejecución de cualquier tipo de actuación material que pueda considerarse urbanizadora. En todo caso, tanto en el suelo rústico de reserva como en el no urbanizable de especial protección, es preciso que el planeamiento permita expresamente este tipo de actos y usos.

5.  Requisitos sustantivos para los usos dotacionales de titularidad pública

Las obras e instalaciones requeridas por las infraestructuras y servicios de titularidad pública (estatal, autonómica o local) sólo podrán llevarse a cabo en el suelo rústico de reserva cuando la ordenación territorial y urbanística no los prohíba, según el art. 21 RSRLOTAU. Además deberá acreditarse la necesidad de su emplazamiento en suelo rústico, habiéndose suprimido la referencia a la formación de riesgo de núcleo de población. En el suelo rústico no urbanizable de especial protección se deben cumplir los requisitos del art. 12 (carácter excepcional, que el uso se permita expresamente en normativa urbanística y sectorial), así como la acreditación de la necesidad de emplazamiento.

Si bien esta cuestión es tratada en otras partes de este volumen, avancemos la difícil salvaguarda jurídica que tiene, bajo nuestro sistema competencial, una propuesta normativa en la que el planeamiento urbanístico pueda limitar el ejercicio de competencias propias de la ejecución de infraestructuras por parte de la Administración estatal, a la vista de su carácter prevalente. Por eso el propio art. 37.3 RSRLOTAU establece que se considera implícita la concesión de la calificación urbanística en la aprobación de los proyectos de obras y servicios de titularidad pública estatal, autonómica o local.

Según el apartado 3 del art. 21 RSRLOTAU, las fincas vinculadas a estas obras e instalaciones deberán contar con la superficie mínima que se establezca en las Instrucciones Técnicas de Planeamiento, o en su defecto, la que de manera justificada y motivada se establezca en el planeamiento. Los demás requisitos exigibles serán los que procedan en función de la legislación sectorial aplicable y en función de las obras a realizar y los usos y actividades a implantar, determinados previo informe favorable del órgano de la Administración competente por razón de la obra, instalación, infraestructura o servicio de que se trate.

6.  Requisitos sustantivos para los usos industriales, terciarios y dotacionales de carácter privado

6.1.  Actividades extractivas y mineras

En suelo rústico de reserva se podrán llevar a cabo estas actividades cuando el planeamiento no las prohíba, si bien debe acreditarse la necesidad de emplazamiento en suelo rústico. En el suelo no urbanizable de especial protección se aplica lo previsto en el art. 12, requiriéndose además la acreditación de la necesidad de emplazamiento en suelo rústico.

Deberán cumplirse los requisitos previstos en la legislación sectorial determinada previo informe favorable de la Administración competente (art. 22.4 RSRLOTAU).

6.2.  Actividades industriales y productivas

Las actividades industriales y productivas podrán llevarse a cabo en el suelo rústico de reserva cuando el planeamiento no lo prohíba, mientras que en el caso del suelo no urbanizable de especial protección es preciso el cumplimiento de los requisitos ya señalados del art. 12. A estas reglas generales hay que añadir la de ausencia de riesgo para la formación de núcleo de población y la de acreditación de necesidad de emplazamiento.

La especialidad que aporta el art. 23 RSRLOTAU frente a la regulación de otro tipo de actos es la concreción de las razones que deben concurrir para que se entienda acreditada dicha necesidad de emplazamiento. A tal efecto, se exige que la normativa reguladora de la actividad exija su alejamiento del núcleo de población (34) ; y que se dé la inexistencia de suelo específicamente calificado para uso industrial que pudiera albergarlo o, existiendo éste, su ineptitud o insuficiencia para acoger la actividad que se pretende implantar. La inexistencia de suelo debe darse tanto en el propio Municipio como en los vecinos, según ha precisado el Decreto 177/2010.

A nuestro modo de ver, la ineptitud del suelo puede ser económica, ya sea porque existiendo ese suelo el propietario del mismo no accede a venderlo o arrendarlo al promotor de la actividad industrial, ya sea porque los costes que resulten de dichas operaciones provoquen una tremenda distorsión de la rentabilidad o incluso la inviabilidad de la iniciativa empresarial.

La superficie mínima de la finca y la ocupación por la edificación será la que por ámbitos y tipologías se establezca en las Instrucciones Técnicas del Planeamiento o, en su defecto, la que de manera motivada y justificada se fije en el planeamiento en función de los usos y actividades a implantar. En el caso de industrias cerámicas, y siempre que el planeamiento no haya establecido previsiones más restrictivas que las fijadas en la Instrucción Técnica de Planeamiento, la consejería competente en materia de industria podrá proponer, con carácter excepcional, de manera expresa y justificada mediante informe técnico para cada caso particular, la variación de la superficie mínima de la finca y del porcentaje máximo de ocupación por la edificación que se hayan fijado en la Instrucción Técnica de Planeamiento. El órgano competente para emitir la calificación urbanística deberá resolver expresamente sobre la superficie de parcela y el porcentaje de ocupación propuestos, sin que el informe de la consejería competente en materia de industria tenga carácter vinculante para el citado órgano urbanístico (art. 23.3 RSRLOTAU).

6.3.  Depósitos de materiales, residuos, almacenamiento de maquinaria y estacionamiento de vehículos al aire libre

Según el art. 24 RSRLOTAU estos usos se podrán realizar en suelo rústico de reserva cuando el planeamiento urbanístico o territorial no los prohíba, y al tiempo no exista riesgo de formación de núcleo de población y se pueda acreditar la necesidad de emplazamiento en suelo rústico. Esta acreditación de necesidad de emplazamiento es, para el suelo no urbanizable de especial protección, un requisito complementario a los previstos en el art. 12.

El apartado 4 del art. 24 RSRLOTAU explicita otra exigencia como es que estas actividades sólo podrán implantarse cuando no requieran instalaciones o construcciones de carácter permanente y respeten la normativa medioambiental.

6.4.  Uso comercial

Los términos literales del art. 25.1 RSRLOTAU establecen que «en suelo rústico de reserva sólo podrán implantarse establecimientos comerciales y, en particular, tiendas de artesanía y productos de la comarca, cuando la ordenación territorial y urbanística no los prohíba y no exista riesgo de formación de núcleo de población, debiendo acreditar su necesidad de emplazamiento en suelo rústico». Llama la atención que el enunciado dote de cierta especificidad a las tiendas de artesanía y productos de la comarca sin que después se atribuyan especiales efectos jurídicos. Proponemos como interpretación factible del reglamento la voluntad de que se considere acreditada la necesidad de emplazamiento en suelo rústico de este tipo de establecimientos, frente a los demás que deberán hacer el esfuerzo habitual para acreditar esa circunstancia. También están sometidas a un requisito específico las grandes superficies comerciales, que sólo podrán implantarse excepcionalmente, contando con informe expreso favorable de la consejería competente en la materia.

En el suelo no urbanizable de especial protección se deben cumplir los requisitos del art. 12, así como la acreditación de la necesidad de emplazamiento.

En todos los casos y con cargo exclusivo a la correspondiente actuación, deberán resolverse satisfactoriamente las infraestructuras y los servicios precisos para su funcionamiento interno, así como la conexión de los mismos con las redes de infraestructuras y servicios exteriores y la incidencia que suponga en la capacidad y funcionalidad de éstas (art. 25.4 RSRLOTAU).

6.5.  Uso hotelero, hostelero y de turismo rural

Los criterios generales que para estos usos (establecimientos hoteleros y hosteleros, campamentos de turismo o cámping e instalaciones similares por un lado; establecimientos de turismo rural por otro) que exponen los arts. 26 y 27 RSRLOTAU son idénticos a los que ya hemos visto en líneas precedentes. Para el suelo rústico de reserva es necesario que el planeamiento no prohíba el uso, que no exista riesgo de formación de núcleo de población y que se acredite su necesidad de emplazamiento en suelo rústico. En el suelo no urbanizable de especial protección será preciso el cumplimiento de las condiciones del art. 12 RSRLOTAU y la acreditación de la necesidad del emplazamiento en suelo rústico.

Se prevé una normativa que evite la proliferación incontrolada de establecimientos hoteleros en suelo rústico. Así, en el caso de los establecimientos hoteleros y hosteleros de pequeño tamaño -entendiendo por tales aquellos que no superen los setecientos cincuenta metros cuadrados de superficie construida- cuyos acabados finales sean los propios de la arquitectura tradicional y popular de la zona donde se vayan a implantar y que tengan en cuenta su adecuación paisajística a la misma, su implantación sólo será posible cuando se acredite la inexistencia, en un radio de cinco kilómetros, de otros establecimientos hoteleros y hosteleros de su misma clase.

Los establecimientos hoteleros u hosteleros distintos a los anteriores tienen unas restricciones más rigurosas. En primer lugar, sólo se entenderá acreditada la necesidad de emplazamiento en suelo rústico cuando no exista suelo urbano o urbanizable con calificación idónea para ese uso en el Municipio. Además se deben cumplir otras dos condiciones: la acreditación de la inexistencia en un radio de cinco kilómetros de otros establecimientos hoteleros y hosteleros de la misma clase y que se vayan a ubicar a una distancia máxima de tres kilómetros a contar desde el límite del suelo urbano o urbanizable (35) . Los establecimientos de turismo rural, no obstante, no están sometidos a estas limitaciones.

Existe la posibilidad de que estas condiciones, así como las de parcela mínima y ocupación máxima previstas en la Instrucción Técnica de Planeamiento, no se apliquen (art. 26.6 y 27.4 RSRLOTAU). Para ello es necesario que estemos en el caso de proyectos turísticos en suelo rústico que, por su calidad, singularidad, originalidad y potencial turístico, resulten informados favorablemente por la consejería competente en materia de turismo. Dicha consejería podrá proponer, de manera expresa y justificada para cada caso particular, la variación de la superficie mínima de la finca y del porcentaje máximo de ocupación por la edificación que se hayan fijado en la Instrucción Técnica de Planeamiento, así como una variación de los radios y distancias que hemos señalado. El órgano competente para emitir la calificación urbanística deberá aprobar expresamente la superficie de parcela y el porcentaje de ocupación propuestos, así como la variación de los radios y distancias, sin que el informe de la consejería competente en materia de turismo tenga carácter vinculante para el citado órgano urbanístico.

El art. 26.8 RSRLOTAU, en coordinación con lo establecido por el art. 31.4 de la misma norma, establece que deberán agruparse en todo caso las instalaciones de hostelería o de alojamiento temporal ubicables en el entorno de las carreteras y las estaciones aisladas de suministro de carburantes que pretendan una misma o próxima localización, de manera que dispongan de un solo acceso al conjunto de la carretera.

En todos los casos y con cargo exclusivo a la correspondiente actuación, deberán resolverse satisfactoriamente las infraestructuras y los servicios precisos para su funcionamiento interno, así como la conexión de los mismos con las redes de infraestructuras y servicios exteriores y la incidencia que suponga en la capacidad y funcionalidad de éstas (art. 26.7 y 27.5 RSRLOTAU).

6.6.  Uso recreativo

Los centros deportivos, recreativos, de ocio o esparcimiento sólo podrán implantarse en suelo rústico de reserva cuando la ordenación territorial y urbanística no los prohíba y no exista riesgo de formación de núcleo de población, debiendo acreditar su necesidad de emplazamiento en suelo rústico. En suelo rústico no urbanizable de especial protección sólo podrán llevarse a cabo cuando se den las condiciones establecidas en el art. 12 y se acredite su necesidad de emplazamiento en esta clase de suelo.

En el supuesto de instalaciones deportivas, recreativas, de ocio y de esparcimiento, si requieren la ocupación de dos o más hectáreas o en el caso de instalaciones lineales, de más de dos kilómetros, sólo será posible su implantación si cumplen: 1) que no impliquen riesgo significativo para los valores naturales, y 2) que no impliquen riesgo de formación de núcleo de población (art. 28.3 RSRLOTAU).

En todos los casos y con cargo exclusivo a la correspondiente actuación, deberán resolverse satisfactoriamente las infraestructuras y los servicios precisos para su funcionamiento interno, así como la conexión de los mismos con las redes de infraestructuras y servicios exteriores y la incidencia que suponga en la capacidad y funcionalidad de éstas.

6.7.  Usos dotacionales de equipamientos hidráulicos, energéticos, de telecomunicaciones, de residuos o de comunicaciones y transportes de titularidad privada

Las instalaciones hidráulicas, energéticas, de telecomunicaciones, de tratamiento de residuos o de comunicaciones y transportes de titularidad privada, ya vayan a prestar un servicio público o sean para uso privativo, sólo podrán implantarse en suelo rústico de reserva cuando la ordenación territorial y urbanística no los prohíba, debiendo acreditar su necesidad de emplazamiento en suelo rústico (art. 29.1 RSRLOTAU). En suelo rústico no urbanizable de especial protección sólo podrán implantarse estas actividades cuando se den las condiciones establecidas en el art. 12 y se acredite debidamente su necesidad de emplazamiento en esta clase de suelo.

En el apartado 4 del art. 29 RSRLOTAU se recoge expresamente el caso de las estaciones base de telefonía móvil y otras estaciones de radiocomunicaciones reguladas por la Ley 8/2001, de 28 de junio, para la regulación de las instalaciones de radiocomunicación en Castilla-La Mancha exigiendo el cumplimiento de los niveles máximos de exposición, las distancias de seguridad, las normas de protección ambiental y el resto de condiciones y requisitos establecidos en dicha ley.

En todos los casos y con cargo exclusivo a la correspondiente actuación, deberán resolverse satisfactoriamente las infraestructuras y los servicios precisos para su funcionamiento interno, así como la conexión de los mismos con las redes de infraestructuras y servicios exteriores y la incidencia que suponga en la capacidad y funcionalidad de éstas (art. 29.5 RSRLOTAU).

La última especialidad a señalar es la contenida en la Disposición Adicional quinta. Esta norma prevé que la instalación de torres de medición de viento destinadas a realizar los planes de investigación eólica previstos en los planes eólicos estratégicos que hayan sido aprobados por la consejería competente, en virtud de la normativa reguladora del aprovechamiento de energía eólica mediante parques eólicos, queda expresamente exceptuada del sometimiento al procedimiento de calificación urbanística, debiendo someterse al régimen de autorización provisional de actividades previsto en el art. 172 TRLOTAU.

6.8.  Servicios integrados en áreas de servicio de carreteras y estaciones aisladas de suministro de carburantes

Para ambos supuestos (arts. 30 y 31 RSRLOTAU, respectivamente) se prevé la posibilidad de su implantación en suelo rústico de reserva cuando la ordenación territorial y urbanística no los prohíba y no exista riesgo de formación de núcleo de población, debiendo acreditar su necesidad de emplazamiento en suelo rústico. En suelo rústico no urbanizable de especial protección sólo podrán llevarse a cabo cuando se den las condiciones establecidas en el art. 12 y se acredite su necesidad de emplazamiento en esta clase de suelo.

Evidentemente, cuando sea necesario, se deberán cumplir los requisitos establecidos en la legislación reguladora de carreteras (art. 30.4 RSRLOTAU). El art. 31.4. RSRLOTAU, por su parte, establece que deberán agruparse las estaciones aisladas de suministro de carburantes y las instalaciones de hostelería o de alojamiento temporal ubicables en el entorno de las carreteras que pretendan una misma o próxima localización, de manera que dispongan de un solo acceso al conjunto de la carretera.

6.9.  Otros equipamientos colectivos

Bajo este epígrafe, el art. 32 RSRLOTAU regula actividades tales como las que enumera de forma ejemplificativa: actividades y servicios culturales, científicos, asistenciales, religiosos, funerarios y similares. Sólo podrán implantarse en suelo rústico de reserva cuando la ordenación territorial y urbanística no los prohíba y no exista riesgo de formación de núcleo de población, debiendo acreditar su necesidad de emplazamiento en suelo rústico. En suelo rústico no urbanizable de especial protección sólo podrán llevarse a cabo cuando se den las condiciones establecidas en el art. 12 y se acredite su necesidad de emplazamiento en esta clase de suelo.

En todos los casos y con cargo exclusivo a la correspondiente actuación, deberán resolverse satisfactoriamente las infraestructuras y los servicios precisos para su funcionamiento interno, así como la conexión de los mismos con las redes de infraestructuras y servicios exteriores y la incidencia que suponga en la capacidad y funcionalidad de éstas (art. 32.4. RSRLOTAU).

6.10.  El canon de participación municipal en usos industriales, terciarios y dotacionales de carácter privado

El art. 33 RSRLOTAU con el que se cierra la Sección Séptima del Capítulo II del Título IV del citado reglamento regula en desarrollo del 64.2.3.º TRLOTAU el canon de participación municipal que se aplica a los actos, usos y actividades de carácter industrial, terciario y dotacional privado, con independencia de la clase de suelo en que se materialicen.

Este canon es, conceptualmente, el equivalente a la cesión del aprovechamiento correspondiente a la Administración, o mejor, del suelo susceptible para materializar el aprovechamiento correspondiente a la Administración, en el suelo urbano no consolidado y en el suelo urbanizable. Como hemos dicho, los actos realizados en suelo rústico más allá de la mera explotación natural de una finca manifiestan la atribución de un aprovechamiento urbanístico con respecto al cual debe aplicarse el principio de participación de la comunidad en las plusvalías que genera (36) . Así lo manifiesta la STSJCLM de 26 de diciembre de 2007, en su fundamento jurídico segundo:

	 «Segundo. En orden a la naturaleza jurídica de la cesión o canon sustitutivo, cuestión sobre la que se vuelve en el presente recurso, también dejamos expuesto que la naturaleza del canon al que nos estamos refiriendo no es tributaria, sino que es un canon en concepto de participación pública, en nuestro caso del Ayuntamiento personado como demandado y ahora apelado. Por tanto, tal canon ni puede equipararse a una tasa, ni a un impuesto, ni menos aún a contribuciones especiales; el canon, hemos dicho en esa sentencia y en otras anteriores y posteriores, viene a ser una prestación patrimonial de carácter público, no tributaria (con lo cual no es cierto que se produzca la doble imposición), que no difiere esencialmente de las cesiones en suelo urbano, sobre las que no parece haber especial tacha de legalidad o de ajuste a la Constitución.» (37) . 


La cuantía del canon será del dos por ciento del importe total de la inversión en obras, construcciones e instalaciones a realizar. No deben equipararse estos conceptos liquidatorios con los del Impuesto de Construcciones, Instalaciones y Obras, como ya en varias ocasiones ha recordado la jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia (38) . Se devengará de una sola vez y con ocasión del otorgamiento de la licencia urbanística. Precisamente la licencia es la que debe fijar la cuantía del canon o bien, cuando así lo haya aceptado el Municipio, determinar la superficie de suelo sustitutiva de valor equivalente, materializable en cualquier clase de suelo.

No obstante, para la gestión económica del canon se prevé la práctica de dos liquidaciones, una provisional y otra definitiva, tal y como ha establecido el Decreto 177/2010. La liquidación provisional o a cuenta se practicará en función del presupuesto presentado por los interesados siempre que hubiera sido visado por el colegio oficial correspondiente, cuando ello constituya un requisito preceptivo, o bien en función de los índices o módulos si una ordenanza municipal así lo establece. Una vez finalizada la construcción, instalación u obra y teniendo, tras la ejecución, en cuenta el importe real de la inversión en obras, construcciones e instalaciones, el Ayuntamiento, mediante la oportuna comprobación administrativa, practicará la correspondiente liquidación definitiva, exigiendo del interesado o reintregrándole, en su caso, la cantidad que corresponda. Evidentemente, este sistema deberá modificarse en lo necesario cuando el canon se ha abonado mediante la entrega de terrenos por valor equivalente.

El TRLOTAU preveía la posibilidad de que reglamentariamente se establecieran exenciones o reducciones al canon. Desarrollando esa previsión, el apartado 3 del art. 33 RSRLOTAU ha exceptuado del pago del canon a las actividades extractivas y mineras y a las que se vayan a realizar en el dominio público.

7.  Requisitos para los actos de segregación o división de terrenos, reforma o rehabilitación de edificaciones preexistentes y vallados y cerramientos de parcelas

7.1.  Actos de segregación o división de terrenos, reforma o rehabilitación de edificaciones preexistentes y vallados y cerramientos de parcelas

Tal y como establece el art. 34, los actos previstos en el art. 11.5 (39)  sólo podrán llevarse a cabo en suelo rústico de reserva cuando el planeamiento lo permita expresamente. En el suelo no urbanizable de especial protección, será necesario que se den las condiciones establecidas en el art. 12.

No debemos olvidar que el art. 54.1.2.º d) TRLOTAU, que es la norma legal de la que se deriva la regulación sobre la reforma o rehabilitación de edificios existentes en suelo rústico, indica en su inciso final que «las limitaciones que en este apartado se establecen para la reforma o rehabilitación de edificaciones existentes, no serán aplicables a las edificaciones que estén en los supuestos y cumplan los requisitos establecidos en los siguientes apartados e) y f)», esto es, las edificaciones adscritas al sector primario que no impliquen transformación de productos y que no rebasen los seis metros de altura y la vivienda unifamiliar aislada. A pesar de esta previsión, lo cierto es que ya advertimos en otro momento que la regulación del Reglamento de Suelo Rústico permitía instalar una actividad industrial o terciaria cuando el planeamiento no la prohibía, pero exigía una habilitación expresa del mismo para proceder a la rehabilitación. En un Municipio sin regulación hubiera sido imposible demoler una nave industrial y levantar otra, pero no podrá rehabilitarse ante la falta de previsión expresa.

El Decreto 177/2010 ha incorporado un apartado específico en el art. 34 RSRLOTAU tratando de solucionar los problemas derivados de aquel vacío. Así, en el apartado 3 del art. 34, se establece expresamente que en suelo rústico de reserva se podrán realizar obras de reforma o rehabilitación de edificaciones existentes, que no afecten a elementos estructurales o de fachada o cubierta, siempre que vayan dirigidas a su conservación y mantenimiento, permitiéndose en todo caso la reposición de elementos de carpintería, de acabados exteriores, así como del tejado o de la capa de protección de la cubierta, y del aislamiento o impermeabilización de ésta. Además de lo anterior, en esta misma categoría de suelo rústico podrán realizarse obras que afecten a elementos de estructura, fachada o cubierta, para la rehabilitación y reforma de edificaciones adscritas al sector primario que no impliquen transformación de productos, tales como almacenes, granjas y, en general, instalaciones agrícolas, ganaderas, forestales, cinegéticas, piscícolas o similares que guarden relación con el destino y naturaleza de la finca, siempre y cuando no rebasen 6 metros de altura total a alero, y para la reforma y rehabilitación de edificios destinados a vivienda familiar aislada en áreas donde no exista riesgo de formación de núcleo de población, de acuerdo con lo dispuesto en la letra b) del art. 10, ni pueda presumirse finalidad urbanizadora, por no existir instalaciones o servicios para la finalidad de aprovechamiento urbanístico (40) .

En el apartado 4 del mismo art. 34 RSRLOTAU, en la nueva redacción tras el Decreto de 2010, se hace una regulación más intensa de las condiciones de vallados y cerramientos. Se remite al planeamiento general la definición de las características de los vallados y cerramientos de fichas y parcelas. En todo caso, se deberán realizar de manera que no supongan un riesgo para la conservación y circulación de la fauna y la flora silvestres de la zona, ni degraden el paisaje, debiendo realizarse con arreglo a las características que deriven de la Resolución de Evaluación de Impacto Ambiental, cuando deban someterse a ésta (41) . Los vallados con fines cinegéticos se regularán por su normativa específica, y los particulares que se encuentren en suelo rústico no urbanizable de especial protección ambiental, natural, paisajística, de entorno o de infraestructuras se realizarán, además, conforme a la normativa sectorial aplicable.

7.2.  Requisitos para la división, segregación y parcelación

El apartado primero del art. 35 RSRLOTAU reproduce, con llamada expresa al art. 91.2 TRLOTAU, el principio de prohibición de las parcelaciones urbanísticas en suelo rústico. En desarrollo de dicho artículo y del 89.1 TRLOTAU, se regula el concepto de parcelación urbanística, por referencia a los actos de división, segregación o parcelación que no pueden autorizarse, y que son aquellos que:

	 «a) Se propongan realizar o responder a una división fáctica que por sus características pueda suponer riesgo de formación de nuevo núcleo de población, conforme a lo dispuesto en la letra b) del art. 10 de este reglamento. b) Den lugar a lotes o fincas susceptibles de actos de construcción o edificación y dispongan o vayan a disponer de infraestructuras o servicios colectivos de carácter específicamente urbano o innecesarios para las actividades previstas en los números 2, 3 y 4 del art. 11: vivienda familiar aislada; obras e instalaciones requeridas por las infraestructuras y servicios de titularidad pública, estatal, autonómica o local; y actividades industriales, terciarias y dotaciones de titularidad privada.» 




Recordemos que la Ley 2/2009 de Medidas Urgentes, incorporó un último inciso al art. 89.1 b) TRLOTAU que establece que «no obstante, no se considerará parcelación urbanística la división de fincas o segregación de terrenos que se lleve a cabo en ejecución de Proyectos de Singular Interés cuyo objeto sea la implantación de infraestructuras destinadas a servicios públicos de interés general».

La división, segregación o parcelación deberá cumplir con los requisitos establecidos en la legislación agraria de aplicación (42) , con los requisitos mínimos establecidos en la ordenación territorial y urbanística y con los requisitos que expresamente establece el art. 35.2 RSRLOTAU (en desarrollo del art. 63.2 TRLOTAU), y que no son de sencilla comprensión. La regulación propuesta confunde el concepto de parcela mínima a efectos de la instalación de un uso o construcción, que se controlará en el procedimiento de concesión de la licencia (esto es, no se otorgará licencia para un uso en el que no se cumpla con la parcela mínima), con la exigencia de una superficie mínima a efectos de división o parcelación. Y es que para parcelar no existe ningún motivo jurídico que exija al propietario del suelo manifestar la finalidad que persigue, pues en principio es sólo la de parcelar. Más aún, consideramos que la normativa autonómica invade la competencia estatal sobre legislación civil (art. 149.1.8 CE), dado que el art. 24 de la Ley 19/1995 de Modernización de Explotaciones Agrarias, que es el que establece la prohibición de parcelación por debajo de la unidad mínima de cultivo y, sensu contrario, admite las parcelaciones en superficies superiores, está dictado al amparo de dicho título competencial con la consecuente condición de legislación de aplicación plena (43) .

Según el 35.2 RSRLOTAU es de aplicación la legislación agraria en los actos previstos en el art. 11.1 (actos no constructivos adscritos al sector primario) y 11.5 b) y c) (vallados y cerramientos de parcela; reforma y rehabilitación de edificaciones existentes). En el caso de los restantes usos y actividades contemplados en el art. 11, se establece un complejo mecanismo por el que se incrementa la superficie mínima para la división de manera progresiva en función del número de divisiones y que, como acabamos de señalar, no merece buen juicio en su análisis jurídico. Según este sistema, la superficie de cada una de las fincas resultantes deberá ser superior a la superficie mínima que resulte aplicable en consideración al número de divisiones. A este efecto regirá la siguiente proporción, en función del uso al que se destinen las fincas resultantes: cuando el acto de división, segregación o parcelación dé lugar a dos fincas, la superficie mínima será la establecida como superficie mínima a efectos de edificación en las Instrucciones Técnicas de Planeamiento o en el planeamiento urbanístico, si da lugar a tres fincas, la superficie mínima será el doble de la establecida como superficie mínima a efectos de edificación; si da lugar a cuatro, la superficie mínima será el triple; y así sucesivamente.

VII.  PROCEDIMIENTO PARA LA LEGITIMACIÓN DE ACTOS EN SUELO RÚSTICO: CALIFICACIÓN URBANÍSTICA Y LICENCIAS

1.  La calificación urbanística como concreción del aprovechamiento en suelo rústico

La calificación urbanística en suelo rústico es una actuación administrativa, realizada generalmente a solicitud del interesado, mediante la que se otorga a éste el aprovechamiento urbanístico preciso para la ejecución de un acto, uso o construcción más allá del derecho general al uso de la finca conforme a su naturaleza agropecuaria o análoga. Precisamente porque en la materialización de esos actos se considera que se manifiesta aprovechamiento urbanístico, se ha usado la terminología calificación, de forma paralela, aunque como a continuación veremos no coincidente, al concepto de calificación del suelo en suelo urbano o urbanizable. Si bien es preciso que para otorgarse la calificación se cumpla con los requisitos legales y con los previstos en el planeamiento urbanístico, lo cierto es que la calificación en suelo rústico participa de esa naturaleza de acto de ordenación urbanística, en tanto en cuanto concreta o determina el aprovechamiento urbanístico de un terreno. Sin embargo, se aleja del rasgo normativo del planeamiento toda vez que la calificación urbanística en suelo rústico no constituye una atribución general de un régimen urbanístico a un terreno, sino que lo hace de forma concreta, vinculada a un proyecto o solicitud específica. Predomina pues, el rasgo de especificidad del acto jurídico, frente a la generalidad propia de la norma jurídica. Con todo, la calificación no es un acto de control de legalidad, sino que tiene un marcado carácter discrecional en el que hace especial énfasis la Exposición de Motivos del Reglamento de Suelo Rústico:

	 «(...) Asimismo, son especialmente destacables dos aspectos de este título. De un lado, la clarificación del carácter potestativo de la calificación urbanística, en contraposición al carácter reglado de las licencias urbanísticas: la autoridad competente para emitir la calificación del suelo podrá denegarla motivadamente cuando, a su juicio, el uso, la actividad o el acto de que se trate pueda provocar un impacto territorial indeseable o perjudicar la conservación de los valores naturales del suelo rústico.» 


El apartado 3 del art. 38 RSRLOTAU recoge esta determinación señalada por la Exposición de Motivos:

	 «Art. 38.3: El órgano competente podrá denegar la calificación urbanística del suelo rústico mediante resolución motivada, de conformidad con lo establecido en el art. 54.1 f) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, cuando a su juicio la actividad de que se trate pueda provocar un impacto territorial indeseable o perjudicar la conservación de los valores naturales del suelo rústico.» 


De lo anterior se deduce, no obstante, que la competencia de la calificación urbanística en suelo rústico no es una facultad absoluta exenta de control. Al contrario, la denegación de la calificación sólo puede fundarse en dos motivos concretos (que la actividad provoque un impacto territorial indeseable o que perjudique la conservación de los valores naturales del suelo rústico). Y aunque dichos motivos están configurados como conceptos jurídicos indeterminados, son base suficiente para un control, incluso en sede judicial, de la resolución denegatoria sobre la calificación. En consecuencia, consideramos que existe un principio general proclive a la concesión de la calificación urbanística, que se exceptúa en los dos concretos supuestos antes mencionados.

No existe una definición expresa de la calificación urbanística en suelo rústico dentro de la normativa autonómica, pero sí una atribución de sus contenidos. En el suelo rústico de reserva, la calificación urbanística deberá determinar exactamente las características del aprovechamiento que otorgue, así como las condiciones para su materialización, de conformidad con la declaración de impacto ambiental cuando ésta sea legalmente exigible y se haya emitido con carácter previo a la resolución de calificación urbanística (art. 38.1.1.º RSRLOTAU). Éste el contenido definitorio y característico de la calificación urbanística. Junto a esta determinación, la calificación urbanística deberá fijar la superficie de terrenos que deba ser objeto de replantación o de medidas excepcionales de apoyo a la regeneración natural de la vegetación para preservar los valores naturales o agrarios de éstos y de su entorno (44) . También deberá Establecer el Plan de restauración o de obras y trabajos para la corrección de los efectos derivados de las actividades o usos desarrollados y la reposición de los terrenos a determinado estado, que deberá ser ejecutado al término de dichas actividades o usos y, en todo caso, una vez caducada la licencia municipal y la calificación que le sirva de soporte. Este Plan sólo procederá en los casos de instalaciones y actividades extractivas y mineras; depósito de materiales, almacenamiento de maquinaria y estacionamiento de vehículos: y equipamientos colectivos e instalaciones o establecimientos industriales y terciarios.

En el suelo no urbanizable de especial protección la calificación deberá tener el contenido que antes hemos señalado y, desde el punto de vista formal, deberá mencionar de manera expresa la legislación sectorial concreta que posibilita la realización de las actos legitimados (art. 38.2 RSRLOTAU).

2.  Actos sometidos a calificación urbanística

La determinación sobre los actos sometidos a calificación urbanística que hace el art. 37 RSRLOTAU diferencia claramente los supuestos del suelo rústico de reserva de los del suelo no urbanizable de especial protección. En el suelo rústico de reserva se establecen expresamente los supuestos de sometimiento a la calificación, mientras que en el suelo no urbanizable de especial protección se determinan las excepciones al principio general de sometimiento a dicho procedimiento.

En el suelo rústico de reserva requerirán calificación urbanística, previa a la licencia municipal: a) las obras e instalaciones relacionadas con usos dotacionales de titularidad pública; b) los actos y construcciones relacionados con los usos industriales, terciarios y dotacionales de titularidad privada (45) , y c) las edificaciones adscritas al sector primario que no impliquen transformación de productos (46)  cuando rebasen los 6 metros de altura total a alero. En consecuencia, se excluyen del procedimiento de calificación los actos y usos adscritos al sector primario, que en el caso de edificaciones deberán ser de altura inferior a 6 metros de la altura total del alero (art. 11.1 RSRLOTAU) y las actividades asociadas a los usos de división de fincas o segregación de terrenos, vallado y cerramiento de parcela y rehabilitación o reforma de edificaciones existentes (art. 11.5 RSRLOTAU). Podemos comprobar, por tanto, que la exigencia del trámite de calificación tiene un carácter bastante general.

En el suelo no urbanizable de especial protección requieren calificación todos los actos previstos en el art. 11, con las limitadas excepciones de: a) los actos no constructivos precisos para la utilización y explotación agrícola, ganadera, forestal, cinegética o análoga a la que los terrenos estén destinados [que se corresponden con los previstos en el art. 11.1 a) RSRLOTAU], y b) la división de fincas o la segregación de terrenos [que se corresponden con los previstos en el art. 11.5 a) RSRLOTAU].

Los apartados 3 y 4 del art. 37 RSRLOTAU prevén los supuestos en los que la calificación se entiende implícita a la aprobación de otro tipo de proyectos. Desde la perspectiva teórica estos preceptos plantean que la calificación como acto que atribuye un aprovechamiento en suelo rústico es necesaria, pero se excluye el trámite general previsto en la normativa urbanística, a la vista, en nuestra opinión de la presencia de competencias concurrentes de distintos entes territoriales. En todo caso, los proyectos de obras y servicios de titularidad pública estatal, autonómica o local llevan implícita la calificación en sus actos de aprobación.

En el supuesto de la aprobación de proyectos de obras y servicios promovidos por particulares, se entenderá implícita la calificación cuando se cumplan los siguientes requisitos:

	 «a) Que se trate de proyectos u obras relativas a la implantación de instalaciones de transporte y distribución de energía eléctrica o de instalaciones fijas de radiocomunicaciones con sistemas radiantes susceptibles de generar o recibir ondas radioeléctricas en un intervalo de frecuencia comprendido entre 10 KHz y 300 GHz. b) Que vayan a implantarse en suelo rústico de reserva. 

c) Que los proyectos u obras respeten el resto de requisitos previstos en este reglamento, en particular, los requisitos sustantivos previstos en el art. 29, la comprobación del cumplimiento de estos requisitos corresponderá a los Ayuntamientos en el momento de emitir la correspondiente licencia. 

d) Que los proyectos de obras y servicios se encuentren incluidos en Planes o instrumentos aprobados por la Administración autonómica o estatal y publicados en el boletín oficial correspondiente.» 




En el caso de obras, construcciones e instalaciones para usos integrados en áreas de servicio de toda clase de carreteras que deban ser ejecutados o desarrollados por particulares, la calificación se otorgará mediante informe preceptivo y vinculante de la consejería competente en materia de ordenación territorial y urbanística, que deberá ser requerido por la Administración o el órgano administrativo responsable de la correspondiente carretera (art. 37.5 RSRLOTAU)

3.  Competencia para la calificación urbanística en suelo rústico

La competencia para el otorgamiento de la calificación urbanística depende del tipo de acto a legitimar, del tipo de suelo sobre el que vaya a realizar el acto y del número de habitantes del Municipio (art. 64.4 TRLOTAU)

La calificación urbanística será otorgada por la consejería competente en materia de ordenación territorial y urbanística (art. 42.1 RSRLOTAU) en el supuesto de los actos previstos en el art. 37.2 RSRLOTAU para el suelo no urbanizable de especial protección de cualquier Municipio (esto es, todos los actos del art. 11 RSRLOTAU, salvo los no constructivos de explotación y utilización agropecuaria o análoga, y los de división de fincas y segregación de terrenos). También requerirán calificación urbanística autonómica los actos previstos en el art. 37.1 RSRLOTAU para el suelo rústico de reserva en Municipios de menos de 10.000 habitantes de derecho (47) .

En el resto de los casos, que son los correspondientes al art. 37.1 RSRLOTAU en Municipios de más de 10.000 habitantes de derecho, corresponde la calificación urbanística al Municipio, que se pronunciará sobre ella en el procedimiento de otorgamiento de la licencia y con motivo de la resolución del mismo (art. 42.2 RSRLOTAU). Se excepciona de esta regla el supuesto un acto que afecte a dos o más términos municipales, en cuyo caso la competencia será autonómica (art. 42.3 RSRLOTAU); de la Comisión Provincial de Ordenación del Territorio y Urbanismo si son de la misma provincia, y de la Comisión Regional de Ordenación del Territorio y Urbanismo, si son de distinta provincia (Disposición Adicional octava RSRLOTAU).

Según el Decreto 35/2008, de 11 de marzo, por el que se regulan los órganos en materia de ordenación territorial y urbanística de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, corresponde a la Comisión Regional de Ordenación del Territorio y Urbanismo otorgar la calificación urbanística a los actos localizados en suelo rústico de las capitales de provincia y Municipios de más de 50.000 habitantes de derecho, cuando corresponda a la consejería competente en materia de ordenación territorial y urbanística, así como cuando la calificación afecte a varios Municipios, bien que pertenezcan a distintas provincias de la región, o bien que, al menos uno de ellos, sea capital de provincia o Municipio de más de 50.000 habitantes de derecho; y emitir informe preceptivo y vinculante previo a la calificación urbanística de obras, construcciones e instalaciones para usos integrados en áreas de servicio de toda clase de carreteras que deban ser ejecutados o desarrollados por particulares, debiendo ser requerido dicho informe por la Administración o el órgano administrativo responsable de la correspondiente carretera (48)  [art. 8.1 q)-r) Decreto 35/2008]. El resto de los posibles otorgamientos de calificación autonómica corresponden a la Comisión Provincial de Ordenación del Territorio y Urbanismo [art. 9.1 g) Decreto 35/2008].

4.  Procedimiento de calificación autonómica

El procedimiento para la concesión de la calificación autonómica está regulado en el art. 43 RSRLOTAU, en desarrollo del art. 64.5. TRLOTAU. El trámite se iniciará mediante solicitud de calificación urbanística formulada por el interesado de forma conjunta a la licencia de obras o actividades. Esta solicitud conjunta se realizará ante el Ayuntamiento y deberá cumplir, además de los generales de la legislación administrativa, los requisitos expresamente previstos en el reglamento.

En primer término, la letra a) del apartado 1 del art. 43 se refiere a los requisitos exigibles para toda clase de licencias y los específicos, en su caso, para la licencia de obras y actividades establecidos en el Título VII de la LOTAU (49)  y en el reglamento que en este aspecto la desarrolle (y que aún no ha sido elaborado). La Memoria deberá además justificar que la obra o actividad que se pretenda implantar constituye un supuesto de los actos autorizados en suelos rústicos según los arts. 11 y 12 del reglamento, así como el cumplimiento de los requisitos sustantivos y administrativos exigidos por la norma [art. 43.1 b) RSRLOTAU]. En la Memoria se deberá describir y aportar información gráfica sobre el entorno en un radio de dos kilómetros alrededor de la construcción que se proyecta. Dicha descripción recogerá las edificaciones existentes, cuenten o no con licencia municipal. Esta exigencia no implica que se denegará la calificación y posterior licencia en el caso de que haya edificaciones, sino que sirve como elemento de análisis para valorar que no existe riesgo de formación de núcleo de población, en relación con el informe municipal sobre esta materia al que se refiere el apartado 7 de este art. 43, y con las condiciones que determinan la existencia de ese riesgo en los términos marcados por el Decreto de 2010.

Cuando se trate de terrenos o emplazamientos de titularidad o afección al dominio público o de actos o usos que están sujetos a cualquier régimen de autorización administrativa substantiva, deberá acompañar las concesiones, permisos o autorizaciones que sean preceptivas o cuando menos, si estuviesen en trámite, copia de la solicitud de su otorgamiento [art. 43.1 c) RSRLOTAU]. La letra d) establece que en los supuestos en que se trate de actividades industriales, productivas, terciarias, de turismo rural o de servicios y el solicitante desee optar por el pago en suelo del canon municipal de participación en el aprovechamiento urbanístico, previsto en el art. 33 de este reglamento, el solicitante deberá formular, en los términos y condiciones previstos en dicho artículo, la oportuna oferta de cesión de suelo equivalente al importe del canon, para su valoración por el Municipio.

La letra e) del apartado 1 del art. 43 RSRLOTAU señala que cuando sean preceptivos, se acompañarán estudios que legalmente procedan por razón de las obras y el uso o actividad pretendido. Asimismo, se acompañará la solicitud debidamente cumplimentada del inicio del correspondiente procedimiento de evaluación ambiental (50) .

El Decreto 177/2010 ha incorporado una letra f) al apartado 1 del art. 43 que prevé que cuando así lo exija el planeamiento urbanístico, o a requerimiento de cualquiera de las administraciones urbanísticas intervinientes en el procedimiento, deberá justificarse mediante informe técnico el cumplimiento de las determinaciones contenidas en el art. 16 del reglamento. Probablemente esta innovación sea innecesaria, toda vez que las normas de aplicación directa son siempre aplicables y por tanto, la Memoria de todo proyecto que se acompañe a una solicitud de calificación (que es lo regulado en el art. 43.1 RSRLOTAU) siempre tendrá que contener esa justificación. Y en todo caso, el posible requerimiento de las administraciones urbanísticas sería posterior a la presentación de la solicitud.

Recibida la solicitud por el Ayuntamiento, éste requerirá, en su caso, al interesado la subsanación de las deficiencias o la información complementaria que precise, bajo apercibimiento de que se le tendrá por desistido en su petición si no se cumple lo requerido en el plazo de quince días (art. 43.2 RSRLOTAU).

Los apartados 3 y 4 del art. 43 RSRLOTAU prevén unas especialidades procedimentales en el supuesto de proyectos sometidos a Evaluación de Impacto Ambiental, Autorización Ambiental Integrada (51) , o a regímenes de protección preventiva o ya declarada de acuerdo con la normativa de conservación de la naturaleza o del patrimonio histórico. No dejan de ser estas previsiones una reproducción del concreto régimen previsto en cada una de las específicas normas reguladoras de cada ámbito material.

Las solicitudes de calificación urbanística y licencia serán sometidas por el Ayuntamiento al trámite de información pública por plazo común de 20 días, que coincide con el general del procedimiento administrativo. Para ello, se deberá efectuar la oportuna notificación a las administraciones públicas afectadas y anuncio en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha y en uno de los periódicos de más difusión en la comunidad. El contenido mínimo de estas comunicaciones será el relativo a la identificación precisa del acto de construcción o uso del suelo interesado, su emplazamiento y la oficina y horario de exposición al público del expediente administrativo (art. 43.5 RSRLOTAU). Prevé el reglamento que cuando pueda efectuarse coordinadamente se podrá llevar a cabo de manera conjunta el trámite de información pública del proyecto con el correspondiente a los procedimientos reseñados en el número 3 del presente artículo (52) .

De acuerdo con el 43.6 RSRLOTAU, cumplimentados los anteriores trámites, el Ayuntamiento remitirá a la consejería competente en materia de ordenación territorial y urbanística el expediente administrativo original, guardando testimonio, o copia diligenciada del mismo, incluyendo las alegaciones, informes y autorizaciones que se hayan producido, a fin de que por la misma se otorgue o deniegue la calificación urbanística. El Ayuntamiento notificará al interesado tal remisión del expediente, con indicación de la fecha de registro, al que se dará audiencia por un plazo de diez días del contenido de lo actuado por si conviene a su derecho a formular alegaciones ante el órgano autonómico.

El art. 43.7 RSRLOTAU regula el informe que debe remitir el Ayuntamiento a la comunidad autónoma dentro del procedimiento de calificación urbanística. Este informe y, en particular, en cuanto expresa la decisión del Ayuntamiento sobre la conveniencia de la calificación urbanística para los intereses generales del Municipio, es una manifestación del mínimo contenido de la garantía de la autonomía local, que alcanza al derecho a intervenir en cuantos asuntos afecten directamente al círculo de sus intereses (53) . El Ayuntamiento deberá acompañar la remisión del expediente de un informe motivado sobre la inexistencia de riesgo de formación de núcleo de población, en el que se describirá el entorno en un radio de dos kilómetros alrededor de la construcción que se proyecta. Dicha descripción recogerá las edificaciones existentes, cuenten o no con licencia municipal. Asimismo, en dicho informe, el Ayuntamiento deberá pronunciarse motivadamente sobre la conformidad de la solicitud con el planeamiento territorial y urbanístico aplicable al acto edificatorio o uso del suelo y la conveniencia de la calificación urbanística para los intereses generales del Municipio.

La remisión del expediente administrativo tendrá efectos suspensivos respecto del cómputo del plazo para el otorgamiento o denegación de la licencia desde la fecha de entrada en el registro autonómico hasta el otorgamiento o denegación de la calificación, sin que dicho efecto suspensivo pueda ser superior a tres meses (art. 43.8 RSRLOTAU). Estos tres meses coinciden precisamente con el plazo máximo para resolver y notificar sobre la calificación urbanística desde la recepción del expediente completo. El silencio administrativo tiene, en este caso, carácter desestimatorio o negativo. La resolución sobre la calificación urbanística deberá ser motivada, especificando las condiciones de la misma.

Como medida de agilización de los trámites administrativos el art. 63 TRLOTAU, y su desarrollo en el 43.9 RSRLOTAU, prevén que bastará para la emisión de la calificación urbanística que en el expediente hayan sido incorporados copia de las solicitudes de las concesiones, permisos o autorizaciones pertinentes, así como de la evaluación de impacto ambiental, en cuyo caso, la eficacia de la calificación urbanística quedará condicionada a la obtención de los correspondientes informes o resoluciones favorables, lo que será comprobado con el otorgamiento de la licencia municipal.

Si la resolución sobre la calificación urbanística es favorable, el Ayuntamiento continuará la tramitación del procedimiento conforme a las disposiciones comunes y específicas según la clase de licencia de que se trate, incluyendo, en caso de otorgamiento, las condiciones de la calificación dentro del contenido de la licencia. No obstante, el Ayuntamiento, dentro de sus competencias de control de la legalidad urbanística, puede denegar la licencia o imponer otras medidas correctoras a pesar de contar con previa calificación urbanística, por otras causas legales de competencia municipal o por la denegación de las solicitudes de autorizaciones y concesiones preceptivas de otras administraciones públicas. Insistimos en que esta posible denegación o imposición de otras medidas sólo puede fundarse, como cualquier otro acto administrativo relativo a las licencias, en el mero control de la legalidad que es el ámbito de actuación del procedimiento de otorgamiento de licencias; nunca podrán sostenerse, por tanto, en criterios de mera oportunidad o discrecionalidad administrativa. Si la resolución fuera desfavorable, el Ayuntamiento procederá a la denegación de la licencia y al archivo del procedimiento (art. 43.10-11 RSRLOTAU), sin perjuicio de la interposición por parte del propio Ayuntamiento o de los interesados de los recursos administrativos y judiciales que correspondan.

5.  Procedimiento de calificación municipal

El procedimiento de calificación urbanística se regula en el art. 44 RSRLOTAU por remisión al de calificación autonómica. El procedimiento para la concesión de la calificación urbanística se integrará en el procedimiento común de concesión de licencias de obras y actividades.

Se deberán cumplir los requisitos previstos en el art. 43 para la calificación autonómica, incluso el trámite de información pública, salvo en lo relativo a la intervención del órgano autonómico urbanístico. Lógicamente, no será preciso remitir el informe del art. 43.7 al órgano autonómico, sino que deberá constar en el expediente el informe sobre la inexistencia de riesgo de formación de núcleo de población.

La resolución sobre la calificación se integrará en la resolución motivada otorgando o denegando la licencia que incorporará las condiciones de la calificación urbanística junto a las demás condiciones propias de la licencia. La resolución de otorgamiento de la calificación urbanística y de la licencia deberá ser notificada a los interesados, pudiendo interponerse frente a ella los recursos administrativos y jurisdiccionales establecidos en el régimen común de licencias (art. 44.3-4 RSRLOTAU).

6.  La licencia en suelo rústico

El art. 45 RSRLOTAU señala que el procedimiento para el otorgamiento de licencias es el general previsto en el Título VII de la LOTAU, remitiéndonos por tanto a los capítulos de este volumen que tratan esa materia. Como especialidad, el apartado 2 del art. 45 RSRLOTAU reitera para las solicitudes de licencia que no precisen de previa calificación, la obligatoria solicitud de informes conforme a la legislación de conservación de la naturaleza o del patrimonio histórico en el caso de actuaciones que afecten a espacios en régimen de protección preventiva o efectivamente declarada.

El art. 66 TRLOTAU regula las condiciones legales mínimas y la vigencia y caducidad de las licencias municipales, siendo apenas desarrollado por el art. 40 RSRLOTAU. Las licencias municipales en suelo rústico deberán integrar el contenido de las calificaciones urbanísticas previas a título de condiciones legales mínimas (art. 40.1 RSRLOTAU). Hemos indicado ya que el art. 37.4 establece unos supuestos en los que la calificación urbanística se entiende implícita en la aprobación de los proyectos de obras y servicios promovidos por los particulares. En tal caso, la licencia deberá concretar el contenido propio de las calificaciones urbanísticas que establece el art. 38.1 RSRLOTAU, así como el canon urbanístico del art. 33.

De forma singular se prevén unos plazos de vigencia de las licencias en suelo rústico, separándose del principio general de vigencia indefinida de las licencias en suelo urbano (art. 162 TRLOTAU). Mientras en el régimen general sólo se prevé la caducidad de la licencia como una consecuencia del incumplimiento de los plazos conferidos para ejecutar una obra (art. 167 TRLOTAU) sin que afecten después a la supervivencia de esa obra y, en ningún supuesto, a los usos a materializar, en el caso del suelo rústico se prevén plazos de vigencia del uso o construcción autorizado por la licencia. Así, el art. 38.2 RSRLOTAU (art. 66.2 TRLOTAU) establece que las licencias municipales se otorgarán:

	 «a) Por plazo indefinido, las relativas a vivienda familiar, obras, construcciones e instalaciones y sus respectivos usos o actividades, vinculadas a explotaciones agrícolas, ganaderas, forestales, cinegéticas o análogas. b) Por el plazo que proceda conforme a la legislación sectorial correspondiente, las relativas a las obras, construcciones e instalaciones, y sus usos o actividades correspondientes, vinculadas a la extracción o explotación de recursos o la primera transformación de éstos, así como las que descansen en concesiones demaniales o de servicio público. 

c) Por plazo determinado fijado en función del tiempo preciso para la amortización de la inversión inicial en los casos previstos en el número 4 del art. 11, sin perjuicio de lo establecido al respecto en la legislación sectorial para la extracción o explotación de recursos y la primera transformación de éstos.» (54) . 




El supuesto de la letra c) es el referido a los usos industriales, terciarios y dotacionales de titularidad privada. Resulta llamativo que el plazo se fije en función del tiempo preciso para la amortización de la inversión inicial porque, entendido en términos rigurosos, este precepto impide la obtención de beneficio empresarial en el largo plazo, dado que la amortización de la inversión inicial se consigue con el equilibrio entre ingresos y gastos debidamente actualizados. Y en general, no puede entenderse que las actividades productivas estén sometidas a tal régimen de provisionalidad. La única forma de evitar esta propuesta normativa tan incongruente es interpretar que las prórrogas a los plazos de vigencia de las licencias no están vinculadas a ese período de amortización.

Cuando las licencias, debiendo fijarlo, no contengan determinación del plazo de su vigencia, éste será de diez años. El plazo de vigencia de la licencia podrá ser prorrogado sucesivamente, siempre antes del vencimiento del que estuviera corriendo. La primera prórroga no podrá exceder de diez años y las sucesivas no podrán superar, cada una de ellas, los cinco años (art. 40.2 RSRLOTAU).

Las licencias municipales caducarán: a) por incumplimiento de las condiciones de la calificación urbanística o de las demás impuestas en las licencias, así como de cualesquiera otras determinaciones sustantivas de la ordenación territorial y urbanística, y; b) por el transcurso del plazo en ellas otorgado y, en su caso, de sus prórrogas, sin necesidad de trámite o declaración administrativa alguna (art. 40.3 RSRLOTAU).

La caducidad de la licencia municipal supondrá la de la calificación urbanística presupuesto de la misma, implicará el cese de la actividad o el uso legitimado por una y otra y determinará, sin necesidad de requerimiento u orden de ejecución algunos, el comienzo del cómputo de los plazos de ejecución previstos en el correspondiente Plan de restauración o de trabajos de reposición de los terrenos a determinado estado para el cumplimiento de esta obligación (art. 40.4 RSRLOTAU).

7.  El procedimiento especial para el concurso sobre localización y características de ciertos actos de iniciativa particular

Hemos visto anteriormente que determinados requisitos sustantivos impuestos a algunos de los actos, usos y actividades potencialmente materializables en suelo rústico podrían impedir la materialización de otros como consecuencia de la prohibición de formación de núcleo de población o de la exigencia de determinadas distancias entre usos iguales. Dado que en este caso una autorización excluiría la posible autorización de otras propuestas similares, lo que vendría a configurar una especie de derecho al veto urbanístico del que se beneficia en términos de competencia empresarial el primer promotor, se ha previsto en la normativa (art. 62 TRLOTAU, art. 41 RSRLOTAU) un procedimiento público concurrencial para la selección de la actuación más adecuada.

No es sencillo encontrar un enganche normativo a la configuración de este concurso desde la perspectiva de la normativa de contratación, aunque debemos tener en cuenta la proximidad que el concurso para la selección de los terrenos más adecuados para la ubicación de un Plan de Singular Interés que prevé el art. 18.bis.3 TRLOTAU, tras la modificación de 2009. Sin embargo, hay también sensibles diferencias, dado que no se ejecuta en el caso del concurso de iniciativas en suelo rústico un proyecto a iniciativa de la Administración, y dado que no resulta del mismo la ejecución de ninguna forma de obra pública urbanizadora. No existe ningún modo de relación sinalagmática o de intercambio entre el patrimonio de la Administración y el del promotor del acto en suelo rústico, mientras que en la contratación en general el contratista recibe un precio por ejecutar una obra o servicio. En el ámbito del urbanismo, el agente urbanizador recibe un precio (metálico o terrenos), a cambio de ejecutar la obra urbanizadora y llevar a cabo la programación. En este caso se produce sin embargo una mera determinación, a solicitud de los particulares, de la mejor propuesta de actuación en suelo rústico. A pesar de esta dificultad de encuadre, en todo caso deben entenderse vigentes los principios de igualdad, publicidad, transparencia y no discriminación que recoge el art. 1 de la Ley 30/2007 de Contratos del Sector Público, como manifestación de los principios básicos constitucionales y del derecho comunitario.

Los actos de aprovechamiento urbanístico que habilitan la convocatoria del concurso son las actividades industriales o productivas, reguladas en el art. 23, o las instalaciones y establecimientos para llevar a cabo usos terciados y dotacionales de equipamientos, regulados en los arts. 25 a 29 y 32, que sean promovidos por particulares y, por sus características, puedan limitar, dificultar o impedir el desarrollo de ulteriores iniciativas, particulares o públicas, con el mismo o análogo objeto, o simplemente condicionar la implantación o localización de éstas en áreas de extensión apreciable. En tales supuestos, la consejería competente en materia de ordenación territorial y urbanística podrá convocar y celebrar el concurso público de iniciativas. El término «podrá» nos indica que dicho concurso tiene carácter potestativo, sin que haya una obligación de seguir este procedimiento.

En realidad, el art. 41 describe dos procedimientos administrativos. El primero es el procedimiento para tomar la decisión de convocar el concurso de iniciativas. El segundo, es el procedimiento del propio concurso. En el caso de actos sometidos a calificación urbanística autonómica la consejería decidirá sobre la tramitación del concurso antes de proceder a la tramitación de la calificación urbanística, dando trámite de audiencia por diez días al Municipio o Municipios afectados. En el caso de actos sometidos a calificación urbanística municipal, los términos literales del art. 41.2 RSRLOTAU obligan al Municipio, antes de proceder a cualquier acto de instrucción de la calificación distinto de la mera subsanación de deficiencias de la solicitud, a remitir oficio a la consejería acompañado de los documentos previstos en el art. 43.1 (contenido de la solicitud de calificación), suspendiéndose el plazo máximo para resolver sobre la calificación y la licencia. La referencia del inciso final a que el Municipio podrá emitir, acompañándolo al oficio de remisión, informe sobre si el proyecto reúne o no las características que hagan aconsejable su sometimiento al procedimiento de concurso de iniciativas es la que nos indica el carácter obligatorio de la remisión municipal del oficio para que la consejería tome la decisión sobre la convocatoria del concurso, dado que el informe municipal manifestará si el Ayuntamiento considera o no necesario dicho procedimiento.

La consejería, recibido el oficio a que se refiere el número anterior, someterá a examen la documentación recibida para determinar si las actividades o usos objeto de la solicitud presentan las características que habilitan para la convocatoria del concurso de iniciativas. A tal efecto, deberá tomar en consideración, en su caso, el juicio expresado por el Municipio competente para otorgar la licencia. Cuando las áreas a las que pudiera extenderse el condicionamiento de los usos comprendan suelos de otro u otros términos municipales distintos al de dicho Municipio, se les dará audiencia a los restantes afectados por un plazo de diez días (art. 41.3 RSRLOTAU). A la vista de las actuaciones practicadas, la consejería resolverá motivadamente sobre la oportunidad de celebrar concurso de iniciativas. La resolución deberá emitirse en el plazo de tres meses a contar desde el día en que se presentó solicitud de calificación. Cuando la resolución no aprecie la oportunidad de celebrar concurso de iniciativas, la consejería reanudará, si fuera de su competencia, la tramitación de la calificación urbanística o comunicará su resolución al Municipio competente para que continúe dicha tramitación y la de la licencia correspondiente (art. 41.4 RSRLOTAU).

Si por el contrario se aprecia la oportunidad de celebrar el concurso público de iniciativas, la resolución contendrá las bases del concurso, que deberán al menos delimitar el área geográfica en la que puedan localizarse las iniciativas y los requisitos mínimos relativos a la accesibilidad y servicios urbanísticos que deban satisfacer las demandas funcionales de la actuación. Además, dicha resolución realizará la convocatoria de dicho concurso, con señalamiento del plazo para la presentación de iniciativas, que no podrá ser inferior a un mes ni superior a dos, y del lugar en que quedarán expuestas al público las presentadas. La resolución será notificada al solicitante, comunicada a los Municipios que hubieran comparecido en el procedimiento y publicada en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha y en al menos un diario de los de mayor difusión en la comunidad, con cargo al promotor de la iniciativa que gane el concurso (art. 41.5 RSRLOTAU).

Iniciado así el trámite del concurso de iniciativas en sentido estricto, el solicitante original podrá presentar una mejora o modificación de la suya, aunque si no lo hiciera participará en el concurso con la deducida originalmente. Las restantes iniciativas deberán contener al menos la solicitud de participación en el concurso, el proyecto técnico presentado al concurso y la solicitud de inicio del trámite ambiental a que se refiere el art. 9 del Decreto 178/2002 (art. 41.6 RSRLOTAU). Vencido el plazo para presentar iniciativas, las presentadas en tiempo y forma serán sometidas a información pública e informe de los Municipios afectados por el plazo común de veinte días y declaración de impacto ambiental (art. 41.7 RSRLOTAU).

La resolución de la consejería será motivada y deberá responder a los criterios establecidos en el art. 41.8 RSRLOTAU: a) Interés público de la actividad o uso proyectado; b) Adecuación al modelo territorial definido en los instrumentos de ordenación del territorio y en la ordenación estructural del planeamiento urbanístico municipal; c) Calidad, suficiencia y funcionalidad de las infraestructuras y servicios proyectados para servicio interno de la actividad o uso, así como de su conexión con las redes exteriores, e incidencia en la suficiencia y funcionalidad de éstas, y; d) Impacto ambiental del proyecto, para lo cual será necesario que los proyectos hayan pasado por los trámites previstos en el Decreto 178/2002, de 17 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Desarrollo de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Evaluación de Impacto Ambiental, y el órgano ambiental haya formulado la correspondiente Declaración de Impacto Ambiental, en su caso.

La resolución expresa será notificada a los interesados y publicada en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha, debiendo ser dictada en el plazo de tres meses, contados a partir del día en que se publique en dicho diario oficial la última Declaración de Impacto Ambiental correspondiente a los proyectos que concursan, en caso de ser ésta necesaria, o no siéndolo, a partir del día en que el órgano ambiental comunique a la consejería competente en materia de ordenación territorial y urbanística su innecesariedad. Transcurrido el plazo sin que haya recaído la misma, los interesados podrán entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo, sin perjuicio de que la resolución expresa dictada fuera de plazo pudiera tener carácter estimatorio y producir plenos efectos (art. 41.9 RSRLOTAU).

El proyecto que resulte adjudicatario del concurso será objeto de calificación urbanística en la misma resolución de adjudicación cuando dicha calificación sea competencia del órgano autonómico sin que se precise la tramitación del procedimiento de calificación establecido en el art. 43 de este reglamento. Cuando la calificación urbanística corresponda al Municipio, éste reanudará su tramitación conforme a lo dicho en el art. 44 de este reglamento, no siendo en tal caso precisa el trámite de información pública ni su evaluación de impacto ambiental (art. 41.10 RSRLOTAU).

8.  Normas comunes a las calificaciones y licencias en suelo rústico

Como cierre del sistema, los arts. 46, 47 y 48 del reglamento establecen unas normas comunes de contenido variado que afectan tanto a las calificaciones como a las licencias en suelo rústico.

Según el art. 46 RSRLOTAU, en los Municipios que cuenten con Plan de Delimitación de Suelo Urbano no podrán emitirse nuevas calificaciones o licencias para la realización de actos de edificación de vivienda o actos sujetos a calificación cuando se hayan rebasado los límites de 50 viviendas construidas por año o 5.000 m² construidos de cualquier uso por año establecidos en los arts. 48.2 b) segundo párrafo y 64.6 TRLOTAU. Superados esos límites nos encontramos ante el incumplimiento del supuesto de exención de contar con Plan de Ordenación Municipal.

El art. 47 RSRLOTAU establece los supuestos de invalidez de los actos de calificación y autorización, en relación con lo previsto en la legislación de procedimiento administrativo. Son nulas de pleno derecho las calificaciones urbanísticas y las licencias municipales que, respectivamente, otorguen y autoricen en suelo rústico, y para la realización de los actos y las actividades correspondientes, la ejecución de obras, construcciones o instalaciones que no cumplan los requisitos sustantivos y administrativos pertinentes conforme al TRLOTAU. El apartado 2 se aleja de la sistemática del reglamento para recoger la regla de nulidad de pleno derecho de las recalificaciones que legitimen usos incompatibles con el forestal que se otorguen sobre terrenos que hayan sufrido incendios o agresiones ambientales -entre ellas las roturaciones y descuajes no autorizados en terrenos ocupados por vegetación natural- provocadoras de pérdidas de masa forestal, entendiendo por tal el deterioro o la destrucción de cubiertas vegetales naturales o de repoblaciones forestales (55) .

Finalmente, el art. 48 RSRLOTAU establece algunas normas con respecto a la formalización e inscripción de los deberes y cargas registrales resultado de la aplicación de la normativa en suelo rústico. Los deberes y las cargas previstos en el TRLOTAU en relación con los usos y aprovechamientos urbanísticos en el suelo rústico, así como los que, además, resulten de las condiciones legítimas de las calificaciones acordadas y las licencias otorgadas para la realización o el desarrollo de aquéllos, deberán hacerse constar en el Registro de la Propiedad conforme a la legislación hipotecaria. En particular, para hacer constar en el Registro de la Propiedad la afectación real de las fincas rústicas a los usos y aprovechamientos previstos en el reglamento, serán requisitos necesarios del documento presentado a inscripción, de conformidad con la legislación hipotecaria, los siguientes: a) que la identificación de las fincas registradas se realice según sus datos registrales; b) que la afectación real se solicite a instancia del titular registral o, en caso contrario, que conste su intervención en el procedimiento, y c) que se acompañe certificación en que conste el acuerdo del órgano administrativo competente.
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